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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 
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Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-



En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

1

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-



En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-

2



En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-

4



En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Por una Convención          
Constitucional transparente, 
participativa y soberana.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

En consulta y coordinación con la Convención Constitucional, 
enviaremos, en marzo de 2022, un proyecto de ley de reforma 
constitucional que establezca el mecanismo de plebiscito diri-
mente en torno a aquellas materias que a juicio de la Conven-
ción deban ser sometidas a este mecanismo de deliberación 
soberana de manera previa a la aprobación de la propuesta de 
texto constitucional.

Proponemos que plebiscito de salida se haga con la mayor vota-
ción posible de chilenos y chilenas tanto en Chile como en el 
extranjero, para lo que dispondremos de más lugares votación 
que permitan que la mayor cantidad de compatriotas participe 
activamente en este último paso para la creación de una nueva 
constitución soberana. 

Finalmente, nuestro compromiso será la modificación de todo el 
entramado legal, para que la voluntad de los chilenos y chilenas, 
expresado en la nueva Constitución se realice de la manera más 
fidedigna en la realidad. Esto significará un amplio esfuerzo por 
adecuar leyes, normativas y decretos del antiguo Chile al nuevo 
ciclo político que se inicia.

En este sentido, junto con prestar el apoyo técnico, administrati-
vo y financiero necesario para el funcionamiento de la Conven-
ción, expresamos desde ya nuestra voluntad en orden a manda-
tar a la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secre-
taría General de Gobierno, así como como al conjunto de los 
ministerios y Servicios Públicos para que, en alianza con los 
Gobiernos Locales y Regionales, coloquen plenamente a dispo-
sición de la Convención Constitucional las redes de participa-
ción ciudadana a lo largo y ancho del país, a fin de garantizar la 
plena participación de la sociedad civil en el debate constitucio-
nal.

Especialmente, mandataremos al Ministerio de Educación para 
incluir como obligatoria la asignatura de educación cívica y 
participación democrática en todos los niveles de enseñanza, 
incluida las Escuelas Matrices y de Suboficiales de las Fuerzas 
Armadas y de Orden; como asimismo implementar una campa-
ña escolar educativa relativa al proceso constituyente para el 
año 2022.

Impulsaremos un canal exclusivo para la Convención Constitu-
cional, a partir de la señal de televisión digital terrestre de Tele-
visión Nacional de Chile. En el mismo sentido, enviaremos al 
Congreso Nacional en el mes de marzo próximo una ley que 
obligue a los canales de televisión de libre recepción, destinar 
gratuitamente una hora diaria de sus transmisiones a disposi-
ción de la Convención Constitucional.

Nuestra propuesta programática surge a partir de sueños        
colectivos que son total y absolutamente posibles de realizar, 
pero debe ser complementada con el cúmulo de saberes,         
experiencias y demandas sociales de cada rincón del país.      
Por esto, desarrollaremos una herramienta eficiente de partici-
pación ciudadana para mejorar y transformar esta propuesta   
en un programa de gobierno nacional que sea representativo  
de la mayor cantidad de sensibilidades sociales y políticas   
existentes en nuestro país.

Tenemos la oportunidad histórica de darle forma a la nueva     
sociedad que vendrá, basada en la nueva constitución, 
escrita por la ciudadanía e instalada por un gobierno con 
verdadera voluntad transformadora, que siente las bases de un 
país plurinacional, intercultural, feminista, paritario, próspero          
económicamente, justo e inclusivo y ambientalmente 
sustentable.

El proceso constituyente en marcha ha dado cuenta de la nece-
sidad de construir marcos de diálogo, a partir de una profunda 
participación de la sociedad en el debate y la toma de decisio-
nes para la elaboración de la nueva Constitución.

De la misma forma, entendemos que la riqueza económica 
radica en el valor del trabajo, por lo que un objetivo central de 
nuestro programa es aumentar la participación de los sueldos 
en el producto nacional. Las y los trabajadores estarán en el 
centro del modelo de desarrollo que buscamos construir.            
Por lo mismo, un enfoque de Trabajo Decente guiará políticas 
que comprometan trabajos productivos, con sueldos justos y 
protección social, bajo un absoluto respeto y promoción de los 
derechos laborales y la libertad sindical, para que por medio del 
trabajo podamos alcanzar el bienestar personal, familiar y           
nacional.

Una de las principales críticas hacia el modelo actual y que ha 
tomado más fuerza durante la pandemia es que las grandes 
empresas socializan sus pérdidas, pero gozan de sus ganancias 
de manera privada. Esto no solo ocurre en la esfera productiva, 
sino que también en la reproductiva. Los beneficios del trabajo 
doméstico y de cuidados son los que se socializan, pero los 
costos son asumidos de forma privada por las familias y muy 
especialmente por las mujeres. 

Chile exhibe brechas de género persistentes y arraigadas, y    
por lo mismo, el enfoque de Igualdad de Género será otro de los 
pilares centrales de nuestro programa. Nos comprometemos a 
que las políticas públicas sean diseñadas desde el feminismo, 
buscando así transformar las estructuras que sostienen las   
desigualdades de género de nuestra sociedad.

Entendemos la seguridad como la posibilidad cierta y la           
capacidad de ejercer los derechos fundamentales, mediante 
estrategias de protección por parte del Estado y fortalecimiento 
del rol de las comunidades y las personas para anticipar, resistir 
y superar amenazas que pongan en riesgo la vida digna que 
vamos a construir.

Para que lo anterior sea posible, es necesario un modelo de    
desarrollo económico que supere el rentismo y el extractivismo 
y sea capaz de generar ingresos de calidad de manera sosteni-
ble. Proponemos así una Nueva Economía que cambie la forma 
en la que se crea y distribuye el valor de la producción (la genui-
na riqueza de un país), enriqueciendo nuestra matriz productiva, 
diversificándola y dotándola de mayores contenidos tecnológi-
cos y de conocimiento, para cerrar así las brechas productivas 
que este modelo ha perpetuado, abogando por una integración 
regional y mundial mutuamente beneficiosa. 

Le proponemos a Chile avanzar hacia un nuevo modelo, propio y 
construido desde un enfoque de respeto y protección del Medio 
Ambiente, reconociendo los límites planetarios y los derechos 
de la naturaleza. Ninguna cuenca de Chile puede seguir siendo 
una zona de sacrificio. Por ello, implementaremos políticas        
públicas orientadas a un nuevo pacto eco-social y económico, 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental, con 
especial atención a los desafíos que nos exige enfrentar la crisis 
climática y ecológica. 

El objetivo de este programa es la interacción equitativa y       
pacífica entre los diversos pueblos y culturas que están          
presentes en el país, buscando el respeto y la promoción de las 
culturas, en un clima de diálogo, reconocimiento, respeto mutuo 
y valoración de la diferencia y la diversidad como fuente         
fundamental de riqueza.
Volver a la normalidad no puede ser una alternativa. El desafío 
que hoy tenemos es responder de forma audaz a las apremian-
tes necesidades sociales que ha dejado la actual crisis, pero con 
la visión puesta en las grandes transformaciones que nuestro 
país necesita y demanda. Las bases programáticas que aquí 
presentamos recogen esas necesidades y proponen un camino 
para hacernos cargo de este desafío histórico. 

Cada una de las propuestas que a continuación se presentan,     
a consideración de cada uno de ustedes, se han construido con 
la responsabilidad que nos exigen los millones de chilenas y      
chilenos que han salido a las calles a demandar un país más 
justo y una vida digna y sin abusos para todos y todas.  

Proponemos recuperar los derechos sociales y trabajar           
conjuntamente en construir un Estado Social y Democrático de 
Derechos, con un enfoque de Derechos Humanos en la elabora-
ción de toda política pública. En la misma línea, nuestro            
gobierno se guiará también por un enfoque de Seguridad 
Humana, comprometiendo el respeto irrestricto a las libertades 
para desarrollar una vida plena sin miedo, sin incertidumbre, sin 
miseria o necesidad y con dignidad. 

Sabemos que la historia no comienza ni termina con nosotras y 
nosotros y que el descontento que se ha expresado en los        
últimos años, es el resultado de movilizaciones ascendentes que 
a lo largo de tres décadas fueron consolidando las demandas 
que hoy el pueblo chileno, resurgido desde lo más profundo de 
la desigualdad, ha puesto sobre la mesa.

Chile debe cambiar, y para eso, necesita un gobierno distinto,  un 
gobierno con verdadera voluntad transformadora y eso es lo que 
venimos a ofrecer en este programa.  Atravesamos por un mo-
mento histórico, tenemos la fuerza y las ideas para plantear alter-
nativa a este modelo injusto y desigual. El pueblo de Chile vive 
una exclusión creciente, en medio de una segregación social y 
territorial que hace que en un mismo país coexista - sin siquiera 
toparse- el derroche y la escasez; la salud y la enfermedad; el 
descanso reparador y extenuantes jornadas laborales. 

Cada día vemos en los territorios y sus barrios la existencia de 
carencias insoportables para las familias de Chile que viven bajo 
estándares mínimos en materia de ingresos y de acceso a bienes 
públicos y que deben endeudarse de manera permanente para 
satisfacer sus necesidades más básicas tanto materiales como 
inmateriales.

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos, 
pero aún no lo asume de manera justa, franca y abierta. Nuestro 
país debe reconocer su plurinacionalidad, avanzando en verdad, 
justicia, reparación y memoria para las primeras naciones que 
habitaron este territorio. Proponemos avanzar hacia la intercultu-
ralidad, la autodeterminación y a la integridad cultural y       lin-
güística. 

hile atraviesa por una grave crisis económica, social y        
política que es consecuencia de 30 años de acumulación 

de un conjunto de desigualdades, abusos y precariedades que 
han afectado a las grandes mayorías nacionales y que se        
cristalizó el 18 de octubre con la revuelta social. 

A ello se sumaron los efectos de la actual pandemia que ha 
reflejado con mayor nitidez la desigualdad y la injusticia del 
modelo Neoliberal, acentuando el abandono del Estado a sus 
obligaciones esenciales y el sufrimiento de la ciudadanía.

Enfrentados a este contexto, proponemos iniciar un camino 
para superar los factores estructurales que llevaron al actual 
estado de indignación y movilización, es decir, un trayecto hacia 
un nuevo ciclo político, basado en la más amplia participación 
de todas y todos los actores sociales para construir ese Chile 
tanto soñamos.

Necesitamos un marco constitucional que asegure una vida 
digna para todas y todos e iniciar un proceso de transformación 
de nuestro país en un Chile Plurinacional, Intercultural,             
Feminista, Paritario y con un enfoque de derechos sociales y   
sin exclusiones.

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-

 1 Preliminarmente se estima que este proceso de transición podría iniciarse durante nuestro periodo de gobierno 
y extenderse por una década, para minimizar el impacto en las finanzas públicas. Esta iniciativa de reforma será 
coordinada con las iniciativas de reforma tributaria que están propuestas.
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-

31



En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 
lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.

5. Se deben extender la plena libertad sindical a las asocia-
ciones de funcionarios y funcionarias del Estado, de manera que 
puedan ejercer un amplio derecho a huelga, asociación y nego-
ciación colectiva ramal.

Fortalecimiento de 
los derechos de los y las trabajadoras 
en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

3. Además, esta política de remuneración debe ser comple-
mentada con el reconocimiento de la cotización para la pensión.

Estado comprometido con el trabajo decente

1. Es necesario avanzar en reformas institucionales que for-
talezcan el trabajo decente, a través de una Dirección del Traba-
jo cuyos lineamientos institucionales fije como criterio trascen-
dental la fiscalización de trabajo informal, dotando de mayor 
capacidad operativa a sus funcionarios y funcionarias.

2. Proponemos fortalecer instancias tendientes a la organiza-
ción de trabajadoras y trabajadores asociados a sectores econó-
micos que permita establecer mesas de negociación sobre dis-
tintas temáticas que puedan afectar a las empresas. La idea es 
fomentar una cultura de organización de los propios trabajado-
res y trabajadoras que incentive la recepción de denuncias por 
parte del Estado por canales más expeditos para estas instan-
cias, permitiendo una actuación oportuna frente a la vulneración 
de derechos fundamentales o infracción de la normativa laboral.

3. Adicionalmente, se requiere reforzar la Oficina de Defensa 
Laboral, con una envergadura que permita a las y los trabajado-
res que carecen de recursos, acceder a la justicia de forma 
oportuna y expedita.

4. En materia de empleo público es necesario analizar la reali-
dad de la contratación pública, considerando la existencia de las 
actuales plantas versus la cantidad de contratas, lo que ha gene-
rado una nueva instancia de judicialización y mayor gasto esta-
tal. Asimismo, se debe tender a la eliminación de la contratación 
a honorarios en el Estado.

ción de las mujeres, que genera su expulsión del mercado 
formal del trabajo o la condena a empleos precarios, conside-
rando que la actual normativa incentiva la discriminación como 
parte de la gestión empresarial. Estas medidas deberán incluir a 
padres y madres trabajadoras}, homoparentales e independien-
temente de si son biológicos, no gestantes o adoptivos.

2. La equidad salarial es fundamental para dar justicia y real 
valor al trabajo de las mujeres que aún se ven perjudicadas en 
sus remuneraciones en relación con los hombres. Para que el 
principio “igual pega igual paga” sea un derecho efectivo, se 
requiere fortalecer las herramientas de fiscalización a la actual 
ley y de denuncia para dar cumplimiento a esta exigencia, con 
sanciones claras por incumplimiento de parte de las empresas. 

Trabajo no remunerado

Esta dimensión del trabajo humano permanece oculta en el 
ideario Neoliberal, tras ella están labores con rostro de mujeres 
e implica una negación de su condición de trabajo, así como su 
aporte al crecimiento económico y el bienestar de la sociedad. 

1. Esta política debe ser complementaria con un Sistema 
Nacional de Cuidados que incluya a las mujeres de los estratos 
de más bajos ingresos, facilitando su incorporación al mercado 
laboral. Proponemos que el Estado reconozca el trabajo domés-
tico no remunerado, pagando una remuneración mensual de, al 
menos, un 75% del sueldo mínimo vigente, que se implementará 
de manera progresiva, partiendo de los primeros 4 deciles de 
más bajos ingresos, hasta hacerse universal. 

2. Implementaremos un observatorio del trabajo doméstico 
no remunerado, que nos permitirá ir acompañando el proceso 
de remuneración, corrigiendo los incentivos que puedan ir en 
contra de la integración de la mujer al mercado laboral y que 
den lineamientos de política pública para su implementación 
universal.

el diálogo social, para lo que fortaleceremos el proceso de grati-
ficaciones legales, repartiendo el 30% de las utilidades anuales 
entre los y las trabajadoras.

4. Permitir el reintegro administrativo en caso de despido 
por la participación en actividades sindicales, entre otros aspec-
tos, impidiendo que se produzcan prácticas antisindicales al 
interior de las empresas.

5. Finalmente, el fortalecimiento del diálogo social puede 
considerar instancias existentes en nuestra legislación en favor 
de su fortalecimiento, generando un rol más vinculante y pre-
ponderante en la elaboración de Políticas Públicas, como ocurre 
con el Consejo Superior Laboral. 

Equidad de género y corresponsabilidad

La igualdad entre hombres y mujeres debe ser garantizada en 
materia de empleo, trabajo, retribución y formación. Para ello, se 
debe modificar la actual regulación que profundiza el rol de 
cuidado en las mujeres, coartando cualquier espacio de corres-
ponsabilidad dentro del empleo formal y que mantiene vergon-
zosas brechas salariales entre hombres y mujeres. En este senti-
do, es indispensable adecuar la actual regulación a los linea-
mientos de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, ratificada por nuestro 
país. Por eso, proponemos:

1. Avanzar efectivamente en licencias de cuidados y derecho 
a sala cuna universal, sin distinción de género, con mayor cober-
tura en términos de fuero, especialmente en relación a cuidados 
postnatales y producto de enfermedades, que permita también 
a las y los trabajadores participar en el cuidado de niños, niñas y 
adolescentes, tendiendo a eliminar el desincentivo a la contrata-

6. Elaborar un proyecto de ley que cree un Sistema Nacional 
de Capacitación, eliminando la franquicia tributaria y traspasan-
do el rol de la capacitación laboral al sistema de educación su-
perior, preferentemente al conjunto de Centros de Formación 
Técnica del Estado.

Fortalecer la participación de las y los trabajado-
res en la sociedad y en la economía

1. Avanzar en la ampliación de la cobertura de la negociación 
colectiva, situándola más allá del ámbito de la empresa, elimi-
nando la restricción de las materias a negociar y simplificando 
su procedimiento, en definitiva, proponemos una negociación 
colectiva ramal, por cada sector y subsector económico, donde 
los acuerdos alcanzados se convertirán en estándar para los y 
las trabajadoras sindicalizadas y las no sindicalizadas, llevando 
así la cobertura de la negociación colectiva al 100%. Dicha am-
pliación y la eliminación de las restricciones actuales debe posi-
bilitar negociar, en planos de igualdad, las condiciones colecti-
vas de trabajo, importando el fortalecimiento del actor sindical, 
promoviendo el aumento de la sindicalización por la vía de la 
titularidad sindical de los procesos de Negociación Colectiva. 

2. Fortalecer instancias que permitan la articulación de las y 
los trabajadores a nivel ramal, permitiendo la negociación multi-
nivel, lo que conlleva al reconocimiento de la huelga como un 
instrumento de la organización de las y los trabajadores para la 
defensa de sus intereses tanto en el ámbito privado como públi-
co. La huelga será reconocida a todo evento, al ser la principal 
estrategia sindical para alcanzar mejores condiciones laborales, 
la huelga podrá ser ejercida más allá de la negociación colectiva.

3. Fomentar la redistribución de las ganancias y la participa-
ción política, a través del ejercicio de los derechos colectivos y 

tral del salario mínimo en la legislación vigente, para alcanzar, al 
final del periodo, un salario mínimo de $567.000 que le permita a 
las y los trabajadores y sus familias salir de la pobreza. En el mes 
de abril de 2022 mandaremos este proyecto de reajustes plu-
rianuales, que restablecerá la dignidad del trabajo por medio de 
sueldos justos.

2. Vamos a impulsar una modificación del código del trabajo 
para disminuir la jornada de trabajo de 45 a 40 horas semanales 
en el primer año de gobierno, permitiendo que las y los trabaja-
dores puedan desarrollar una vida más plena. De la misma 
forma, estudiaremos seguir disminuyendo la jornada laboral 
hasta el estándar de 36 horas semanales, hacia finales de nues-
tro gobierno, disminuyendo drásticamente las extensas jorna-
das laborales que hoy vivenciamos en el mundo del trabajo.

3. Fortalecer una normativa tendiente a la igualdad en las 
labores de cuidado de niños, niñas y adolescentes, que termine 
con el castigo a las remuneraciones de millones de trabajadoras 
y que permita al Estado dar cumplimiento al Convenio sobre la 
eliminación de todas formas de discriminación a la mujer.

4. Revisar las normas de término de la relación laboral en el 
sector privado, analizando el alcance del despido por necesida-
des de la empresa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio. En este mismo sentido, es necesario revisar la actual 
regulación del seguro de cesantía que mantiene a un margen 
importante de la población fuera, como ocurre con las y los tra-
bajadores públicos, y adicionalmente beneficia al empleador 
con el descuento de sus aportes a la indemnización que recibe 
el o la trabajadora.

5. Regular por Ley los límites a la subcontratación en Chile y 
las condiciones de contratación temporal, sea indefinida o por 
obra o faena transitoria.

las personas; como medio de subsistencia material de las grandes 
mayorías; como mecanismo de inclusión y cohesión social y de 
valoración social del ser humano; y como un componente produc-
tivo cada vez más relevante en la era de las tecnologías de la infor-
mación, la sociedad del conocimiento y la globalización.

Para el avance y profundización de los derechos de las y los traba-
jadores de Chile, resulta prioritario reforzar aspectos propios de 
los derechos fundamentales, considerando el ejercicio de los de-
rechos colectivos y el respeto a los derechos que toda persona 
tiene a no ser objeto de discriminación (a diferencia de lo que 
ocurre en nuestro país con las brechas de género); a la integridad 
física y psíquica, en atención a los altos niveles de estrés existen-
tes y que se han potenciado con el uso de la tecnología; el dere-
cho a la igualdad, donde todos puedan y deban asumir labores de 
corresponsabilidad, con un derecho a sala cuna universal efectivo, 
licencias para cuidados, entre otras múltiples necesidades.

Finalmente, consagrar un nuevo sistema de relaciones laborales 
anclado en el Trabajo Decente significará democratizarlo y reco-
nocer de una forma amplia, autónoma y robusta a los representan-
tes del trabajo y del capital. Sindicatos, empleadores y gobierno 
deben abordar, a través del diálogo social y de la Negociación 
Colectiva, los intereses que representan, en igualdad de condicio-
nes, siendo necesario para ello eliminar las trabas y barreras exis-
tentes en el actual sistema de relaciones laborales del Plan Labo-
ral, que ata al sindicalismo en su estructura, su funcionamiento y 
su quehacer sindical al nivel de empresa.

Lineamientos estratégicos:

Empleo y derechos fundamentales de 
trabajadores y trabajadoras

1. Impulsaremos un aumento escalonado de manera semes-

3. Fortalecer las capacidades, instrumentos e institucionali-
dad de la planificación en salud, incorporando una visión inter-
sectorial e inserta en la estrategia de desarrollo social nacional.

4. Revisar, fortalecer y rediseñar los sistemas de vigilancia y 
monitoreo de la salud para una respuesta oportuna y una planifi-
cación cercana a los problemas de las comunidades y territorios.

Reforma para un 
Chile con Trabajo Decente
Valorizar el trabajo debe ser parte esencial del proyecto de de-
sarrollo y un eje central del programa de gobierno. Sobre los 
millones de trabajadores y trabajadoras se levanta el país en sus 
diversas dimensiones, a través del trabajo dependiente, público 
y privado, informal, independiente, falso autónomo, con las labo-
res domésticas y de cuidado no remuneradas, todos los que 
permiten el funcionamiento y crecimiento del país. A pesar de 
esta realidad, el modelo chileno ha dejado que unos pocos cons-
truyan un país que excluye a estas enormes mayorías de ciuda-
danos y ciudadanas.

Chile necesita construir un nuevo modelo de relaciones labora-
les para mejorar la calidad de su democracia, para ello será ne-
cesario redistribuir poder en el mundo del trabajo. Planteamos 
que el rol de las y los trabajadores no puede seguir en un plano 
inferior. Hay que implementar diversas medidas que permitan 
acrecentar su incidencia en las relaciones de trabajo, y con ello, 
mejorar la distribución de la riqueza que se genera en las empre-
sas.

El principio fundamental que cruza nuestro programa laboral es 
otorgar importancia estratégica al trabajo decente, como uno de 
los elementos consustanciales que permiten entregar dignidad a 

que ha desatendido las necesidades que allí se vienen acumu-
lando durante muchas décadas. Junto a ello es fundamental 
analizar la interconexión entre los subsidios de salud general 
con los subsidios asociados a los accidentes del trabajo y enfer-
medades profesionales, dado que la falta de diagnóstico y notifi-
cación de problemas de salud del trabajo.

Fortalecimiento de la rectoría y reorganización 
del Ministerio de Salud (Minsal)

El Minsal debe cumplir un rol clave en lo que se denomina la fun-
ción de rectoría del sistema sanitario. La gestión de la pandemia 
también ha demostrado falta de capacidades en áreas donde es 
muy relevante la conducción sectorial. Finalmente, un proceso de 
reforma estructural como el que se plantea, requiere de un Minis-
terio fortalecido en su rol de rector, pero a su vez la autoridad 
sanitaria requiere una profunda reorganización para vincularse 
con niveles intermedios del Estado y promover la participación 
social real y efectiva. En este sentido, proponemos:

1. Fortalecer y reorganización el marco normativo ministerial 
para el ejercicio del rol rector sobre el conjunto del sistema de 
salud (privados, ISAPRES, FF.AA, etc.), incluyendo a los sectores 
generadores de recursos para la salud (universidades, farma-
céuticas, farmacias, etc.).

2. Reorganizar el Ministerio y fortalecer capacidades regiona-
les (SEREMIS) y de vinculación con los gobiernos locales (muni-
cipios), para descentralizar la gestión y potenciar la participa-
ción social y el trabajo intersectorial. Asimismo, promover la 
reintegración de las funciones que hoy se encuentran disgrega-
das para una mejor articulación del conjunto de los servicios de 
salud colectiva (salud pública) e individual (servicios de salud).

razón, una vez definido el modelo de atención y gestión, es muy 
relevante hacer los cambios institucionales que permitan con-
cretarlo en el modelo financiero.

Transformación institucional para un sistema de 
salud universal

Las transformaciones que proponemos, especialmente aquellas 
de naturaleza financiera, requieren cambios en materia institu-
cional. FONASA debe adecuarse a nuevas exigencias y rol, y 
debemos generar una institucionalidad de planificación finan-
ciera con una mirada estratégica y centrada en las personas.
Debemos desarrollar un marco normativo para la planificación 
presupuestaria multianual, especialmente para inversiones, 
cambio tecnológico y ampliación de capacidad productiva 
mayor a nivel de Servicios de Salud y regiones. Esto permitirá ir 
superando las brechas y adecuarse a los nuevos desafíos que se 
irán presentando.

El financiamiento de las licencias médicas (SIL) por enfermedad 
común seguirá siendo contributivo, por lo que 2,6 puntos por-
centuales del 7% se mantendrán como cotización. Sin embargo, 
es el momento de hacer una evaluación sobre la equidad distri-
butiva que estos subsidios provocan y su eficacia para lograr la 
recuperación de la salud de los trabajadores y trabajadoras. Por 
esta razón, debemos evaluar alternativas de financiamiento que 
sean más flexibles al alza, en la medida en que el gasto en este 
componente tiende a crecer muy velozmente. 

Así también debemos enfrentar una reforma institucional que 
de mayor agilidad y eficiencia a la institucionalidad que admi-
nistra su tramitación y pagos, como son las COMPIN. Tramitar 
una licencia médica no puede transformarse en un calvario para 
las y los enfermos, ni tampoco en una responsabilidad de las y 
los trabajadores de dichas instituciones. El Estado debe asumir 

dad vertical es relevante, ya que se trata de asignar más recur-
sos a poblaciones que poseen mayores necesidades en salud. 
Esta macroasignación debe considerar el conjunto de la red, 
incluyendo la APS municipal y las actividades de salud pública.

En el marco del presupuesto poblacional asignado, debemos 
rediseñar mecanismos que orienten de mejor manera los incen-
tivos en cada tipo de actividad. Es necesario sustituir los méto-
dos que intentan simular mercados en salud, por métodos que 
reconocen la oferta y la demanda mediante presupuestos basa-
les suficientes para el funcionamiento de la red, y en el margen 
con incentivos a la actividad, reconociendo la demanda, con 
pagos por casos, por case mix, y otras modalidades. La especifi-
cidad depende de cada ámbito de los servicios. Este último 
eslabón debe promover la eficiencia productiva y la productivi-
dad para mejorar tiempos y plazos, el trato a las y los usuarios y 
reducir las listas de espera, considerando en la priorización la 
voz de las y los beneficiarios desde sus propias organizaciones.

Varias de las intervenciones sanitarias de la Ley Ricarte Soto 
(Alto Costo) son complementos de las GES, pero no se recono-
cen como tales y eso fragmenta el financiamiento y la gestión. 
Esta es una de las formas que adoptan los sistemas que no están 
centrados en las personas, sino en los mecanismos financieros.
Por esta razón, debemos revisar su coherencia e integrar los 
mecanismos financieros para que las y los pacientes no deban 
recurrir a mecanismos financieros y prestadores distintos, para 
un mismo problema de salud. Es el financiamiento el que debe 
adecuarse a las personas y no al revés.

Para hacer consistente las transformaciones anteriores, que 
buscan poner al centro del sistema la atención primaria, es ne-
cesario redefinir dónde se instala la gestión financiera de la red 
y qué rol tendrá ese gestor. Hasta ahora sus funciones se cen-
tran en el ámbito hospitalario y prácticamente no tienen mayor 
injerencia en la atención primaria y en la salud pública. Por esta 

la integración a ella de prestadores privados, bajo condiciones 
que habrá de definir desde la autoridad sanitaria en su rol rector.

3. El rediseño de la modalidad de libre elección con interac-
ción con seguros privados voluntarios y medidas para la reduc-
ción de los gastos de bolsillo y catastróficos.

Nuestra propuesta plantea que toda la atención en la red públi-
ca a las y los beneficiarios de FONASA sea gratuita, incluyendo 
las atenciones GES. Esto implica eliminar los copagos MAI y los 
copagos MAI-GES. Estos recursos serán sustituidos por Aporte 
Fiscal para compensar al FONASA y mantener la disponibilidad 
de recursos del sistema público.

También proponemos rediseñar la modalidad de libre elección 
(MLE), considerando una relación en red de los prestadores con 
derivación desde la atención primaria, ampliando los pagos a 
través de mecanismos del tipo GRD2 y PAD3 y sustituyendo el 
pago por prestaciones. De esta forma reduciremos el gasto de 
bolsillo y catastrófico. En esta misma línea, la iniciativa de farma-
cias y ópticas populares juega un papel importante y cercano a 
la comunidad. 

Los recursos que se aportan a la salud deben ser asignados en 
función de las necesidades sanitarias, sin mecanismos de seg-
mentación que perpetúan las inequidades de acceso, y con una 
visión global de la población. Los métodos de pago, que es la 
forma en que se transfieren los recursos a los prestadores, debe 
orientarse a promover la mayor eficiencia, actividades y calidad 
de la atención. 

En materia de determinación del presupuesto, debemos pasar 
de presupuestos históricos a asignaciones poblacionales que 
promuevan la equidad en la distribución global a nivel de Servi-
cios de Salud o regiones. En este sentido, el concepto de equi-

4,4% de su remuneración. En el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, esta medida no los afectará, ya que las primas de los 
planes de salud se financian por un mix de cotizaciones obligato-
rias y voluntarias. 

Desde el punto de vista financiero, FONASA seguirá recibiendo el 
mismo nivel de recursos por sus propios beneficiarios, ya que la 
disminución de cotizaciones obligatorias será sustituida por 
Aporte Fiscal. Sin embargo, en el caso de las y los beneficiarios de 
ISAPRES, la sustitución de fuentes de financiamiento será condu-
cida hacia el fondo público, por lo que FONASA aumentará gra-
dualmente la disponibilidad de recursos que hasta ahora son 
administrados por la ISAPRES. 

Para transitar hacia un sistema universal en que todas las y los 
beneficiarios tengan los mismos derechos, sin importar el monto 
de sus aportes, pondremos fin al subsidio público a las ISAPRES y 
prepararemos planificadamente al sistema sanitario en su con-
junto para acoger en mejores condiciones a las y los beneficiarios 
que deseen atenderse en prestadores públicos o en privados 
integrados a la red pública bajo una nueva regulación. 
Las y los beneficiarios que actualmente pertenecen a ISAPRES 
podrán disponer del total de su cotización voluntaria para man-
tener contratos de seguro privado suplementario con las 
mismas u otras instituciones de seguro, lo que permitirá acce-
der a prestadores privados a través de la red pública integrada o 
directamente.

De lo anterior se desprenden tres líneas de acción que debemos 
desarrollar:

1.   La regulación de la industria de los seguros privados volun-
tarios, donde podrán participar las ISAPRES y las compañías de 
seguros.

2. El desarrollo institucional y la regulación de la red pública y 

Trabajadoras y trabajadores 
como pilar central del sistema salud:

1.   Revisar y reformar las diferentes leyes de contratación, esta-
tutos y escalas de grados del RR.HH en salud de todos los esta-
mentos, incluyendo protección en la contratación privada para 
la construcción de una carrera funcionaria. 

2.   Desarrollar e implementar una carrera funcionaria pública 
justa, equitativa, completa e integral que involucre su formación, 
especialización, desarrollo profesional y retiro, en condiciones 
justas y contribuyendo al desarrollo del país.

3.   Volver la tuición ética y colegiatura obligatoria de todos las y 
los profesionales y técnicos.

4.   Establecer una regulación efectiva de la formación de espe-
cialistas para la salud, junto con favorecer al sistema público 
universal, en materia de uso de campos clínicos.

5.   Descanso compensatorio de 10 días hábiles para el personal 
que se desempeña en tareas de alto riesgo.

6.   Elaborar programas de retención y estímulo para el personal 
sanitario del servicio público.

Reforma financiera para la equidad en salud y la 
eficiencia del sistema sanitario1

Para avanzar hacia un sistema en que la contribución financiera 
sea justa y solidaria, sustituiremos gradualmente la cotización de 
salud por Aporte Fiscal desde los impuestos generales.     Esto se 
traducirá en que las y los beneficiarios de FONASA disminuirán su 
aporte y verán aumentado su salario líquido hasta completar un 

Modelo de atención y de gestión en la red pública 
al servicio las personas, familias y comunidades:

1.   Establecer la atención primaria de salud (APS) como eje orde-
nador del Sistema de Salud, articulando desde allí la red, con los 
dispositivos de mayor complejidad técnica, como especialidades 
ambulatorias, hospitalización y otros. Para ello se debe cambiar la 
Ley Orgánica de Municipalidades o generar otra fórmula para la 
integración.

2.   La comunidad incorporada en tareas de gestión y control de 
sus centros de la APS, estimulando las distintas instancias de orga-
nización territorial. Entre otras, se requiere evaluar la función de los 
CDL y modificar la ley N° 20.500.

3.  Modificación de los marcos legales que entraban la integración 
del sistema de salud: Los Servicios de Salud y su relación con la 
APS municipal. Esto obstruye la articulación como red nacional 
integrada, basada en la APS y los territorios, necesaria para asegu-
rar la continuidad de los cuidados de las personas.

4.   Revisar la pertinencia poblacional y geográfica de los Servicios 
de Salud y su estatus político administrativo dentro del Estado, con 
estrecha vinculación a las estrategias de desarrollo local.

5.   Regular la integración operativa de los establecimientos del 
extrasistema bajo un nuevo modelo de atención y gestión de la red 
pública (incluyendo privados, FF.AA, mutuales, universitarios, 
ONGs DFL36).

6.   Desarrollar programas de cuidado, perfeccionamiento y 
progreso escalonado del personal de la APS y los centros ambu-
latorios de especialidad.

4.   Establecer en la normativa de evaluación de programas (MI-
DESO, DIPRES) y presupuestaria (DIPRES, Congreso), un Informe 
de Impacto en Salud para los proyectos de Ley que sean tramita-
dos, bajo un enfoque de determinantes sociales de la salud y de 
equidad en salud.

5. Revisión del conjunto de los programas de salud pública, 
con el fin de integrar de manera progresiva la determinación 
social en la formulación y contenidos de cada uno de los progra-
mas y en las acciones del sistema de salud en sus distintos nive-
les de atención, y particularmente desde y en los territorios.

Participación social                            
como eje estructural del sistema salud:

1.  La participación social debe ser incorporada en todos los pro-
cesos de la planificación y gestión de salud, desde un rol orienta-
dor en el diagnóstico, como un acompañante y deliberante en los 
procesos de gestión; y finalmente, en los procesos de rendición 
de cuentas que contribuyan a la transparencia de las decisiones.

2. Deben establecerse mecanismos para romper con las 
formas autoritarias en la configuración de ciertas relaciones 
cotidianas, que limita o impide que los sujetos y sus familias 
puedan ser agentes de su propia salud y recuperación o, en 
palabras de Freire, de su emancipación.

3. Deberá revisarse la ley N° 20.500, y definir estructuras de 
participación social que permitan democratizar los procesos de 
gestión y planificación de salud en los diferentes niveles.

pación efectiva y con un limitado liderazgo desde el sector sani-
tario, ya que más bien ha estado supeditado a los intereses y 
prioridades económicas. La profunda reforma sanitaria que la 
ciudadanía viene reclamando hace ya muchos años, requiere un 
conjunto de acciones tanto al interior del sistema de salud como 
en el ámbito intersectorial, referido al sistema público y en el 
ámbito privado. 

El logro de la reforma aquí propuesta requiere diversos tiempos 
y plazos, es por ello que su implementación será un proceso 
gradual en el tiempo, por ejemplo, varias de las iniciativas que se 
proponen tardarán unos cuantos periodos de gobierno. Estos 
ejes serán parte de las bases de un proceso de transformación 
que queremos entregar como legado a las futuras generaciones, 
para conseguir una salud más humana, digna y solidaria.

Nuestro programa aborda las siguientes dimensiones:

La urgencia de actuar sobre los determinantes 
sociales para eliminar las desigualdades en salud:

1.   Incorporar el enfoque de determinantes sociales de la salud 
en el quehacer de diagnóstico, priorización, planificación, pro-
gramación y evaluación del sistema de salud y del conjunto del 
Programa de Gobierno.

2.   Implementar un sistema de monitoreo de las desigualdades 
en salud y de los determinantes sociales que permita la integra-
ción de información de los diversos sectores y un sistema inte-
grado de bases de datos para orientar el quehacer de los gobier-
nos locales, regionales y nacional.

3.   Incorporar y fortalecer el trabajo intersectorial y salud y equi-
dad en todas las políticas para el conjunto del programa de go-
bierno y en salud en particular.

territorios, es un tema central en el proceso de transformación 
del sistema de salud y de la manera en que entendemos y desa-
rrollamos los procesos de reforma sanitaria. Para ello es necesa-
rio establecer un diálogo desde la transdisciplinariedad, la inter-
sectorialidad y la multidimensionalidad, donde estén presentes 
los distintos saberes y prácticas, incluyendo las prácticas ances-
trales de salud de cada uno de los pueblos. 

Estamos proponiendo al pueblo de Chile esta reforma y progra-
ma de salud desde la concepción de un Estado Social, democrá-
tico, plurinacional, antipatriarcal, solidario y respetuoso de los 
derechos humanos basado la ética y la justicia social. Nuestro 
programa considera a la persona como un ser integral, autóno-
mo, sujeto de derechos, que ejerce ciudadanía participando en 
la elaboración de las políticas públicas, que está incluida en una 
comunidad, con respeto a su saber y su cultura. 

Los principios que orientarán la transformación del sistema 
serán el enfoque de derechos, la participación social, La univer-
salidad, la no exclusión, la integralidad de la atención y la salud, 
la gratuidad, el financiamiento fiscal, el enfoque de curso de 
vida, la  Interculturalidad, la perspectiva de género, la intersecto-
rialidad, el diseño centrado en la atención primaria y los territo-
rios, el foco en la prevención y promoción, la calidad humana y 
técnica, la efectividad, eficiencia y transparencia y la democrati-
zación el acceso y producción del conocimiento en salud.

La Reforma Estructural del Sistema 

Ejes de la reforma sanitaria:

Las políticas públicas y en particular las de la salud, se han ca-
racterizado por una falta de coherencia e integración. Se han 
visto más bien políticas o programas de parche que no van al 
origen de los problemas, con ausencia de planificación y partici-

de administración del sistema. El primer escalón universal, es la 
Pensión Básica Universal; el segundo escalón, corresponde al 
contributivo obligatorio, donde se ubica el piso solidario de 
pensiones contributivas mínimas y el de corrección de inequi-
dades de género; y un tercer escalón, voluntario de seguro pri-
vado.

Por medio de la solidaridad Inter generacional mejoraremos las 
pensiones de 2.2 millones de actuales jubilados, así mismo por 
medio de la solidaridad de género aumentaremos las pensiones 
de las mujeres en 103% y usando la solidaridad intra generacio-
nal mejorarán todas las pensiones futuras en un 53% promedio, 
con mayor énfasis en las pensiones más bajas.

Reformas al Sistema de Salud 
para mayor cobertura, 
resolutividad y oportunidad

Entendemos la salud como un derecho humano fundamental. 
Esto implica reconocer y construir nuevas prácticas de salud 
como “la salud en el territorio”, “la salud en manos de la comuni-
dad”, “salud de los ecosistemas”, la “salud integral”. Desde esta 
concepción, la salud no es la mera ausencia de enfermedad, sino 
que se construye en el devenir de la vida de las personas y las 
comunidades, son los procesos históricos, sociales y biológicos, 
lo que configuran la salud colectiva.  

Reconocer la base social de los procesos de salud y enferme-
dad, así como la producción y reproducción de la salud en los 

mente no cotiza comience a contribuir a la seguridad social y así 
puedan ser incluidos entre las y los beneficiarios del sistema 
contributivo. Esta cotización se incorporaría al Fondo de Ahorro 
Colectivo en el que las y los trabajadores cotizarán por un ingre-
so mínimo mensual. Asimismo, se propone la creación de incen-
tivos, con cargo a los impuestos generales, para personas del 
sector informal y de bajos ingresos, de manera de complemen-
tar las contribuciones de aquellos que lo hagan sin tener la obli-
gación legal de hacerlo. 

7.   Retiro del 100% de las AFP: Sobre los recursos aposados en 
cuentas individuales, entendemos que son propiedad de cada 
afiliada y afiliado y que ante un cambio de sistema debemos 
respetar sus derechos de propiedad, pero a la vez ofreciéndoles 
un sistema de seguro social donde puedan voluntariamente 
incorporar sus recursos ahorrados, para obtener pensiones 
siempre más altas que las que entrega el actual sistema.

8.   Seguridad con Inversión pública: Los recursos administrados 
por el Fondo de Ahorro Colectivo irán a financiar preferente-
mente inversiones de gran impacto social, con el requisito de 
tener una tasa de rendimiento asegurada por el Estado, esto 
permitirá que los fondos de pensiones no sufran fluctuaciones 
perceptibles por tasa de interés, para asegurar la consistencia 
de los pagos comprometidos con los fondos.

3.   Resultados esperados:
Esta propuesta de reforma busca profundizar lo ya iniciado el 
año 2008, mediante la creación del Pilar Solidario no contributi-
vo de cargo a los impuestos recaudados por el Estado. Y toma 
las principales propuestas de la recomendación 202 de la OIT 
sobre Pisos de Seguridad social y el convenio 102 de la OIT 
sobre Seguridad Social para reestructurar el sistema previsional 
bajo los principios de esta, modificando tanto la manera de 
financiamiento de los beneficios como los actores principales 

Reforma Tributaria 
para un nuevo modelo 
de desarrollo

Proponemos una reforma estructural al sistema tributario, su-
mando herramientas para implementar este nuevo modelo de 
desarrollo. Identificamos tres problemas centrales que deben 
ser corregidos: 

1. Nuestra recaudación es comparativamente baja e insufi-
ciente respecto a las necesidades financieras del Estado.

2. La carga tributaria está distribuida de manera injusta, 
puesto que quienes tienen más no contribuyen proporcional-
mente más.

3. y en un país donde predominan las rentas económicas de 
los recursos naturales, el Estado no posee instrumentos para 
capturar una parte mayoritaria de ellas.

El programa que ponemos a disposición del pueblo de Chile, 
contempla reformas urgentes que han sido postergadas por 
décadas y que aumentarán el gasto de los futuros Gobiernos, 
por lo que se hace indispensable generar mayores ingresos 
permanentes para el Chile que soñamos. 

De manera responsable planteamos que el mayor gasto tendrá 
un correlato en una mayor recaudación tributaria entre 8 y 10 
puntos del PIB. Proponemos una reforma estructural acorde a 
los desafíos que enfrentamos en esta coyuntura histórica. De 
esta manera, vamos a cerrar una parte muy significativa de la 
brecha de recaudación respecto de los países desarrollados, 

Fortalecimiento de los derechos de los y las 
trabajadoras en los nuevos tipos de trabajo: 

Uno de los fenómenos acrecentados por la Pandemia ha sido la 
aceleración de procesos de organización del trabajo que venían 
en desarrollo hace algunos años. Hablamos particularmente del 
teletrabajo, el trabajo a distancia y el trabajo mediatizado por 
plataformas tecnológicas.  Estas nuevas formas de organizar el 
trabajo humano si bien son una fuente de oportunidad para 
muchas mujeres y hombres, a la vez se ejecutan en condiciones 
que ponen en riesgo el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos laborales, individuales y colectivos, y la protección en el 
ámbito de la seguridad social. Las nuevas formas de trabajo 
nunca pueden ser instrumentos para precarizar el trabajo, y la 
tecnología debe ayudar a generar Trabajo Decente.

En nuestro gobierno, revisaremos la reciente ley de teletrabajo, 
aprobada sobre la marcha durante la Pandemia, con miras a 
introducir mecanismos con enfoque de género, modificar los 
aspectos perjudiciales para las y los trabajadores, como las jor-
nadas de trabajo extendidas y sin límite, el no pago efectivo de 
los implementos de trabajo, la dificultad para ejercer los dere-
chos colectivos, el incumplimiento de la obligación de cuidar 
eficazmente la salud integral de las y los trabajadores que recae 
en el empleador, entre otros aspectos. Asimismo, ejecutaremos 
planes de fiscalización desde la Dirección del Trabajo, para la 
cual fortaleceremos sus capacidades y sus facultades. 

En lo que toca al trabajo en plataformas, promoveremos el pleno 
reconocimiento de la relación laboral de quienes se desempe-
ñen en ellas, a través de un mecanismo que pueda ser aplicado 
administrativamente por la dirección del trabajo, sin que sea 
necesario recurrir a los tribunales de justicia como ocurre en la 
actualidad. Esto permitirá que los y las trabajadoras de platafor-
ma puedan ejercer plenos derechos laborales, individuales y 
colectivos, los que serán exigibles a los dueños de tales platafor-
mas, especialmente en las plataformas de servicios. Por otro 

lado, introduciremos la obligación de los dueños de las Platafor-
mas de informar, primeramente, a las organizaciones sindicales, 
todo lo relacionado con el funcionamiento de los algoritmos 
detrás de ellas y que afectan todas y cada una de las condicio-
nes de trabajo, el acceso a tales empleos y la permanencia. 

Por último, la intensificación de del uso de la tecnología y de la 
Inteligencia Artificial en el trabajo esta generando una brecha 
digital y una desigualdad que debe ser abordada de forma 
urgente. Los datos dan cuenta que en la actualidad quienes 
mejor pueden acceder a empleos con uso intensivo de estas 
nuevas herramientas son personas con mejores niveles de edu-
cación y que, además, en su mayoría son hombres y no mujeres. 
Esta doble discriminación, social y de género, la afrontaremos 
con programas nacionales de formación tecnológica y digital, 
incluidos en un nuevo sistema nacional de capacitación, que sea 
orientado a reducir las brechas digitales en todo ámbito, espe-
cialmente entre hombres y mujeres.cuando tenían nuestro 
actual nivel de ingreso.
En nuestra propuesta, el crecimiento de los ingresos tributarios 
vendrá de la mano de un aumento en la proporción de la recau-
dación proveniente de los impuestos a la renta y al patrimonio, 
reduciendo la contribución relativa del IVA. Así, el principio 
recaudatorio será que las y los ciudadanos con mayores recur-
sos, serán quienes incrementarán su contribución al bienestar 
general a través del pago de impuestos.

Lineamientos estratégicos

I.   Cambios al impuesto a la renta

Dada la estructura de nuestro sistema de impuesto a la renta, las 
personas de altos ingresos no pagan impuestos acordes a su 
capacidad contributiva, especialmente cuando las fuentes de 
estas rentas provienen de grandes empresas. De hecho, el Im-
puesto Global Complementario, que grava ingresos provenien-
tes de fuentes distintas al trabajo, tiene una recaudación negati-
va: en promedio, se terminan realizando devoluciones de im-
puestos.

Por lo anterior, resulta urgente un cambio estructural que se 
materializará en las siguientes medidas:

1. En el caso de las grandes empresas, que actualmente están 
en el sistema semi integrado, proponemos desintegrar el im-
puesto a la renta, separando el impuesto que paga una empresa 
de aquel que le corresponde pagar a sus socios y socias una vez 
que deciden retirar las utilidades.

2. Las pymes mantendrán en lo sustancial su tratamiento y 
carga tributaria actual ligado a regímenes preferentes.

3. Es necesario incrementar la progresividad del sistema. Pro-
ponemos modificar los tramos y tasas de impuesto para aquellos 
ingresos que superen las 90 UTM mensuales (sobre $4.600.000). 
Esto incrementará la carga tributaria, únicamente, del 1,5% de los 
impuestos personales de las y los contribuyentes más ricos.
4. El aumento de la carga tributaria proveniente de las rentas 
del capital será efectivo tanto para residentes como para no 
residentes a efectos tributarios. 

II.  Reducción de las                                                         
exenciones y privilegios tributarios

Proponemos la eliminación de una serie de exenciones y privile-
gios que ya no cumplen con la motivación económica o social 
que las inspiró al momento de su generación e implican una 
fuente muy importante de gasto tributario, dentro de ellas:

1. Eliminar la exención de impuesto a las ganancias de capital 
en instrumentos bursátiles.

2. Rebajar el beneficio de las 8.000 UF de exención en las 
ganancias de capital obtenidos en la venta de inmuebles y elimi-
nar el impuesto sustitutivo de 10%. Dichas rentas pagarán im-
puestos personales como cualquier otra.

3. Eliminar el régimen de renta presunta. Todos los y las con-

tribuyentes pasarán al régimen general (desintegrado o pyme, 
según corresponda).

4. Eliminar la exención del pago de impuesto de primera 
categoría a los Fondos de Inversión Privados, y revisar la tributa-
ción de los Fondos de Inversión Públicos.

5. Eliminar los beneficios asociados al diésel y los combusti-
bles, tales como su exclusión de la base del IVA y el crédito del 
diésel para transporte de carga e industrias. Asimismo, aumen-
tar el impuesto específico al diésel, que actualmente es de sola-
mente una cuarta parte del impuesto a las gasolinas, a pesar de 
que su impacto en términos ambientales es incluso mayor.

6. Eliminar el crédito especial a empresas constructoras.

7. Limitar beneficios asociados a los DFL2, especialmente 
respecto a los inmuebles adquiridos antes de 2010. 
8. Limitar el uso de pérdidas tributarias como un gasto tribu-
tario por un plazo igual a los plazos de prescripción.

9. Gravar, de manera eficiente, fuentes contaminantes a 
través de una estructura de impuestos verdes que incentive 
procesos de cambio tecnológico y minimice el traspaso de 
agentes contaminantes desde fuera del país a través de la susti-
tución de producción nacional por bienes importados. 
      
III.   Royalty a la gran minería del cobre                      
y recursos naturales

A pesar de que el Estado posee el dominio absoluto, exclusivo, 
inalienable e imprescriptible sobre todos los yacimientos de 
cobre de nuestro país, sus rentas van a parar a manos de un 
puñado de grandes conglomerados nacionales y transnaciona-
les. Aprovecharemos que el 80% de la producción de la gran 
minería del cobre termina sus contratos de invariabilidad tribu-
taria para reemplazar el actual Impuesto Específico a la Minería 
(IEM) por un royalty sobre las ventas, que nos permitirá recupe-
rar una proporción significativa de las rentas, manteniendo los 

incentivos a invertir. En concreto, está política estará caracteri-
zada por los siguientes aspectos:

1. El royalty tendrá una estructura progresiva: Mientras 
mayor sea el precio del cobre, la tasa de regalía será mayor. La 
tasa efectiva será de en torno a 10% para niveles de precio que 
podemos considerar de largo plazo.

2. Se introducirán incentivos para que el proceso industrial 
de refinación generado se desarrolle en Chile, revirtiendo la 
creciente tendencia a vender el mineral en forma de concentra-
do.  

3. El royalty vendrá acompañado de un fortalecimiento de las 
capacidades fiscalizadoras de las instituciones estatales relacio-
nadas, cerrando espacios a evasión y elusión.

4. Se analizará la implementación de un royalty a la extrac-
ción a gran escala de otros recursos naturales.

IV.   Impuestos patrimoniales

Dentro de las medidas destinadas a otorgar mayor progresividad a 
nuestro sistema tributario, proponemos la implementación de un 
impuesto permanente a los patrimonios dirigido a las y los súper 
ricos. En la medida que se encuentren correctamente construidos, 
los impuestos patrimoniales no afectan la inversión ni a los sectores 
medios de la población. Este impuesto tendrá las siguientes caracte-
rísticas:

1. Se considerará el patrimonio que las y los residentes manten-
gan tanto en Chile como en el extranjero. 

2. La base imponible del impuesto deberá reconocer todos los 
activos y pasivos de las y los contribuyentes en base a normas espe-
ciales de valoración.

3. Como medida de control especial para la aplicación de este 

impuesto, proponemos la existencia de un impuesto de salida (exit 
tax), que implica  gravar el patrimonio de quienes presenten una 
solicitud para dejar de ser residentes del país.
 
4. Asimismo, realizaremos modificaciones a la ley de herencias y 
donaciones de forma que este impuesto incremente su aporte al 
fisco. Además, mejoraremos el sistema de valorización de inmuebles. 

V.   Medidas contra la evasión y elusión

La evasión y elusión representa más de siete puntos del PIB, y se 
concentra principalmente en sectores de mayores ingresos, ya que 
su principal foco está en el impuesto a la renta. Combatirla es a la 
vez un asunto de igualdad ante la ley y una indispensable herra-
mienta de recaudación. Al respecto, proponemos:

1.   Continuar con los procesos de colaboración internacional en ma-
teria de intercambio de información tributaria, evitando el traslado de 
beneficios a otras jurisdicciones y la erosión de la base imponible.
  
2. Reforzar la Norma General Antielusiva. Entre otras mejoras, 
es indispensable que el Servicio de Impuestos Internos (SII) 
pueda calificar una operación elusiva dentro de un procedi-
miento administrativo como ocurre en todos los procesos de 
fiscalización.

3. Revisar las normas especiales antielusivas, para que sean 
una herramienta efectiva de fiscalización y resulten de fácil 
comprensión para las y los contribuyentes.

4. Implementar nuevas medidas de control anti elusivas, 
como el término del secreto bancario para fines tributarios.

5. Descentralizar la facultad de querellarse por delitos tribu-
tarios, que actualmente recae sobre el Director Nacional del SII.

6. Dotar de mayores recursos tanto al SII como al Servicio 
Nacional de Aduanas para el desarrollo de su función. 

Reforma al Sistema 
de Pensiones para una 
mejor vejez

El desafío que enfrentamos es la construcción de un sistema de 
seguridad social que pueda entregar pensiones con criterios de 
justicia social y justicia actuarial, de manera que podamos 
actuar bajo los principios de la seguridad social, creando un 
sistema que sea tripartito, solidario, digno, público y con igual-
dad de género.

Enfrentamos una abrupta caída en la legitimidad del sistema de 
pensiones, que se produce como resultado del sistema mismo, 
mientras la población pide un sistema de seguridad social cen-
trado en componentes de solidaridad para mejorar las pensio-
nes, las AFP son sistemas de seguros privados que no pueden 
hacer frente a esas demandas. Este mismo proceso ha llevado a 
la reciente reversión en 11 países de los sistemas de capitaliza-
ción individual, buscando distintas formas que permitan resta-
blecer los principios de la seguridad social.

El sistema de pensiones basado en las AFP fracasó. No fue capaz 
de cumplir lo prometido. Hoy, cuando las primeras generaciones 
que se vieron obligadas a participar de este sistema empiezan a 
pensionarse, queda al descubierto el drama social que significa 
para Chile el desmantelamiento de la seguridad social. El resul-
tado básico de la reforma de 1981 es que los pensionados reci-
ben una pensión contributiva equivalente al 20% o menos de su 
último sueldo. Y esta tasa de reemplazo irá disminuyendo para 
las próximas jubilaciones, dada una rentabilidad de los fondos 
de pensiones que estará en torno al 3% para las próximas déca-
das, muy lejos del 7,8% que promedia el sistema desde su inicio. 

La cobertura del sistema contributivo de AFP es, además, muy 
deficiente. Solo un 60% de la fuerza de trabajo cotizó para su 
pensión en el promedio de los últimos 10 años, lo cual es reflejo 
de la informalidad en el mundo del trabajo y la precariedad a la 
cual se encuentran sometidos, arrastrando lagunas previsiona-
les por cesantía o informalidad, que se concentran mayoritaria-
mente en las mujeres, y en donde el 74% de las y los pensiona-
dos poseen una pensión más baja que el salario mínimo vigente 
($326.500).

Por otro lado, como consecuencia de los efectos socioeconómi-
cos de la pandemia y la insuficiente asistencia fiscal para su 
mitigación, 4,3 millones de trabajadores han quedado sin fondos 
en sus cuentas de ahorro previsional, luego de los tres retiros 
que han debido realizar del sistema de AFP. De este modo, la 
mayoría de estas personas solo podrá acceder a la pensión 
mínima del sistema y muchas otras afrontarán mermas signifi-
cativas de sus futuras pensiones. Así, el retiro de fondos de las 
AFP ha logrado detener la caída de las familias chilenas, pero ha 
pavimentado un escenario futuro muy desalentador, si las y los 
trabajadores siguen en el sistema actual estamos condenados a 
un drama mayor para las pensiones.

El resultado es que el 70% de la población solo podrá aspirar a la 
pensión básica solidaria, el sistema de pensiones de capitaliza-
ción individual se ha convertido así en el sistema de una mino-
ría.

Lineamientos estratégicos

I. La arquitectura de un nuevo sistema de seguridad social
La creación de un sistema de seguridad social moderno requie-
re la adopción de diversos instrumentos para la conformación 
de un único sistema de pensiones. Conforme a lo anterior, pro-
ponemos la creación de un sistema de pensiones basado en el 
concepto de la “escalera de la seguridad social”, propuesto por 

distintas agencias de Naciones Unidas, entre ellas la OIT y 
CEPAL, que permite aumentar la cobertura del sistema, mejorar 
las pensiones, asegurando los principios de solidaridad, univer-
salidad, suficiencia y tripartismo (es decir, un esquema de finan-
ciamiento que integra a empleadores, las y los trabajadores y al 
gobierno). 

La propuesta es una combinación de tres sistemas de reparto 
que se refuerzan entre sí: El reparto intergeneracional, el reparto 
intrageneracional y el reparto de género que toma como refe-
rencia las normas actualizadas de la OIT en materia de seguri-
dad social, y en particular el Convenio 102, que proporcionan un 
conjunto de reglas mínimas aplicables a los sistemas nacionales 
de seguridad social aceptadas a nivel internacional. Dichas 
normas presentan una serie de principios que ofrecen orienta-
ciones para el diseño, financiación, gobernanza y supervisión de 
los sistemas nacionales de seguridad social. 

El Convenio 102 sigue siendo una referencia para el desarrollo 
de una cobertura integral de la seguridad social a nivel nacional. 
Los principios que han de aplicarse a la hora de la extensión de 
la cobertura de seguridad social, en sus dimensiones horizontal 
y vertical, se establecen en la Recomendación N° 202, donde la 
responsabilidad general y principal del Estado está destacada 
como un principio global que enmarca los demás principios. 

II.  Objetivos, instrumentos y resultados esperados

1. Objetivos:
a) Mejorar las pensiones de los actuales 2.2 millones de jubilados 
en un promedio de 53%.

b) Aumentar las pensiones de las mujeres, igualándolas a la de 
los hombres, aumentado en promedio sobre el 103%.

c) Asegurar que todos los beneficios sean sostenibles en el 
tiempo

d) Generar solidaridad entre los sectores de altos ingresos hacia 
los de bajos ingresos, sin reducción de las pensiones pagadas 
por el sistema.

2.   Instrumentos:
A continuación presentamos distintos instrumentos y mecanis-
mos acordes con los objetivos planteados para la reforma al 
sistema de seguridad social:

1.   Pensión Básica Universal: Proponemos que todos y todas las 
jubiladas tengan un piso de dignidad por medio de una Pensión 
Básica Universal, igual a un 75% del salario mínimo vigente, que 
llegue a todo pensionado, de acuerdo a su edad legal de jubila-
ción, e independiente de si es del régimen antiguo o de los 
nuevos pensionados. Esta pensión será financiada con los ingre-
sos corrientes del Estado a partir de impuestos generales. 

2.   Sistema de solidaridad intergeneracional:
Este es un sistema basado en cuentas nocionales donde las 
cotizaciones en cada período de tiempo pagan pensiones de los 
actuales jubilados y jubiladas, pero además financian un Fondo 
de Ahorro Colectivo para pagar las pensiones futuras. El Fondo 
de Ahorro Colectivo, lleva un registro de los aportes realizados 
por quienes trabajan dando lugar durante la etapa de la jubila-
ción a derechos sobre lo recaudado. Estos valores se incremen-
tan conforme a un rendimiento acordado en un amplio contrato 
social (habitualmente relacionado con el crecimiento del ingre-
so per cápita o de la masa salarial). 

3.   Componente de género: 
El cálculo de la pensión poseerá un elemento de reparto de 
género. Por medio del reparto simple se mejoran las pensiones 
de las mujeres, pagando 5 años más de cotizaciones por un lado, 
cerrando lagunas previsionales y reconocer el trabajo no remu-
nerado en los montos acumulados en las cuentas nocionales. 

Además, se calcularán las pensiones con tablas de mortalidad sin 
distinción de género, esto implicaría un aumento de las pensio-
nes de las mujeres en un 50% promedio, igualando para todos los 
efectos las pensiones recibidas por hombres y mujeres.

4.   Fondo de capitalización colectiva: 
Proponemos crear un fondo que se alimentará de las cotizacio-
nes corrientes y del rendimiento de sus inversiones para pagar 
pensiones mediante un Aporte Solidario Complementario. El 
excedente incrementará a una Reserva Técnica que a futuro, 
cuando el costo supere a la prima (gastos mayores que ingresos 
por contribuciones), se utilizarán para cubrir la diferencia. De 
esta manera, se sortea el problema del envejecimiento de la 
población. Al ser contributivas, estas alternativas buscan una 
justicia actuarial (mejor pensión por cumplir obligación de coti-
zar), pero que también pueden incluir mecanismos para garanti-
zar solidaridad para evitar excluir a muchos que no tienen una 
trayectoria suficientemente densa de cotizaciones a lo largo de 
su vida laboral.

5.   No más AFP en el sistema de pensiones: 
Las AFP ya no podrán cobrar cotizaciones, calcular pensiones o 
pagar las pensiones. Se termina con la cotización obligatoria a 
las AFP y con las cuentas individuales dentro del sistema de 
pensiones. En cualquier caso, las y los trabajadores que quieran 
ahorrar fondos extra para su pensión, podrán contratar un 
seguro privado en una compañía de seguros, las que en ningún 
caso podrán acceder a entregar pensiones con los fondos acu-
mulados dentro del nuevo sistema. Con esto se eliminará la mo-
dalidad de Retiro Programado, que entrega una pensión decre-
ciente en el tiempo al afiliado, y se entregarán pensiones esta-
bles en el tiempo dando seguridad a las y los pensionados, quie-
nes a medida que envejecen tendrán los recursos necesarios 
para vivir dignamente.

6.   Inclusión de independientes y por cuenta propia al sistema 
de seguridad: Es necesario que la fuerza de trabajo que actual-
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 

 1 Preliminarmente se estima que este proceso de transición podría iniciarse durante nuestro periodo de gobierno 
y extenderse por una década, para minimizar el impacto en las finanzas públicas. Esta iniciativa de reforma será 
coordinada con las iniciativas de reforma tributaria que están propuestas.
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 

48



ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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ción óptima para acceder a las oportunidades urbanas, a través 
de subsidios de arriendo a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arrien-
do. 

10. Otorgar un presupuesto estatal para la instalación inicial 
de un espacio para la farmacia popular a las comunas que aún 
no la tienen y financiar gastos operacionales a todas las comu-
nas para la entrega de fármacos a precio justo. 

11. Entregar presupuesto a las municipalidades para utilizar 
las escuelas municipales y abrirlas para el uso de la toda comu-
nidad, incluyendo a estudiantes y apoderados y también a quie-
nes habitan el entorno de cada escuela, con el propósito de 
construir un proyecto educativo y cultural que surja de las ne-
cesidades y posibilidades de la comunidad. El presupuesto en-
tregado será para financiar recursos humanos que estén a cargo 
de todas estas actividades.

12. Crear Universidades Abiertas en todas las regiones del 
país, utilizando las instalaciones de los establecimientos munici-
pales que ya existen en cada comuna. Esta iniciativa tiene la 
finalidad de democratizar el conocimiento al permitir que las y 
los ciudadanos accedan gratuitamente a cursos de formación 
en diversas disciplinas en sus localidades, mediante alianzas 
estratégicas con otras universidades, centros educativos y do-
centes que estén disponibles para compartir sus conocimien-
tos. 

13. Crear un presupuesto estatal para la instalación inicial de 
un espacio para la librería popular y la disquería popular en las 
comunas que aún no cuentan con uno y además financiar 
gastos operacionales a todas las comunas para la venta de libros 
y CDs a la comunidad a un precio justo. 

4. El aporte del Estado debe llevarnos a la creación de un 
fondo espejo estatal o Fondo Municipal Nacional, con respecto 
al nuevo Fondo Común Municipal, el cual tendrá un valor cerca-
no a los $2.974.724 millones, es decir, US$3.541 millones de dóla-
res, que equivalen al 1,41% del PIB. Este incremento significaría 
que el fondo total llegará a los $7.333.593 millones y el aporte 
estatal significaría el 42% de los recursos municipales.

5. También debiera establecerse el Fin del Pago del IVA, de 
manera permanente a los municipios, lo que significaría un 
ahorro adicional de 200 mil millones anuales, según la ACHM.

6. Se entregará a los Municipios la capacidad de endeudarse 
hasta en un 10% de los ingresos propios por un periodo o más, 
con la aprobación de los Concejos Municipales, con el fin exclu-
sivo de financiar inversión comunitaria, lo que debiera tener 
garantía estatal.

7. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio. 

8. Se permitirá la re municipalización de la producción de 
algunos productos, bienes y servicios que representan derechos 
sociales que el Estado debe asegurar, incorporando algunos 
derechos sociales emergentes no incorporados en los tradicio-
nales derechos sociales como es el acceso a internet, y otros en 
los que el funcionamiento de él provoca perjuicios a la comuni-
dad, ya sea por precios excesivos o por externalidades negati-
vas de la operación, lo que alude al hecho de retornar el carácter 
público a la prestación privada de un servicio. 

9. Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter 
masiva, de bajo costo, de diversas tipologías y con una localiza-

la Ley Orgánica Municipal, con el objetivo de tener gobierno 
locales más democráticos, autónomos y modernos. Y cuarto, 
democratizar el financiamiento municipal, generando un finan-
ciamiento per capitado nacional, con reglas de mejoramiento, 
de acuerdo con las necesidades comunales e ingresos públicos 
que crecen con el aumento de tareas y responsabilidades muni-
cipales.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos enviar un proyecto de ley en marzo próximo 
que modificará la ley orgánica municipal, transfiriendo a los 
municipios como función exclusiva las tareas de gestión urbana 
(ejecución y control de las normas de uso del suelo, regulación 
del transporte, recolección y tratamiento de desperdicios, alum-
brado público, mantención de áreas verdes y espacios recreati-
vos, cuidado de ecosistemas locales), la salud primaria, las tareas 
de cuidado y la promoción de la producción y el empleo local, 
sin perjuicio de los roles normativos regionales y nacionales.

2. Impulsaremos la modificación  del artículo 121 de la Consti-
tución Política, para permitir a los municipios gestionar autóno-
mamente sus recursos humanos, definiendo la organización, 
cargos, perfiles y remuneraciones, de acuerdo a las condiciones 
de cada municipio, en un marco de respeto de los derechos de 
las y los funcionarios municipales, una vez en cada periodo y 
con aprobación del Concejo Municipal.

3. Sobre los Ingresos Propios, que incluyen a los Ingresos 
Propios Permanentes y el Fondo Común Municipal (FCM), pro-
ponemos que todos los ingresos vayan al FCM, los que se distri-
buyan de una manera distinta, mediante un per cápita comunal 
parejo, el cual será corregido, otorgando un per cápita adicional 
a aquellas comunas que presenten mayores desafíos de desa-
rrollo comunal. Por otro lado, se debe financiar cada nueva atri-
bución o tarea que se le otorga a los municipios, como un presu-
puesto permanente.

que se da en la sociedad. Municipios como Vitacura tienen 
ingresos per cápita de $1.136.000, mientras que Cerro Navia 
cuenta con un per cápita de $143.000. Se necesita entonces, un 
nuevo modelo de desarrollo y una nueva repartición del poder y 
de los recursos entre los territorios y las distintas clases sociales 
para lograr un crecimiento y unas productividades óptimas y, a 
la vez, más equilibradas e inclusivas, y que pueda movilizar los 
factores de crecimiento y componentes de productividad local, 
regional y nacional.

Se propone la implementación de las iniciativas populares en 
todas las comunas del país, con un financiamiento estatal para 
los gobiernos locales, de forma tal que se logre un aprovecha-
miento de las capacidades específicas de cada territorio, pro-
mover su desarrollo y plantear como objetivo principal del 
modelo local las necesidades que las mismas comunidades 
señalen. 

Los puntos críticos del financiamiento municipal surgen prime-
ro de concebir los espacios descentralizados como indispensa-
bles en la derrota a la desigualdad, por lo que es posible decir 
que la composición presupuestaria de los municipios chilenos 
apalanca la desigualdad. Luego, es posible ver que existen varias 
dimensiones de mejoramiento que deben ser tomadas.

Lineamientos Estratégicos:

El programa se guía por cuatro lineamientos centrales, que se 
expresan luego en las propuestas programáticas. Primero, im-
pulsar el desarrollo social y territorial más equitativo, promo-
viendo mejores servicios para los vecinos y vecinas, a través de 
las diversas iniciativas de carácter popular actuales y futuras. 
Segundo, permitir la remunicipalización de sectores económi-
cos y productivos, licitándolos a  cooperativas de trabajadores y 
trabajadoras de las propias comunas. Tercero, aumentar las au-
tonomía de los gobiernos locales, para lo cual se debe modificar 

tanto, la distribución del poder entre los distintos niveles sub 
nacionales es reducida en relación a los países desarrollados. 
Esto se traduce en un Estado mucho más impermeable a las 
necesidades y presiones de la ciudadanía y mucho más cercano 
a los intereses de la clase dominante. La OCDE, ubica a Chile en 
una situación única comparada con otros países miembros, con 
un gasto público total débil, así como un bajo nivel de gasto 
municipal como porcentaje del total del gasto público, que im-
plica un bajo gasto Público y una baja descentralización.

Este bajo financiamiento ha provocado que amplios  sectores  
sean  olvidados por el Estado, dejando gran parte de la provisión 
al mercado, y han afectado en gran medida a las personas de las 
comunas más pobres del país, que ven que sus ingresos no 
alcanzan para costear remedios, que no tienen una educación 
de calidad porque no la pueden pagar y que no tienen espacios 
donde puedan desarrollar actividades deportivas, culturales ni 
de recreación. 

Las comunas de menores ingresos no cuentan con espacios 
donde la comunidad desarrolle actividades culturales, deporti-
vas y de recreación. Además, hay diagnósticos que señalan una 
ruptura entre las instituciones educativas y la sociedad civil, 
debido a la creencia generalizada de que la educación de las 
personas es solo un asunto de las escuelas. Al abrir las escuelas 
se está aprovechando infraestructura ya existente para transfor-
marlos en verdaderos centros culturales y deportivos, para el 
desarrollo pleno de las y los habitantes del entorno de la escue-
la, generando diálogo y mayor participación en el proceso edu-
cativo. Además, contribuye a la apropiación del espacio público 
por parte de la comunidad.

En la Región Metropolitana esto resulta evidente cuando se 
comparan los per capitas que produce el sistema de Financia-
miento Municipal, que reproduce la Concentración económica 

Reforma Municipal para 
mejores Gobiernos Locales y 
más Municipios Populares

Nuestro desafío es llevar al desarrollo a todas las chilenas y chi-
lenos, para ello las municipalidades son el primer espacio donde 
la ciudadanía se relaciona con el Estado. Desde estos espacios 
descentralizados es donde debemos entregar soluciones que 
permitan disminuir las amplias desigualdades sociales en el 
país. Para ello nos proponemos llevar el modelo de Municipio 
Popular a todo Chile, proveyendo soluciones que abarcan secto-
res como salud, educación, cultura, deporte y recreación, lo que 
requiere un fortalecimiento de los presupuestos comunales, 
pero además una corrección en favor de las comunas con me-
nores recursos.

La descentralización, según CEPAL, se puede definir como un 
proceso de trasferencias de competencias y recursos desde la 
administración central de un determinado Estado, hacia las ad-
ministraciones sub nacionales. De acuerdo con Galilea Ocon, la 
descentralización presenta dos dimensiones, la “institucional" 
que se expresa en las normas que definen el ámbito  de las res-
ponsabilidades de cada nivel de gobierno, conceden espacio de 
libertades y/o restringen el rango de acción y definen las fuen-
tes de financiamiento para su ejecución; y una dimensión deno-
minada “descentralización fiscal", ligada a la primera y centrada 
en la magnitud relativa de los recursos disponibles a nivel des-
centralizado y/o el volumen de gastos de los gobiernos sub na-
cionales en relación al gasto del gobierno general.

En Chile, consecuentemente, el poder político se encuentra 
sumamente concentrado, y la descentralización fiscal, y por 

 Desarrollar un programa para promover la inclusión edu-
cativa en Educación Parvularia, a través de la contratación de 
profesionales de apoyo para trabajar con niños y niñas con ne-
cesidades educativas especiales y para los ajustes curriculares 
pertinentes a cada realidad. El objetivo es desarrollar las capaci-
dades en las instituciones para atender a la totalidad de las y los 
estudiantes, cualquiera sea su condición, apuntando a la inte-
gración sistémica y sistemática en los procesos educativos.

 Desarrollar cambios para implementar políticas orienta-
das hacia la educación no sexista, incluyendo programas sobre 
sexualidad, derechos sexuales y reproductivos, una reevalua-
ción de la política de uniforme escolar y una revisión del currí-
culum y orientaciones pedagógicas para incorporar y relevar el 
rol de las mujeres.

 Construir una educación genuinamente intercultural y 
pluricultural, desarrollando un programa de interculturalidad 
escolar, que incluya un programa de mediadores interculturales, 
la creación de unidades de pluriculturalidad en los Servicios 
Locales de Educación y en los municipios y la promoción de una 
lengua de las primeras naciones en todas las escuelas del país.

 Avanzar en mayor conectividad para estudiantes, desarro-
llando una política que permita acabar con las brechas digitales, 
a través de la entrega de computadores portátiles (de forma 
escalonada) a todos los niños, niñas y jóvenes del país, junto con 
apoyar en procesos de conectividad a sectores con brechas de 
conexión, poniendo énfasis en las zonas más alejadas o que no 
tienen acceso a internet.

 Generar un modelo formativo común y transversal para 
todas instituciones de educación superior, organizando, bajo 
principios de ciudadanía, igualdad de género y educación no 
sexista, derechos sociales y cuidado del medio ambiente. Se 
busca, de esta forma, que considerando las particularidades geo-
gráficas, de misión y objetivos de cada IES, se pueda organizar un 
sistema coherente, orientado a las necesidades de futuro del país. 

 Desarrollar una carrera directiva, entregando la formación 
y las capacidades a las y los directores para convertirse en líde-
res de redes de escuelas, reconociendo instancias de desarrollo 
profesional entre pares, estructura de trayectorias y progresión, 
incentivos laborales, entre otros aspectos. 

 Generar un proceso de reparación de la deuda histórica de 
las y los docentes, para resolver de manera efectiva una deman-
da pendiente por décadas y muy sentida del mundo docente.

 Poner fin al CAE como instrumento de financiamiento 
estudiantil, evaluando medidas en beneficio de los actuales 
deudores (considerando la condonación progresiva de la 
deuda). Además, y como tránsito a la gratuidad universal, gene-
rar un sistema de financiamiento estudiantil (para los deciles sin 
cobertura de gratuidad) distinto que no tenga como interme-
diario a la banca.

 Mejorar las condiciones de las y los investigadores en edu-
cación superior, priorizando la formación de postgrado nacional 
y la creación de una Carrera Nacional de Investigación con ga-
rantías sociales, promoción del trabajo digno, posibilidades de 
movilidad interinstitucional y construcción de un sistema digno 
para asistentes de investigación, asistentes de laboratorio y 
funciones similares.

4.   Construcción de un sistema inclusivo, basado 
en la justicia y dignidad social, incluyendo una 
perspectiva no sexista, inter y pluricultural:

 Realizar un proceso de fortalecimiento y legitimación de 
los programas alternativos de educación parvularia, haciendo 
viable la co-existencia de los programas clásicos y los progra-
mas alternativos, reconociendo así la diversidad del país y de la 
sociedad chilena.

ras del sector de la educación inicial. En la misma dirección, 
aumentaremos el número de técnicos por niños y niñas, esta-
bleciendo un coeficiente técnico de 2 Técnicos de Párvulos por 
cada 35 niños y niñas.

 Mejorar las condiciones de enseñanza para los niños, niñas 
y jóvenes en la educación escolar pública de manera inmediata, 
aumentando progresivamente la relación de horas no lectivas 
respecto de las lectivas (buscando avanzar hacia el 40% no lec-
tivo en todo el sistema). También promoveremos la eliminación 
de los profesores jefes e implementación de profesores tutores 
y el escalamiento de la co-docencia (no limitada a estudiantes a 
escuelas PIE), con énfasis en las escuelas públicas. Asimismo, se 
evaluará la implementación de una política de disminución de 
estudiantes por aula, la instalación de Centros de Apoyo Tutorial 
Integral y el desarrollo del programa Escuelas Abiertas en el 
conjunto del sistema público. 

 Poner el acento en la motivación por aprender y eliminar 
el estrés en los y las estudiantes, rediseñando el sistema de 
calificaciones del subsistema escolar. Avanzaremos, al menos en 
la eliminación de la calificación con notas hasta cuarto básico y 
en la construcción de un sistema de diversificación curricular 
para la Enseñanza Media, que permita estimular intereses y pro-
yectos en cada escuela y liceo del país. Además, se proponemos 
avanzar en el desarrollo de la educación emocional y pensar la 
construcción de una nueva escuela, con relaciones basadas en 
el respeto y en los aprendizajes para la vida, desde una perspec-
tiva ecocéntrica. Por último, haremos una evaluación exhaustiva 
de la Jornada Escolar Completa, buscando desarrollar una edu-
cación integral y diversa y no un estudio “para el SIMCE”. 

 Fortalecer del rol pedagógico de las técnicas en educación 
de párvulos, mejorando sus condiciones laborales y de forma-
ción, buscando resolver el status de formación en estableci-
mientos de enseñanza media y fortaleciendo la formación inicial 
y en servicio de las técnicas de párvulos. Garantizaremos un 
20% de horas no lectivas para participar en procesos de planifi-
cación y reflexión pedagógica.

 Cambiar el Sistema de Admisión Escolar (SAE), de tal 
forma que permita integrar a los y las estudiantes de nivel so-
cioeconómico medio-bajo, desarrollando un programa piloto de 
integración social (Escuelas Integradas) para disminuir la segre-
gación educativa.

 Nuevo trato hacia las escuelas y sus comunidades, cam-
biando, entre otros aspectos la institucionalidad sobre asegura-
miento de la calidad, dejando de hacer público el SIMCE y rees-
tructurando los objetivos y roles de la nueva institucionalidad 
que se desarrolle en reemplazo de la actual. Lo que buscamos es 
desarrollar un Sistema Nacional de Apoyo a las Escuelas y co-
munidades para la mejora de sus procesos de aprendizaje, 
basado en la retroalimentación y apoyo a los establecimientos, 
mediante procesos evaluativos administrados por las propias 
comunidades educativas.

 Continuar con la eliminación del lucro en la educación 
superior, especialmente en las Instituciones de Educación Su-
perior (IPs como CFTs), pues cerca de un 40% de las institucio-
nes de formación TP siguen con fines de lucro, manteniendo 
una proporción importante de estudiantes capturada por las 
lógicas del mercado.

 Asegurar la mejor formación en la educación superior, 
para que en el corto plazo todas las instituciones de educación 
superior tengan mínimos de investigación, desarrollo y forma-
ción de buen nivel.

3.   Mejorar y fortalecer las condiciones para el 
desarrollo y aprendizaje:

 Equiparar las condiciones de enseñanza de la educación 
inicial provista por el Estado, homologando de manera efectiva 
las condiciones laborales de las trabajadoras de los jardines 
infantiles administrados por JUNJI, VTF e Integra, incluyendo 
sueldos, jornadas laborales, beneficios extra salariales y formas 
de contrato. Esta medida debe afectar al conjunto de trabajado-

Junto con lo anterior, debemos revisar el sistema de acceso a 
las instituciones de educación superior en el conjunto del siste-
ma terciario, considerando las notas de enseñanza media, imple-
mentación gradual de cursos fundacionales o bachillerato y 
disminuir el peso de las pruebas de selección, transformándolas 
en una prueba diagnóstica.

 Generar una cobertura universal gratuita en instituciones 
públicas de educación superior, ampliando la gratuidad para el 
100% de las y los estudiantes de la Educación Superior Técnica 
Profesional Estatal y Universitaria Estatal, reconociendo a la 
educación como un derecho y no como un bien de consumo, 
pero también potenciando el espacio estatal como una área 
prioritaria de desarrollo de este proceso. Esta propuesta debe 
comenzar a implementarse desde las instituciones regionales y 
concluir con las de la RM.

 Democratizar el conocimiento en la base de nuestros terri-
torios, desarrollando un programa de democratización del cono-
cimiento público y gratuito, que implique disponer de un con-
junto de cursos públicos elaborados por todas las IES públicas, 
sin restricciones de acceso, y como eje obligatorio para la acre-
ditación de las instituciones. En paralelo, impulsaremos la crea-
ción de Universidades Abiertas en todos los territorios, en alian-
za con las municipalidades, instituciones de educación superior 
y demás instituciones relevantes para lograr dicho objetivo, 
cuyo propósito es desarrollar un programa de vinculación entre 
instituciones de educación superior, artes y medios locales, que 
permita unir el conocimiento, la comunidad y la cultura.

2. Eliminar el mercado y la competencia como 
ejes estructurantes del sistema educativo chileno:

 Ampliar la cobertura con altos estándares para la educa-
ción inicial, creando entre 60.000 y 100.000 nuevos cupos de 
niveles medio y sala cuna, incluyendo la construcción y remode-
lación con altos estándares de infraestructura y en conjunto con 
las comunidades escolares.

subsidio a la demanda, a una educación con un fuerte compo-
nente basal, que permita cubrir los costos operacionales y pro-
mover la lógica de la colaboración por sobre la competencia. 

 Potenciar, reforzar y reorientar la implementación de la 
Nueva Educación Pública, a través de un aumento significativo 
de los recursos destinados al Fondo de Apoyo a la Educación 
Pública (mientras no esté en régimen el cambio al modelo de 
financiamiento) y del aumento de la dotación de los profesiona-
les de los servicios con un aumento en el grado de las responsa-
bilidades claves y con fuerte componente técnico, potenciando 
así a la educación pública escolar y atrayendo a profesionales de 
buen nivel a cada servicio local. Asimismo, se propone potenciar 
el desarrollo democrático de las escuelas públicas, por ejemplo, 
a través de los Directorios Colegiados y los Centros de Media-
ción de Conflictos Estudiantiles.

 Mejorar la infraestructura para el potenciamiento de la 
educación pública, promoviendo la construcción y remodela-
ción de establecimientos educacionales públicos tanto en edu-
cación inicial como escolar, administrados por los servicios 
locales de educación o municipalidades, especialmente en sec-
tores de crecimiento demográfico, a través de un fondo particu-
lar para ello.

 Articular una red de Educación Superior Estatal, poten-
ciando a las instituciones de educación superior públicas y 
construyendo una red pública de educación superior, con pre-
supuesto y orientaciones propias, valiéndose de lo estipulado en 
la Ley N° 21.094.

 Mejorar y democratizar el acceso a la educación superior, a 
través del diseño e implementación de programa de cuotas para 
la Educación Superior Pública, que garantice el acceso a las 
instituciones de al menos el 35% al 40% de estudiantes de la 
educación pública (Municipales, SLE y Corporaciones), conside-
rando además aspectos interseccionales de la desigualdad en el 
acceso, como la igualdad de género, racismo y clase social. 

Desde el actual gobierno se han empeñado en desarmar o 
transformar las reformas implementadas, buscando reforzar aún 
más el rol preponderante y articulador del mercado y la compe-
tencia en el sector educativo. Esta agenda de profundización 
Neoliberal, sin embargo, queda virtualmente suspendida desde 
2019, primero, por el movimiento social que comenzó en octubre 
de 2019; y segundo, por la crisis socio-sanitaria del coronavirus 
desarrollada desde marzo de 2020, que implicó que el gobierno 
se concentrara en programas virtuales (Aprendo en Linea, TVE-
duca) y buscara volver a la presencialidad de distintas formas. 

Considerando este contexto, la reforma educacional que propo-
nemos se estructura con una mirada doble: Por una parte, busca 
ir más allá de las reformas desarrolladas entre 2014 y 2018, con el 
objetivo de desmercantilizar el sistema educativo y robustecer 
la educación pública, tareas que siguen pendientes; y por otro 
lado, reconociendo los cambios en el contexto nacional, busca 
generar cambios para construir un sistema educativo de cara al 
futuro, orientado hacia un nuevo modelo de desarrollo y la cons-
trucción de una nueva sociedad. Para dar cuenta de este doble 
desafío, la reforma educacional se estructura en torno a cuatro 
lineamientos estratégicos que guían el conjunto de las medidas 
en los distintos niveles.

Lineamientos estratégicos

La reforma educacional que se propone debe articularse me-
diante cuatro ejes estructurantes transversales a cada nivel de 
la educación pública: 

1.   Mejoramiento, valorización, potenciamiento o 
rescate de la educación pública.

 Crear un financiamiento público que garantice el Derecho 
a la Educación, transformando la estructura de financiamiento 
de la educación pública en todos sus niveles (inicial, escolar y 
superior), para transitar desde una educación organizada bajo el 

Reforma, defensa y 
recuperación de la Educación 
Pública, gratuita y de calidad

La reforma Neoliberal implementada por la dictadura de Pino-
chet desde 1979 generó las bases para desarrollar un sistema 
educativo basado en la libertad de emprendimiento, la oferta 
privada, el subsidio a la demanda y los principios de la compe-
tencia. 

Desde el retorno a la democracia en 1990, estos lineamientos 
tienden a extenderse o, incluso, consolidarse, potenciando una 
continuación con el periodo dictatorial, aunque algunas políti-
cas buscaron integrar mercado y Estado, o ampliar el rol del 
Estado. De esta forma, durante más de 30 años la educación se 
estructuró bajo la idea del mercado. En la última década, esta 
tendencia experimenta un quiebre motivado por las masivas 
protestas estudiantiles de 2006 y 2011 que buscaban terminar 
con el mercado educativo y disputar la lógica subsidiaria del 
Estado Neoliberal, situando a la educación como un derecho.

Entre 2014 y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrolló 
una serie de transformaciones en todos los niveles educativos. 
Estos cambios permitieron apoyar al sistema público, pero por 
la vía de una consolidación de la oferta pública, más que por 
cambiar la lógica de mercado imperante, implicando así un 
cambio de dirección respecto de la trayectoria histórica de las 
políticas escolares, pero no una transformación profunda del 
modelo de mercado en educación. 
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remuneración a la labor de cuidado es esencial y necesaria para 
mejorar el sistema de cuidado en nuestro país, sin embargo, es 
una medida insuficiente si no se consideran políticas laborales 
formales. La existencia de un contrato de trabajo es imprescin-
dible para el resguardo laboral del cuidado, definir una jornada 
laboral y el derecho a descanso deben ser pilares fundamenta-
les en la contratación de los y las cuidadoras informales. 

ten con estándares de calidad que entreguen dignidad a las 
personas, integración y respiro a las cuidadoras. 

La remuneración a quien cuida es esencial y necesaria para 
mejorar las condiciones donde ocurre el cuidado, pero se hace 
insuficiente sin trabajo intersectorial y comunitario desde el 
nivel central, entre ministerios; a nivel regional, en las seremis y 
delegaciones presidenciales; y a nivel local, en las Municipalida-
des y comunidades. 

El pilar de la remuneración del Sistema integral de cuidados 
fortalecerá, además, la economía de los territorios. En la actuali-
dad, las oportunidades laborales se concentran en los sectores 
más ricos de nuestras ciudades. De hecho, las restricciones a la 
movilidad que implica el cuidado de personas, junto con las 
barreras geográficas que emergen de la segregación residen-
cial, explican en parte la baja participación laboral de las muje-
res en Chile. Un sistema que se centre en la articulación de 
Estado con las comunidades locales, aumentaría la demanda por 
ocupación precisamente en sectores donde hay poco empleo. 
La remuneración a las cuidadoras implicaría además una mayor 
capacidad de consumo y, por consiguiente, el fortalecimiento de 
economías locales que hoy se encuentran sumamente deprimi-
das.

El reconocimiento monetario del trabajo de cuidado que 
muchas familias y principalmente mujeres están realizando, no 
tan solo tendría un impacto en las condiciones económicas de 
las familias y en el desarrollo de las economías locales, sino tam-
bién en las condiciones laborales donde ocurre el cuidado. La 

familias, las comunidades y el Estado. Estas acciones deben 
apuntar a la transformación cultural y hacia el logro de la igual-
dad de género comprometido en los ODS 2030.

Comprender el cuidado como una responsabilidad social amplía 
la mirada sobre los espacios de cuidado que debe promoverse 
en nuestro país. La idea imperante de que el cuidado tiene un 
carácter casi exclusivamente domiciliario mantiene la responsa-
bilidad de cuidado en las familias, situación que genera altos 
niveles de sobrecarga, y por consiguiente una peor calidad del 
cuidado, al mismo tiempo que se vuelve insostenible debido a 
las transformaciones en las estructuras familiares. 

Se requiere un cambio de paradigma que incorpore el cuidado 
comunitario como parte esencial en este nuevo Sistema Inte-
gral, y deben impulsarse medidas concretas de educación no 
sexista en todos los niveles, en programas educativos orienta-
dos a la redistribución de las tareas domésticas y de cuidado; 
así como el aumento de las coberturas de transferencias mone-
tarias directas a las personas que cuidan a personas dependien-
tes.

Para ello, se debe aumentar la cobertura de programas de cui-
dado ya existentes tanto en el Ministerio de Desarrollo Social y 
Familia, en el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, el Minis-
terio de Salud, en el Ministerio de la Mujer y Equidad de género, 
y en el traspaso de SENAME, Mineduc, Senama y Senadis, y  for-
talecer dispositivos de cuidado: Centros Diurnos, Centros Co-
munitarios, Establecimiento de Larga Estadía, escuelas, after 
school, jardines infantiles, salas cuna, y otros nuevos, que cuen-

Creación de un Sistema 
Nacional de Cuidados 

El Sistema Nacional Integral de Cuidados es un nuevo pilar 
esencial en el sistema de protección social y de salud de Chile. 
Responde a un modelo de corresponsabilidad social de los cui-
dados, entre hogares, Estado y comunidad; y desfeminizado, ya 
que apunta a superar la injusta división sexual del trabajo y la 
precariedad en la que se ejecutan las labores de cuidado. 

Las medidas de distanciamiento social aumentaron abrupta-
mente la carga de trabajo doméstico y de cuidados asumida por 
los hogares, y al interior de éstos, han sido las mujeres quienes 
la han absorbido mayoritariamente, enfrentando fuertes conse-
cuencias económicas y en salud. Si bien la pandemia ha exacer-
bado la llamada “crisis de los cuidados”, en Chile históricamente 
se han relegado los cuidados al ámbito familiar, con una precaria 
asistencia por parte del Estado y con una profunda desigualdad 
de género en la distribución de dichas tareas.

El desarrollo de una política de cuidado debe considerar que el 
cuidado es un derecho social que debe asegurarse a las perso-
nas desde que nacen hasta que mueren. La creación de un Sis-
tema Nacional Integral de Cuidado es esencial para mejorar el 
sistema de cuidado en nuestro país y asistir financieramente a 
aquellas personas que por asumir dicha función han visto limita-
das sus oportunidades laborales y consecuentemente han redu-
cidos sus ingresos. El reconocimiento monetario al trabajo de 
cuidados es urgente para promover la redistribución y corres-
ponsabilidad de las tareas entre hombres y mujeres y entre las 
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remuneración a la labor de cuidado es esencial y necesaria para 
mejorar el sistema de cuidado en nuestro país, sin embargo, es 
una medida insuficiente si no se consideran políticas laborales 
formales. La existencia de un contrato de trabajo es imprescin-
dible para el resguardo laboral del cuidado, definir una jornada 
laboral y el derecho a descanso deben ser pilares fundamenta-
les en la contratación de los y las cuidadoras informales. 

ten con estándares de calidad que entreguen dignidad a las 
personas, integración y respiro a las cuidadoras. 

La remuneración a quien cuida es esencial y necesaria para 
mejorar las condiciones donde ocurre el cuidado, pero se hace 
insuficiente sin trabajo intersectorial y comunitario desde el 
nivel central, entre ministerios; a nivel regional, en las seremis y 
delegaciones presidenciales; y a nivel local, en las Municipalida-
des y comunidades. 

El pilar de la remuneración del Sistema integral de cuidados 
fortalecerá, además, la economía de los territorios. En la actuali-
dad, las oportunidades laborales se concentran en los sectores 
más ricos de nuestras ciudades. De hecho, las restricciones a la 
movilidad que implica el cuidado de personas, junto con las 
barreras geográficas que emergen de la segregación residen-
cial, explican en parte la baja participación laboral de las muje-
res en Chile. Un sistema que se centre en la articulación de 
Estado con las comunidades locales, aumentaría la demanda por 
ocupación precisamente en sectores donde hay poco empleo. 
La remuneración a las cuidadoras implicaría además una mayor 
capacidad de consumo y, por consiguiente, el fortalecimiento de 
economías locales que hoy se encuentran sumamente deprimi-
das.

El reconocimiento monetario del trabajo de cuidado que 
muchas familias y principalmente mujeres están realizando, no 
tan solo tendría un impacto en las condiciones económicas de 
las familias y en el desarrollo de las economías locales, sino tam-
bién en las condiciones laborales donde ocurre el cuidado. La 

familias, las comunidades y el Estado. Estas acciones deben 
apuntar a la transformación cultural y hacia el logro de la igual-
dad de género comprometido en los ODS 2030.

Comprender el cuidado como una responsabilidad social amplía 
la mirada sobre los espacios de cuidado que debe promoverse 
en nuestro país. La idea imperante de que el cuidado tiene un 
carácter casi exclusivamente domiciliario mantiene la responsa-
bilidad de cuidado en las familias, situación que genera altos 
niveles de sobrecarga, y por consiguiente una peor calidad del 
cuidado, al mismo tiempo que se vuelve insostenible debido a 
las transformaciones en las estructuras familiares. 

Se requiere un cambio de paradigma que incorpore el cuidado 
comunitario como parte esencial en este nuevo Sistema Inte-
gral, y deben impulsarse medidas concretas de educación no 
sexista en todos los niveles, en programas educativos orienta-
dos a la redistribución de las tareas domésticas y de cuidado; 
así como el aumento de las coberturas de transferencias mone-
tarias directas a las personas que cuidan a personas dependien-
tes.

Para ello, se debe aumentar la cobertura de programas de cui-
dado ya existentes tanto en el Ministerio de Desarrollo Social y 
Familia, en el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, el Minis-
terio de Salud, en el Ministerio de la Mujer y Equidad de género, 
y en el traspaso de SENAME, Mineduc, Senama y Senadis, y  for-
talecer dispositivos de cuidado: Centros Diurnos, Centros Co-
munitarios, Establecimiento de Larga Estadía, escuelas, after 
school, jardines infantiles, salas cuna, y otros nuevos, que cuen-

Creación de un Sistema 
Nacional de Cuidados 

El Sistema Nacional Integral de Cuidados es un nuevo pilar 
esencial en el sistema de protección social y de salud de Chile. 
Responde a un modelo de corresponsabilidad social de los cui-
dados, entre hogares, Estado y comunidad; y desfeminizado, ya 
que apunta a superar la injusta división sexual del trabajo y la 
precariedad en la que se ejecutan las labores de cuidado. 

Las medidas de distanciamiento social aumentaron abrupta-
mente la carga de trabajo doméstico y de cuidados asumida por 
los hogares, y al interior de éstos, han sido las mujeres quienes 
la han absorbido mayoritariamente, enfrentando fuertes conse-
cuencias económicas y en salud. Si bien la pandemia ha exacer-
bado la llamada “crisis de los cuidados”, en Chile históricamente 
se han relegado los cuidados al ámbito familiar, con una precaria 
asistencia por parte del Estado y con una profunda desigualdad 
de género en la distribución de dichas tareas.

El desarrollo de una política de cuidado debe considerar que el 
cuidado es un derecho social que debe asegurarse a las perso-
nas desde que nacen hasta que mueren. La creación de un Sis-
tema Nacional Integral de Cuidado es esencial para mejorar el 
sistema de cuidado en nuestro país y asistir financieramente a 
aquellas personas que por asumir dicha función han visto limita-
das sus oportunidades laborales y consecuentemente han redu-
cidos sus ingresos. El reconocimiento monetario al trabajo de 
cuidados es urgente para promover la redistribución y corres-
ponsabilidad de las tareas entre hombres y mujeres y entre las 
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remuneración a la labor de cuidado es esencial y necesaria para 
mejorar el sistema de cuidado en nuestro país, sin embargo, es 
una medida insuficiente si no se consideran políticas laborales 
formales. La existencia de un contrato de trabajo es imprescin-
dible para el resguardo laboral del cuidado, definir una jornada 
laboral y el derecho a descanso deben ser pilares fundamenta-
les en la contratación de los y las cuidadoras informales. 
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des y comunidades. 

El pilar de la remuneración del Sistema integral de cuidados 
fortalecerá, además, la economía de los territorios. En la actuali-
dad, las oportunidades laborales se concentran en los sectores 
más ricos de nuestras ciudades. De hecho, las restricciones a la 
movilidad que implica el cuidado de personas, junto con las 
barreras geográficas que emergen de la segregación residen-
cial, explican en parte la baja participación laboral de las muje-
res en Chile. Un sistema que se centre en la articulación de 
Estado con las comunidades locales, aumentaría la demanda por 
ocupación precisamente en sectores donde hay poco empleo. 
La remuneración a las cuidadoras implicaría además una mayor 
capacidad de consumo y, por consiguiente, el fortalecimiento de 
economías locales que hoy se encuentran sumamente deprimi-
das.
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tan solo tendría un impacto en las condiciones económicas de 
las familias y en el desarrollo de las economías locales, sino tam-
bién en las condiciones laborales donde ocurre el cuidado. La 

familias, las comunidades y el Estado. Estas acciones deben 
apuntar a la transformación cultural y hacia el logro de la igual-
dad de género comprometido en los ODS 2030.

Comprender el cuidado como una responsabilidad social amplía 
la mirada sobre los espacios de cuidado que debe promoverse 
en nuestro país. La idea imperante de que el cuidado tiene un 
carácter casi exclusivamente domiciliario mantiene la responsa-
bilidad de cuidado en las familias, situación que genera altos 
niveles de sobrecarga, y por consiguiente una peor calidad del 
cuidado, al mismo tiempo que se vuelve insostenible debido a 
las transformaciones en las estructuras familiares. 

Se requiere un cambio de paradigma que incorpore el cuidado 
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gral, y deben impulsarse medidas concretas de educación no 
sexista en todos los niveles, en programas educativos orienta-
dos a la redistribución de las tareas domésticas y de cuidado; 
así como el aumento de las coberturas de transferencias mone-
tarias directas a las personas que cuidan a personas dependien-
tes.

Para ello, se debe aumentar la cobertura de programas de cui-
dado ya existentes tanto en el Ministerio de Desarrollo Social y 
Familia, en el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, el Minis-
terio de Salud, en el Ministerio de la Mujer y Equidad de género, 
y en el traspaso de SENAME, Mineduc, Senama y Senadis, y  for-
talecer dispositivos de cuidado: Centros Diurnos, Centros Co-
munitarios, Establecimiento de Larga Estadía, escuelas, after 
school, jardines infantiles, salas cuna, y otros nuevos, que cuen-
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que apunta a superar la injusta división sexual del trabajo y la 
precariedad en la que se ejecutan las labores de cuidado. 

Las medidas de distanciamiento social aumentaron abrupta-
mente la carga de trabajo doméstico y de cuidados asumida por 
los hogares, y al interior de éstos, han sido las mujeres quienes 
la han absorbido mayoritariamente, enfrentando fuertes conse-
cuencias económicas y en salud. Si bien la pandemia ha exacer-
bado la llamada “crisis de los cuidados”, en Chile históricamente 
se han relegado los cuidados al ámbito familiar, con una precaria 
asistencia por parte del Estado y con una profunda desigualdad 
de género en la distribución de dichas tareas.

El desarrollo de una política de cuidado debe considerar que el 
cuidado es un derecho social que debe asegurarse a las perso-
nas desde que nacen hasta que mueren. La creación de un Sis-
tema Nacional Integral de Cuidado es esencial para mejorar el 
sistema de cuidado en nuestro país y asistir financieramente a 
aquellas personas que por asumir dicha función han visto limita-
das sus oportunidades laborales y consecuentemente han redu-
cidos sus ingresos. El reconocimiento monetario al trabajo de 
cuidados es urgente para promover la redistribución y corres-
ponsabilidad de las tareas entre hombres y mujeres y entre las 
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remuneración a la labor de cuidado es esencial y necesaria para 
mejorar el sistema de cuidado en nuestro país, sin embargo, es 
una medida insuficiente si no se consideran políticas laborales 
formales. La existencia de un contrato de trabajo es imprescin-
dible para el resguardo laboral del cuidado, definir una jornada 
laboral y el derecho a descanso deben ser pilares fundamenta-
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barreras geográficas que emergen de la segregación residen-
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tan solo tendría un impacto en las condiciones económicas de 
las familias y en el desarrollo de las economías locales, sino tam-
bién en las condiciones laborales donde ocurre el cuidado. La 

familias, las comunidades y el Estado. Estas acciones deben 
apuntar a la transformación cultural y hacia el logro de la igual-
dad de género comprometido en los ODS 2030.

Comprender el cuidado como una responsabilidad social amplía 
la mirada sobre los espacios de cuidado que debe promoverse 
en nuestro país. La idea imperante de que el cuidado tiene un 
carácter casi exclusivamente domiciliario mantiene la responsa-
bilidad de cuidado en las familias, situación que genera altos 
niveles de sobrecarga, y por consiguiente una peor calidad del 
cuidado, al mismo tiempo que se vuelve insostenible debido a 
las transformaciones en las estructuras familiares. 

Se requiere un cambio de paradigma que incorpore el cuidado 
comunitario como parte esencial en este nuevo Sistema Inte-
gral, y deben impulsarse medidas concretas de educación no 
sexista en todos los niveles, en programas educativos orienta-
dos a la redistribución de las tareas domésticas y de cuidado; 
así como el aumento de las coberturas de transferencias mone-
tarias directas a las personas que cuidan a personas dependien-
tes.

Para ello, se debe aumentar la cobertura de programas de cui-
dado ya existentes tanto en el Ministerio de Desarrollo Social y 
Familia, en el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, el Minis-
terio de Salud, en el Ministerio de la Mujer y Equidad de género, 
y en el traspaso de SENAME, Mineduc, Senama y Senadis, y  for-
talecer dispositivos de cuidado: Centros Diurnos, Centros Co-
munitarios, Establecimiento de Larga Estadía, escuelas, after 
school, jardines infantiles, salas cuna, y otros nuevos, que cuen-

Creación de un Sistema 
Nacional de Cuidados 

El Sistema Nacional Integral de Cuidados es un nuevo pilar 
esencial en el sistema de protección social y de salud de Chile. 
Responde a un modelo de corresponsabilidad social de los cui-
dados, entre hogares, Estado y comunidad; y desfeminizado, ya 
que apunta a superar la injusta división sexual del trabajo y la 
precariedad en la que se ejecutan las labores de cuidado. 

Las medidas de distanciamiento social aumentaron abrupta-
mente la carga de trabajo doméstico y de cuidados asumida por 
los hogares, y al interior de éstos, han sido las mujeres quienes 
la han absorbido mayoritariamente, enfrentando fuertes conse-
cuencias económicas y en salud. Si bien la pandemia ha exacer-
bado la llamada “crisis de los cuidados”, en Chile históricamente 
se han relegado los cuidados al ámbito familiar, con una precaria 
asistencia por parte del Estado y con una profunda desigualdad 
de género en la distribución de dichas tareas.

El desarrollo de una política de cuidado debe considerar que el 
cuidado es un derecho social que debe asegurarse a las perso-
nas desde que nacen hasta que mueren. La creación de un Sis-
tema Nacional Integral de Cuidado es esencial para mejorar el 
sistema de cuidado en nuestro país y asistir financieramente a 
aquellas personas que por asumir dicha función han visto limita-
das sus oportunidades laborales y consecuentemente han redu-
cidos sus ingresos. El reconocimiento monetario al trabajo de 
cuidados es urgente para promover la redistribución y corres-
ponsabilidad de las tareas entre hombres y mujeres y entre las 
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12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.
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12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.

4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Un país 
con Enfoque 
de Derechos, 

 Inclusivo
y Diverso

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.

64

4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.

87

4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

En base a Estudios de Política Rural de la OCDE - Chile 20162

2

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.

93

4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.

110

4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



12.    Recuperaremos el edificio adyacente al GAM (ex Diego 
Portales) como sede para el Ministerio de las Culturas, las Artes 
y el Patrimonio, garantizando infraestructura adecuada tanto 
para elencos artísticos como para diversos fines culturales.

13.    Fortaleceremos la labor de los museos públicos y sus roles 
diversos como agentes locales de desarrollo y expresividad 
sociocultural participativa, motivando la gestión de sus colec-
ciones, potenciando el intercambio interinstitucional entre 
agentes estatales y sociedad civil. Un sistema que visibilice y 
potencie una gestión expandida, en red y moderna de cara a los 
territorios, sus comunidades y la ciudadanía en general.

Establecer espacios democráticos, 
participativos y vinculantes de todas las 
voces (portadores de intereses) en el que 
hacer del estado en materia de culturas, 
artes y patrimonios

Queremos que Chile sea una democracia cultural descentraliza-
da, desconcentrada, participativa e inclusiva. Estamos llamados 
a co-diseñar un nuevo modelo cultural que posibilite superar el 
paradigma Neoliberal de la homogeneización, el monoculturalis-
mo, la competencia economicista, la segregación, el individua-
lismo, el clientelismo y el patriarcado, para lo cual pretendemos 
resaltar un modelo intercultural, que no segregue, con enfoque 
de género, que recoja las particularidades de los diversos terri-
torios y que incluya la democracia participativa en los modelos 
de gestión cultural en todo ámbito, y desde el enfoque de los 
derechos.

de funciones, unificando presupuestos, áreas y equipos. 

6.    Crearemos nuevos mecanismos de asignación de recursos 
públicos para el fomento y difusión de las culturas, las artes y los 
patrimonios para mejorar, complementar y/o cambiar el actual 
modelo de distribución vía “Fondos Concursables”, transforman-
do la lógica de la competencia en una de colaboración. 

7.    instrumentos de planificación y presupuesto anuales/bianua-
les/trianuales que permitan su implementación en sinergia con la 
naturaleza de los programas (corto, mediano y largo plazo).
8.    Revisaremos la actual institucionalidad cultural y todos sus 
órganos dependientes, a fin de garantizar su eficiencia y creci-
miento adecuado a los desafíos presentes y futuros, consideran-
do ámbitos emergentes en equivalencia con recursos económi-
cos, perfiles técnicos y profesionales con carga laboral en equi-
valencia.

9.    Promoveremos mejores condiciones laborales para trabaja-
doras y trabajadores en sistema honorarios y contrata.

10.    Dotar a la institucionalidad cultural de Institutos de Fo-
mento para las Artes (Música, Audiovisual, Artes Escénicas y 
Artes Visuales) que consideren investigación, difusión, docu-
mentación, formación y certificación para los diversos sectores 
artísticos; que permitan el acceso al conocimiento y las técnicas 
en sus distintos géneros y niveles; que implementen las políti-
cas culturales de cada sector con sus diversos géneros y  forma-
tos; y que cuenten con infraestructura, legislación y recursos 
propios.
11.    Impulsaremos que las nuevas obras de infraestructura pú-
blica (a nivel local, regional y nacional) contemplen espacios 
para fines culturales o actividades relacionadas que convoquen 
a la comunidad en su conjunto.

Propuestas programáticas:

1.     Aumentar significativamente la inversión para culturas, 
artes y patrimonios al 2.0% del presupuesto de la Nación. Con 
ello financiaremos políticas, planes y programas orientados a la 
ciudadanía, resignificando este sector como un factor estratégi-
co para el desarrollo integral de las y los habitantes del país y de 
las y los chilenos en el exterior.

2.     Aumentaremos los fondos regionales (actual FNDR) del 2 al 
4% para generar un sistema de financiamiento de la cultura 
desde los gobiernos regionales que se destinará a proyectos 
culturales de municipios, fomento de la asociatividad cultural y 
sus organizaciones; y otras instituciones sin fines de lucro.

3.     Evaluaremos, para actualizar y mejorar los marcos normati-
vos en materia de cultura e institucionalidad cultural, con el fin de 
ajustarla a las necesidades del país y los objetivos transversales 
del gobierno, de mayor participación vinculante, despliegue en el 
territorio, descentralización y desconcentración real, consideran-
do la participación e incidencia de las personas mediante la crea-
ción de órganos representativos y con poder resolutivo. 

4.     Impulsaremos la creación y funcionamiento de observato-
rios culturales especializados, respetando su autonomía e inde-
pendencia en la labor.  

5.    Evaluaremos la eficiencia del gasto público en culturas, arte y 
patrimonios, permitiendo conocer los impactos de las políticas, 
planes, programas y proyectos implementados. Por ejemplo, en 
las Políticas Culturales Sectoriales, Plan Nacional de Fomento 
Economía Creativa y Programa Estratégico Economía Creativa, 
entre otras. Lo anterior, evitará evitar duplicidades, superposición 

to; y que conduzca a Chile y su pueblo por un camino de supe-
ración del modelo Neoliberal en un corto, mediano y largo plazo.

2.  Democratizar las decisiones sobre política cultural, a través 
de la creación de órganos representativos que consideren inte-
grantes electas y electos por sus pares, mediante votación po-
pular, para los distintos sectores de la cultura, que contribuyan 
tanto en procesos de diseño y aprobación de planes y progra-
mas para la implementación de políticas culturales como en la 
incidencia de la comunidad en la distribución del presupuesto 
destinado a cada sector y/o disciplina. Proponemos una base 
normativa dinámica y actualizada, que permita la descentraliza-
ción de los recursos y del poder hacia los territorios.

3.    Garantizar el cambio cultural de Chile, incorporando a todas 
las personas que habitan en el territorio de Chile, chilenas y 
chilenos que viven en otras latitudes, para avanzar en el recono-
cimiento de nuestra diversidad, en los modos de relacionarnos, 
valorando y resguardando los patrimonios, las expresiones cul-
turales de los pueblos originarios y las tradiciones culturales de 
las y los migrantes para que accedan al disfrute y uso de los 
bienes artísticos culturales, ampliando el ejercicio de los dere-
chos culturales, desde el vínculo cultura y de educación. 

Institucionalidad 
Cultural y Financiamiento de las Culturas, 
las Artes y los Patrimonios

La Cultura nunca ha sido una prioridad nacional y así lo de-
muestra la mezquina inversión en el sector que equivale al 0.3% 
del presupuesto total de la Nación. Proponemos implementar 
una sólida institucionalidad cultural con enfoque territorial, des-
concentrada, intercultural, intersectorial y con perspectiva 
género.

manera intersectorial, interinstitucional e internacional. 

Las lógicas y prácticas Neoliberales han permeado amplios 
espectros de la sociedad, privilegiando aspectos comerciales y 
hegemónicos por sobre el rol de la cultura en la cohesión social, 
la construcción de una sociedad del conocimiento y su indiscu-
tible y sustantivo aporte al mejoramiento de la calidad de vida 
de las personas. La política cultural que pretendemos imple-
mentar se hará cargo de cambiar colectivamente esta realidad.

Se debe avanzar, entonces, en una propuesta que aborde estas 
falencias desde una mirada de trayecto, que nos invite a transi-
tar hacia un proyecto cultural distinto, donde la participación 
vinculante tenga como protagonista a los pueblos; las y los crea-
dores, las y los cultores, las y los educadores culturales. Serán 
ellas y ellos quienes promuevan una redefinición de los dere-
chos culturales de todas y todos. 

Hablamos de trayecto, porque haremos colectivamente una ruta 
donde la dignidad y las identidades diversas de los pueblos sean 
una inspiración permanente, creada y recreada por las diversas 
comunidades que coexisten en torno a las artes, las culturas y 
los patrimonios, con el fin de contar con una política sustantiva 
de desarrollo cultural. En este sentido, proponemos los siguien-
tes objetivos:

1.       Avanzar hacia la articulación de un “Sistema Cultura” inte-
grado transversalmente a la política nacional de desarrollo del 
programa de gobierno, que trabaje intersectorialmente con 
temáticas que respeten y consideren la cosmovisión de las pri-
meras naciones; que aborde de manera transversal ámbitos 
como educación, género, diversidad; ciencias y tecnología, 
I+D+i, DD.HH, medio ambiente, salud, comunicaciones, reactiva-
ción económica, pensiones, defensa, constitución y presupues-

se proyecte en una sociedad activa y organizada. Nos propone-
mos construir políticas publicas participativas, descentralizadas, 
comunitarias, vinculantes, informadas, contemporáneas y de-
mocráticas, que respeten los valores de la plurinacionalidad, la 
interculturalidad, la diversidad cultural, la equidad de género, el 
cuidado del medio ambiente, la salvaguarda de los patrimonios 
naturales, materiales e inmateriales; la memoria y los derechos 
humanos, potenciando el pensamiento crítico, la soberanía, la 
diversidad cultural, la creatividad, la innovación, la voluntad tras-
formadora y la sabiduría de nuestro pueblo. Pretendemos con-
tribuir decididamente al establecimiento de derechos culturales 
que garanticen condiciones de vida dignas, desarrollo integral y 
acceso a los bienes y servicios culturales para todas las y los 
habitantes del país. 
Trabajaremos solidariamente para crear, mantener y mejorar 
condiciones objetivas que posibiliten que las culturas, las artes, 
los patrimonios y la participación ciudadana, puedan expandirse 
con libertad. Reconocemos nuestra diversidad y las múltiples 
identidades socioculturales, un modo de convivencia basado en 
la colaboración, el respeto mutuo y la valoración del ser humano 
sin distinción, des mercantilizando nuestras formas de relacio-
narnos. Trabajaremos para que se reconozca y valore el rol de las 
y los trabajadores de la cultura con mirada de futuro. Promove-
remos, a través de la acción cultural, la educación y las comuni-
caciones; vincularemos la educación y el arte, para que niños y 
niñas sean protagonistas de un cambio cultural y social en Chile.

La cultura es una dimensión de la vida humana caracterizada 
por una elevada complejidad. Nos enfrentamos a un hermoso 
desafío que es resolver el desarrollo inorgánico de una institu-
cionalidad cultural que no está a la altura de las necesidades de 
nuestro país, con políticas culturales elaboradas de manera uni-
direccional, vertical y corporativista, que desconocen la riqueza 
y diversidad presentes en los territorios, en nuestras comunida-
des y primeras naciones. Un sector al que históricamente se le 
han asignado recursos insuficientes que hacen compleja la ne-
cesaria coordinación y articulación en distintos niveles, de 

Las transformaciones sociales están conectadas con nuestra 
memoria individual y colectiva. Son procesos de construcción 
social en los que todos y todas somos parte. Nuestra memoria 
histórica y cultural ha potenciado las profundas y necesarias 
transformaciones que el país necesita para que, mirando y reco-
nociendo el pasado, avancemos hacia una sociedad que garanti-
ce el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

La revuelta iniciada el 18 de octubre 2019, evidenció que es ne-
cesario garantizar nuestro derecho a manifestarnos y tomar las 
calles como expresión de nuestras diferencias, demandas y 
fortalezas.

Propuestas programáticas:

1.     Contaremos con una institucionalidad y una política cultu-
ral que considere en sus fundamentos la memoria fracturada del 
Chile reciente y pasado, que permita materializar acciones tanto 
para la difusión de la verdad de la historia como de reflexión 
para un futuro sin violaciones a los derechos humanos.

2.   Incorporaremos en la malla curricular de la enseñanza obli-
gatoria contenidos referidos a memoria y Derechos Humanos.

3.   Financiaremos la producción de contenidos en distintos for-
matos (libro, música, audiovisual, artes escénicas etc.) que poten-
cien la transmisión de la memoria colectiva así como la debida 
distribución en bibliotecas, escuelas, centros culturales, etc.

Derecho a las Culturas, 
Artes y Patrimonio
 
El actual momento constituyente nos brinda la oportunidad 
histórica de reflexionar acerca de un “Sistema de Cultura” que 

     Acceso a salud física y psicológica, incluyendo la reparación 
de daños provocados por la acción de agentes del Estado, por 
ejemplo, en el caso de trauma ocular, lesiones por productos 
químicos o traumas derivados del sometimiento a tortura y 
tratos crueles e inhumanos.

     Acceso a becas de educación para hijos e hijas de víctimas de 
violaciones a los derechos humanos, heredable a generaciones 
posteriores.

     Ingreso gratuito a universidades o centros de capacitación 
técnica o profesional de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos, con el objetivo de lograr su reconversión 
laboral en aquellos casos en que no sea posible ejercer el anti-
guo oficio o profesión como consecuencia de los daños sufri-
dos.

     Acceso a subsidios habitacionales para víctimas de violacio-
nes a los derechos humanos.

5.   Terminar con la criminalización del derecho a manifestarse:

     Derogación de la Ley Nº 21.208 que modifica el código penal 
para tipificar acciones que atenten contra la libertad de circula-
ción de las personas en la vía pública, a través de medios violen-
tos e intimidatorios, y fija las penas aplicables al saqueo en las 
circunstancias que indica o Ley Antibarricadas y Antisaqueos.

     Derogación de la Ley Nº 20.931 que facilita la aplicación efec-
tiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y 
receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos o 
Ley de Control de Identidad.

Fomentar la Memoria Histórica 
y el Respeto a los Derechos Humanos

implementar medidas que respondan a la gravedad de la situa-
ción descrita, sino principalmente que abran la discusión sobre 
la efectividad de las medidas adoptadas en el campo de la Justi-
cia de Transición para enfrentar el legado de horror de la dicta-
dura militar.
Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, sus 
familiares y, en general, la sociedad chilena deben tener acceso 
a la información de lo ocurrido, los culpables deben ser juzgados 
con penas acorde a los delitos cometidos, y debe existir una 
política pública que repare individual y colectivamente el daño 
sufrido por varias generaciones de chilenas y chilenos.

Propuestas programáticas:

1.   Creación de una Comisión de Verdad y Justicia permanente, 
que tenga como objetivo investigar graves violaciones a los 
derechos humanos, facilitar documentación a los tribunales de 
justicia, apuntar a los responsables de esas violaciones cuando 
eso sea posible y calificar a las víctimas.

2.   Proponemos la libertad a las y los presos políticos de la 
revuelta social que inició este nuevo ciclo político del país.

3.   Promoveremos una ley de sitios de memoria, que rescate 
lugares, promueva el hallazgo y el financiamiento permanente y 
estable de esos espacios, con el objetivo de abrirlos a activida-
des sociales, culturales y políticas. De esta forma, se busca 
poner fin al sistema de financiamiento por concurso.

4.   Garantizar el acceso de víctimas calificadas por violaciones 
a los derechos humanos a políticas de bienestar social, tales 
como:

     Pensión vitalicia.

de comunicación. Se propone evaluar la implementación de 
experiencias de ministerios de Información o Comunicaciones, 
existentes en diversos países del mundo.

Verdad, Memoria, Justicia, Reparación, 
Reformas Institucionales  y Garantías de 
no repetición

La prevalencia de la verdad por sobre la justicia en los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos no parece haber 
dado los resultados esperados, en términos de construir una 
sociedad más democrática y de instituciones que garanticen los 
derechos más esenciales de las personas, así como la no repeti-
ción de tales atrocidades. En este sentido, una propuesta en 
materia de verdad, memoria, justicia y no repetición debiera 
considerar no solo las heridas dejadas por la dictadura militar, 
sino principalmente medidas que tengan como objetivo conso-
lidar una sociedad más democrática, con instituciones respe-
tuosas de los derechos humanos y mecanismos eficientes para 
controlar la actuación de las instituciones del Estado y la no 
repetición de esas violaciones.

En Chile, durante la dictadura, se violaron de manera sistemática 
los derechos humanos, lo que significó la pérdida de más de 
cuatro mil vidas, entre quienes fueron asesinados y detenidos 
desaparecidos. Más de 35 mil personas padecieron la prisión 
política y la tortura, y cientos de miles debieron partir al exilio o 
perdieron sus trabajos por razones políticas. Junto con esto, se 
vulneraron derechos como la libertad de expresión, de reunión y 
en general de todo tipo de participación política.

La violenta represión de la que han sido víctimas miles de mani-
festantes, junto con las denuncias de graves violaciones a los 
derechos humanos, ponen de manifiesto no solo la urgencia de 

medios públicos, que incluya las distintas plataformas (audiovi-
sual, sonoro, escrito y virtual).

5.   Promover una ley Orgánica de Comunicación (LOC); Ley de 
Servicios Mediales, Ley de Medios o como prefiera denominarse. 
Chile carece de una institucionalidad en materia de comunicacio-
nes; adicionalmente, la legislación que regula el sector está repar-
tida en múltiples leyes de diferente alcance y ámbitos de emana-
ción, a diferencia de otros países como Ecuador o Canadá. 
Una LOC permitiría establecer una política pública de creación y 
fomento de medios de comunicación; estableciendo garantías 
para la existencia de los tres sectores de la comunicación: 
medios públicos fortalecidos; privados con regulaciones en su 
estructura de propiedad y sociales o sin fines de lucro con 
apoyo público que les haga sustentables; así como el contexto 
digital. Asimismo, permitiría administrar de un modo transpa-
rente y democrático, la asignación de frecuencias y los diversos 
mecanismos de financiamiento que hoy existen y que son 
opacos y fragmentados. La nueva Carta Magna deberá dar rango 
constitucional a la existencia de esos tres sectores de medios y 
a la regulación de la concentración de la propiedad medial pri-
vada. 

6.   Crear un organismo de Defensoría de audiencias y públicos. 
Sentar las bases del debate para la creación de un organismo 
autónomo del Estado, encargado de velar por los derechos de 
las audiencias frente a los grandes medios masivos. Su papel 
será contar con campañas de educación y defensa de sectores 
históricamente excluidos o discriminados de los relatos mediá-
tico, como indígenas, mujeres, migrantes, niñas, niños, adoles-
centes, entre otros.

7.   Institucionalidad Pública de Comunicación. Es importante 
evaluar la incorporación de una nueva estructura en el Ejecutivo, 
que analice y estudie el devenir de políticas públicas en materia 

Propuestas programáticas:

1.  Crear un medio público. Por eso, sugerimos modificar la ley 
de TVN para dotarla de una concepción de medio público, que 
modifique el nombramiento de su directorio y contemple finan-
ciamiento mixto (público y privado) que le permita cumplir con 
su rol de educar, informar y entretener.

2.  Soberanía tecnológica para un Chile seguro e independiente 
(impulso del software libre en la administración y en la educa-
ción pública. Chile promocionará el uso de un software libre 
gratuito, estable, más eficiente y con énfasis en las instituciones 
educativas públicas.

3.  La Asamblea General de las Naciones Unidas definió el año 
2016 el acceso a Internet como un Derecho Humano. En Chile es 
fundamentalmente una mercancía administrada por pocas em-
presas en un mercado hiperconcentrado. La digitalización cre-
ciente de las más diversas actividades, y los efectos de la pan-
demia hacen urgente reconocerlo como DD.HH en la nueva 
Constitución. Además, se hace necesario llevar medidas concre-
tas tendientes a permitir el acceso a internet y el acceso al hard-
ware necesario para las comunidades y las personas. Así, a me-
diano plazo, se propone el impulso y aceleración de Plan de 
Banda Ancha para Chile que garantice el acceso.

4.  Se propone sentar las bases de lo que debe ser una Platafor-
ma o Sistema de Medios Públicos (SMP). El debilitamiento, sino 
derechamente la destrucción de los medios públicos (mediante 
privatización o precarización) ha sido una marca de las políticas 
Neoliberales en el ámbito de lo mediático-comunicacional. Es lo 
que ha ocurrido en Chile, sobre todo a partir de 1990. Por el 
contrario, gobiernos progresistas han optado por una clara polí-
tica de fortalecimiento del SMP; es lo que proponemos que tam-
bién ocurra en nuestro país. Así, sugerimos el desarrollo de una 
política pública que funde e integre un modelo multimedial de 

bución, servicio al cliente y editorial; rubros en que los medios 
de comunicación masiva ejercen un rol ideológico, político y 
económico, permitiéndose, sin ningún tipo de regulación, lo que 
se denomina concentración vertical y horizontal, propiedad 
cruzada y en distintos sectores productivos. Un modelo de ne-
gocio que se expande, además, al mercado de los medios digita-
les. 

En radio, el control está en manos de los holdings Iberoamerica-
na Radio Chile, Grupo Luksic, grupo Bethia y Grupo Dial. En 
televisión los principales grupos son TVN, Grupo Bethia (nueva-
mente), Grupo Luksic (nuevamente) y Time Warner. Escenario 
que se repite con los gigantes mundiales de la virtualidad. 
La concentración de la propiedad es una realidad sistémica que 
afecta la garantía colectiva de los derechos asociados a la comu-
nicación y ha prevalecido por décadas. Si bien se remite a una 
realidad económica, también se manifiesta en el plano ideológi-
co, ejemplo de lo anterior es la práctica habitual de los medios 
masivos que tienden a exponer una reducida representación de 
la sociedad cargada de valores, juicios y prejuicios. 
La concentración de los medios también es geográfica y se ex-
presa no solo en la convergencia de todos los medios nacionales 
en Santiago, sino también en que muchos medios regionales y 
provinciales tienen matriz en la capital del país y sus equipos 
profesionales están conformados principalmente por trabajado-
res y trabajadoras que provienen de las grandes ciudades. Por 
otro lado, no existe resguardo de medios sociales o sin fines de 
lucro, que más bien son estigmatizados y criminalizados en su 
actuar. Tampoco hay institucionalidad alguna que cuide los de-
rechos de las audiencias. 

Como se ha dicho, proponemos modificar la concepción Neoli-
beral de los derechos asociados a la comunicación y hacer más 
equitativo el sistema de medios. Es decir, asumiendo la dimen-
sión colectiva de estos derechos como condición básica a ga-
rantizar por parte del Estado, lo que incluye el pluralismo infor-
mativo y el acceso equitativo a los medios de comunicación.

nicación que se sostienen en la deficiente garantía de estos 
derechos en la Constitución, a la vez que la falta de instituciona-
lidad y políticas públicas en relación a materias como la comuni-
cación y el fomento de desarrollo de medios de comunicación 
diversos para garantizar el pluralismo informativo. 

La herencia de la dictadura y la nula acción de los gobiernos 
democráticos permitieron sostener un modelo de comunica-
ción privatizado que excluye voces diversas y sobre representa 
intereses de los sectores hegemónicos. Una de las principales 
trabas se encuentra en la actual Constitución, la que establece 
en el artículo 19 – N°12 “la libertad de emitir opinión y la de infor-
mar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier 
medio…”, desconociendo el derecho de la población a comuni-
car y recibir información oportuna, diversa y veraz, ya que 
omite, sin más, a la sociedad receptora y la dimensión colectiva 
de los derechos asociados a la comunicación. Además, prohíbe 
solo el “monopolio estatal sobre los medios de comunicación 
social”, sin regular otros sectores. 
Aquello ha provocado un escenario medial de alta concentra-
ción de la propiedad de medios privados, sin medios públicos, y 
persecución a medios sociales o comunitarios. Uno de los 
peores escenarios de América Latina. 

En el caso de la prensa escrita, existe un cuasi duopolio entre 
dos conglomerados: El Mercurio y COPESA. La prensa escrita 
presenta una situación crítica de concentración que se sostiene 
en el tiempo. Las empresas El Mercurio SAP y el Consorcio Pe-
riodístico de Chile, COPESA, líderes indiscutidos del mercado, 
concentran un 82% de lectoría y más del 84% de la publicidad en 
el sector. Este virtual duopolio entre ambas empresas se extien-
de también a la prensa regional donde tienen un fuerte control. 

Por otra parte, ambos son parte de empresas inmobiliarias, 
financieras, alimentarias, agrícolas y agroindustriales, de distri-

transporte público de Santiago. Demarcación, segregación física 
y fiscalización electrónica de toda la red vial de uso exclusivo.

6.   Diversificación del sistema tarifario del transporte público 
de Santiago: Se disminuirá la tarifa a medida que se hagan más 
viajes en el sistema, disminuyendo el gasto de las familias que 
usan preferentemente el sistema de transporte público por 
medio de la tarjeta de prepago. Por otra parte, vamos a bajar las 
tarifas para adultos mayores y personas en riesgo social, además 
de las y los estudiantes.

7.   Se promoverá el uso y comercialización de vehículos eléctri-
cos, impulsando la implementación de electrocargadores en 
estacionamientos y espacios públicos, disponibilidad de esta-
cionamientos exclusivos en áreas urbanas saturadas y rebaja del 
IVA por la compra de vehículos eléctricos.

8.   En el transporte multimodal, proponemos el inicio de pavi-
mentación y modernización de la Carretera Austral a un están-
dar de carretera bidireccional con dos carriles de circulación y 
toda la infraestructura esencial, la evaluación y análisis de 
nuevas tecnologías y modos de transporte, como lo es el metro-
cable y sistema de buses O-Bahn para comunas rurales y la 
construcción de tren Melipilla – Estación Central.

Derecho a la 
Comunicación y medios

El derecho humano a la comunicación y libre expresión, así 
como el derecho a una información plural, veraz y oportuna está 
resguardado por el sistema internacional de derechos humanos 
y entendido como condición básica de toda democracia. En ese 
contexto, Chile enfrenta grandes desafíos en materia de comu-

Cambiar la lógica sobre la que se planifica el transporte y movili-
dad en Chile, asumiendo al transporte público y modos no me-
canizados de desplazamiento como el eje y pilar central de la 
planificación, invirtiendo, priorizado y potenciando a estos 
modos y alternativas de transporte y movilidad por sobre el 
automóvil particular.

Propuestas programáticas:
1.   Impulsaremos un sistema nacional de transporte público, 
bajo una sola dirección, permitiendo generar políticas virtuosas 
en todas las regiones, así como la complementación de los ser-
vicios de buses y trenes urbanos.

2.   Crear e implementar la figura de Autoridad Metropolitana 
del Transporte a nivel regional, con atribuciones y responsabili-
dades sobre la planificación y operación del sistema de trans-
porte urbano regional. 

3.   Impulsaremos un ferrocarril que una el territorio chileno, el 
proyecto a realizarse en los cuatro años de gobierno, servirá 
para el trasporte de carga y pasajeros e implicará una fuerte 
inversión pública en infraestructura.

4.   Construcción de líneas de metro L7, L8 y L9 además de la 
extensión de las líneas L2, L3 y L4, de manera de dar más conec-
tividad a la Región Metropolitana. Del mismo modo, iniciaremos 
el estudio de iniciativas de mejoramiento de los trenes urbanos 
de Valparaíso y Concepción.

5.   Construcción, habilitación y mejoramiento de 100 nuevos 
kilómetros de vías exclusivas o pistas solo buses al sistema de 

de cultivos y alimentos transgénicos en el país, incluida la prohi-
bición de producción de semillas transgénicas. 

Transporte para la Conectividad

Necesitamos cambiar la lógica sobre la que se ha estructurado 
la planificación del transporte en los últimos 30 años en Chile, 
con una desconexión total entre todas las iniciativas. Hemos 
terminado construyendo un sistema desconectado, ineficiente y 
que ha permitido la ganancia del sector privado a costa de ga-
rantías estatales, el proceso del transantiago ha sido un fracaso 
para el sistema de transporte público que no ha logrado ser 
revertido, el cual solo se ha profundizado con las leyes espejo, 
pues no existe un plan real de mejoramiento del transporte pú-
blico en el país.

La planificación del transporte en Chile se ha sostenido, fuerte-
mente, sobre la base del financiamiento privado y la estricta 
rentabilidad privada de las inversiones en proyectos de trans-
porte. De esta manera, en tanto un proyecto de transporte 
urbano o interurbano sea financiable privadamente, lo que im-
plica la necesaria rentabilidad económica privada en el mediano 
o largo plazo, se ha optado en muchos casos por estas solucio-
nes, descartando proyectos y soluciones de alta rentabilidad 
social y medioambiental. La política de transporte en Chile ha 
buscado, en muchos casos, oportunidades de negocios más que 
soluciones sustentables y sostenibles a las necesidades de 
transporte y movilidad. 

El futuro del transporte está en la implementación de la electro 
movilidad, hay que buscar ampliar el parque automotriz y los 
vehículos para transporte público a partir de energías eléctricas. 
Esto implica un salto en la forma en que producimos energías 
limpias, las almacenamos y las hacemos sustentables a largo 
plazo, este debe ser un compromiso del Estado de Chile.

4.    Reconocer la legitimidad de distintas formas de propiedad 
y usufructo de la tierra (privada, individual, colectiva, comunita-
ria, estatal, pública, cooperativa).

5.    Reconocer y garantizar el acceso a la tierra de todos y todas 
quienes la trabajen directamente. Establecer la obligación del 
Estado y todas las instituciones de garantizar el acceso a la 
tierra de las mujeres y jóvenes. Establecer el derecho a la resti-
tución de tierras usurpadas a los Pueblos originarios y campesi-
nos.

6.    Proteger la tierra y espacios rurales contra la especulación 
inmobiliaria y la expansión urbana e industrial.

7.    Reconocer las semillas como patrimonio de los pueblos y de 
la nación, que han sido desarrolladas por miles de años de tra-
bajo de comunidades campesinas e indígenas, especialmente 
por el trabajo de las mujeres del campo.  

8.    Establecer el deber del Estado de impedir cualquier políti-
ca, legislación, reglamentación o medida que limite el libre uso, 
intercambio, mejoramiento y conservación de las semillas.

9.    Reconocimiento del derecho a las semillas y a la biodiversi-
dad, que incluye el derecho de guardar, almacenar, transportar, 
intercambiar, dar, vender y reutilizar las semillas campesinas, así 
como el apoyo y fomento de los saberes campesinos y ancestra-
les. 

10.    Prohibición de privatizar las semillas, los animales y otras 
formas de vida, incluidos los procesos vitales, los componentes 
y estructuras celulares, genéticas y químicas de ellas.

11.    Prohibición de la producción, uso, consumo e importación 

Las políticas agrícolas y pesqueras deben desarrollarse de 
manera participativa y el Estado debe garantizar la existencia de 
instancias de participación efectiva para todos y todas quienes 
habiten y trabajen en los territorios rurales.  Es de especial im-
portancia que las organizaciones campesinas, indígenas y de la 
pesca y recolección de representación participen de  forma  
deliberativa y propositiva en la toma de decisiones que afecten 
su trabajo, su sustento,  sus formas de vida y los territorios que 
habitan.

Propuestas programáticas:

1.    Proponemos impulsar un plan nacional para el mundo rural, 
donde cada uno de los servicios públicos del país, partiendo por 
los propios ministerios, tengan un rol específico, que se combi-
nará de manera holística con el resto del Estado, de manera de 
congregar a amplias alianzas con los gobiernos locales y regio-
nales del mundo rural. En el caso de los gobiernos locales, ex-
tenderemos el alcance de los Planes Reguladores Comunales a 
la totalidad del territorio comunal para permitir que las zonas 
rurales sean también espacio de planificación e intervención 
local para asegurar la vida digna de la ruralidad.

2.    El incremento de ingresos propios en municipalidades 
rurales, por ejemplo, a través de la reducción o eliminación pro-
gresiva de las exoneraciones al impuesto a la propiedad y de 
hacer cumplir el pago de patentes empresariales al municipio, 
puede ayudar a los gobiernos locales a cumplir con las respon-
sabilidades que les han sido delegadas extendiendo las mismas 
a la totalidad del territorio comunal.

3.    La incorporación de variables adicionales en el Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional (FNDR), que consideren el costo 
de la prestación de servicios públicos en áreas escasamente 
pobladas, durante la etapa de evaluación ex ante de rentabilidad 
social, puede contribuir a reducir las desventajas de las localida-
des rurales al momento de competir por recursos del FNDR. 

El Estado debe establecer y reconocer la función social de la 
propiedad, la tierra, el agua y los ecosistemas, estableciendo a 
su vez el deber y poder del Estado para regular su uso, prohibir 
su deterioro, limitar o prohibir su concentración y, de ser nece-
sario, establecer procesos de redistribución. El Estado debe 
garantizar la sustentabilidad de los bienes naturales renovables 
y no renovables del territorio de Chile, que pertenecen a su pa-
trimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. No se 
arriendan, venden, sesionan ni concesionan.

El Estado de Chile debe otorgar rango constitucional a la Decla-
ración de los Derechos Campesinos y Otras Personas que Labo-
ran en el Ámbito Rural que emanó de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas y que fue firmada por Chile.
Se debe reconocer al campesinado como un sector social que 
desarrolla múltiples actividades económicas, que tiene caracte-
rísticas distintivas en lo económico, social y cultural, y que es 
fundamental para la soberanía alimentaria del país, la preserva-
ción de la biodiversidad y la creación de bienestar para todas y 
todos.
 
Se debe reconocer el derecho de la población rural a un nivel de 
vida decente, a la salud, a participar en la vida cultural, al acceso 
a la justicia, al agua potable y saludable, limpia y al saneamiento 
de la misma, así como el derecho a estar protegidos y protegi-
das contra desalojos forzados, contra la contaminación, entre 
otros.
 
El Estado debe garantizar la protección de la agricultura campe-
sina e indígena, la recolección y pesca artesanal, reconociendo y 
fomentando su papel fundamental en la producción de alimen-
tos para el consumo nacional. El Estado debe asegurar los 
medios y medidas necesarias para resguardar al sector de las 
prácticas que atenten contra su bienestar, permanencia y fun-
ción social.

15. Bajo ningún punto se considerará el uso de la fuerza para el 
desalojo de asentamientos precarios, lo cual estará garantizado 
cuando el derecho a la vivienda prime por sobre el derecho a la 
propiedad privada.

Mundo Rural 
Integrado al Desarrollo

El Estado, como representante de los intereses ciudadanos, 
debe ser el impulsor de un desarrollo nacional sustentable que 
permita superar la dependencia, desigualdad y fragilidad eco-
nómica del actual modelo Neoliberal y extractivista, mediante la 
promoción de la soberanía alimentaria, la industria nacional, la 
ciencia, la tecnología y los saberes tradicionales.

Actualmente, Chile carece de una política rural explicita y 
formal, como las que comúnmente existen en otros países de la 
OCDE. Es decir, no existe un enfoque territorial integral para el 
desarrollo de las regiones rurales del país. En contraste, tiene 
una serie de políticas sectoriales para aquellas actividades que 
más comúnmente son desarrolladas en las áreas rurales, princi-
palmente actividades basadas en la extracción de recursos na-
turales y en la agricultura, así como algunas medidas específicas 
para la prestación de servicios públicos en áreas rurales. 
Las políticas de desarrollo rural han sido diseñadas con un enfo-
que desde arriba hacia abajo, a veces sin la debida considera-
ción de las particularidades, prioridades y realidades territoria-
les. La gran cantidad de actores públicos nacionales involucra-
dos en el desarrollo rural, genera un alto grado de fragmenta-
ción institucional, lo que tiene como resultado la súper posición 
de programas y fallos de coordinación en las políticas rurales. La 
limitada capacidad fiscal de los gobiernos municipales limita su 
capacidad de ejercer cualquier responsabilidad que les haya 
sido delegada. En este contexto, es importante que, a dichos 
gobiernos, se les vean transferidos recursos junto con mayores 
atribuciones.

10.  Generar, en relación a la vialidad, diagnósticos y planos de 
Zonas de Movilidad Insegura. En base a estos proponer diseños de 
Rutas Seguras, donde se identifiquen las condiciones que deben 
tener estas rutas (alumbrado, altura de árboles, zonas de descan-
so, etc.). El diseño deberá elaborarse en conjunto con comunida-
des educativas, organizaciones comunitarias de mujeres, niñas, 
niños, jóvenes, adultos mayores, comunidad LGTBIQ+, y en coordi-
nación con Municipios.

11.  Crear, a nivel municipal, “Inmobiliarias Populares” y “Construc-
toras Populares” que interactúen tanto con los Serviu como con 
las cooperativas de viviendas y los comités de viviendas, en la 
búsqueda de acceso a la vivienda digna y adecuada y a un habitar 
digno, toda vez que la vivienda propia no esté dentro de las posi-
bilidades de corto plazo.

12.  Implementar, a través de las “Inmobiliarias Populares”, una 
política de construcción de viviendas públicas de carácter masiva, 
de bajo costo, de diversas tipologías y con una localización óptima 
para acceder a las oportunidades urbanas, a través de subsidios de 
arriendo o arriendo protegido o a precio justo. Se fijará el 10% de la 
renta autónoma del hogar como máximo para el pago del arriendo.
13.  Decretar un programa específico de fomento y financia-
miento de la autogestión de vivienda y cooperativas, para orga-
nizaciones sociales que busquen mantener su cohesión y de-
muestren capacidad de gestionar transparentemente los recur-
sos públicos.

15.  Asegurar una política efectiva de acompañamiento y bús-
queda de soluciones definitivas en cada campamento, trabajan-
do de manera conjunta con dirigentes sociales y municipios 
para la definición oportuna de una solución habitacional óptima 
para cada caso, combinando alternativas de radicación, urbani-
zación y/o relocalización.

5.  Plantear como idea fuerza en la planificación comunal el 
concepto de “CIUDAD DIGNA”, bajo la lógica del modelo de 
ciudad en 15 minutos, con un compromiso por la equidad 
urbana y el desarrollo armonioso del territorio, a fin de restaurar 
las conexiones y actividades sociales colectivas, conducentes a 
estilos de vida urbanos sostenibles que mejoren la calidad de 
vida para todas las personas.

6.  Crear un Banco de Suelo Público que gestione sitios eriazos 
fiscales y adquiera suelo nuevo mediante compra preferente en 
zonas de interés social, traspasando debidamente terrenos a los 
Gobiernos Locales, al CDU o a cooperativas para la construcción 
de vivienda pública para arriendo a precio justo y privada, 
infraestructura y equipamiento urbano. 

7.  Desarrollar en áreas metropolitanas, el modelo de subcentros 
de servicios a través de la línea de Proyectos Urbanos Integrales, 
especialmente en territorios con alta densidad habitacional y/o 
hacinamiento en contraposición a carencia de servicios, propo-
niendo subcentros jerarquizados funcionalmente, según el con-
texto histórico-geográfico y demográfico.

8.  Regenerar ciudades y barrios, con el criterio de impedir la 
relocalización de los grupos de menores ingresos en la periferia. 
Retomar la política de “remodelación sin erradicación”, mejorando 
residencias y barrios del centro de la ciudad, sin expulsar a sus 
habitantes, fomentando iniciativas de Micro Radicación vigentes, 
como pequeños condominios, densificación predial y construc-
ción en sitio propio.

9.  Alinear el Programa Quiero Mi Barrio bajo el enfoque de Ciudad 
Digna, que marque una nueva etapa en la inversión a nivel barrial, 
incorporando como componente importante el desarrollo de 
iniciativas de economía social y de desarrollo cultural y educativo. 

diversidad cultural) la capacidad histórica que han tenido la 
sociedad civil y el Estado de proveer hábitat y ciudades dignas.

 Propuestas programáticas:

1.  Promulgar a la brevedad la Política Nacional de Ordenamien-
to Territorial (PNOT), la Metodología de elaboración de los 
Planes Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT) y el Re-
glamento PROT, los cuales deben incluir tres grandes fases: 
análisis territorial, planificación territorial y gestión territorial.

 
2.  Avanzar en el establecimiento de un sistema de planificación 
interdependiente, que asegure el diálogo de las escalas: supra-
nacional, nacional, regional, metropolitana, intercomunal y ba-
rrial/local, con el propósito de equilibrar estratégicamente nece-
sidades y objetivos sociales y económicos diversos, extendien-
do el alcance de los Planes Reguladores a la totalidad del territo-
rio Comunal, incorporando la planificación y el desarrollo de la 
Ruralidad como eje del desarrollo comunal. 

3.  Asegurar a nivel comunal, a través de las Direcciones de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la participación vinculante, 
habilitante y gestionaria de la sociedad civil desde el origen de 
los instrumentos de Planificación Territorial. Los Planes Metro-
politanos y Regionales deberán ser sancionados a través de 
plebiscitos obligatorios dentro de las escalas respectivas.

4.  Crear el Fondo de Integración Social Urbana (redistributivo), 
con recaudaciones provenientes de la modificación del Impues-
to Territorial (contribuciones): i) Ampliación del tramo de exen-
ción según valor y cantidad de bienes raíces (máximo 2), ii) Au-
mento del porcentaje de contribución a grandes propietarios 
(según cantidad de bienes raíces y valor); canalización en parte 
de recursos para reconstrucción y catástrofes; modificación de 
la Ley de Aportes al Espacio Público;  e implementación del 
cobro de plusvalías a la construcción en altura.

De la misma manera, el espacio rural ha sufrido los embates del 
modelo Neoliberal, a través de la fórmula del extractivismo y del 
neoextractivismo, lo que en algunos casos ha conformado un 
hábitat residencial fundado exclusivamente en la actividad eco-
nómica específica. De esta forma, se coarta la apropiación del 
espacio, la habitabilidad y la construcción del tejido social al 
servicio de un capitalismo que controla tanto el consumo del 
espacio como las zonas en donde se reside.

La calidad de vida en nuestros asentamientos humanos se ve 
afectada por problemáticas medioambientales, de inseguridad, 
desigualdad en el desplazamiento y uso del tiempo, escaso 
acceso a servicios básicos, desincentivo de la participación 
ciudadana y un desigual uso y calidad del espacio público para 
las clases sociales desfavorecidas y los grupos excluidos como 
personas migrantes, de pueblos indígenas, población LGBTIQ+, 
personas en situación de discapacidad, niñas, niños, jóvenes y 
mujeres.

La producción social del hábitat requiere de una democracia 
participativa, paridad, autonomía y descentralización del poder 
en las comunidades y en todas las escalas territoriales. De esta 
manera, se superará el paradigma de la producción privada del 
espacio, disputando a través del valor de uso, la hegemonía que 
ha tenido el valor de cambio, propiciando el desarrollo de asen-
tamientos humanos en los que se resguarden los derechos fun-
damentales.

Para ello, el Estado debe tender hacia la superación de la lógica 
subsidiaria, recuperando el rol de gestor directo y colaborador 
en los procesos de autogestión comunitaria del hábitat residen-
cial y financiamiento público para los sectores populares y 
capas medias, redefiniendo el actual tejido normativo Neolibe-
ral, y su instrumental técnico, de tal manera que la planificación 
urbana pueda recuperar y profundizar (con perspectiva de 
género, sustentabilidad, inclusión, resguardo del patrimonio y 

ciones que la ciudad impone a la libertad, movilidad, seguridad y 
uso del tiempo de las mujeres, pueblos indígenas y poblaciones 
excluidas, incorporando éstas y otras variables a la hora de defi-
nir cómo mejorar el modo de habitar nuestros espacios. El terri-
torio debe ser observado por la política pública de manera inte-
gral, asegurando la visibilización del espacio rural, en su diversi-
dad y particularismo, y también en sus interacciones con la 
ciudad, estableciendo acciones eficaces frente el calentamiento 
global, la sequía y la seguridad alimentaria. 

La estructura urbana de nuestro país refleja y reproduce la des-
igualdad socioeconómica que le caracteriza, y se manifiesta en 
la enorme segregación socioespacial de nuestros territorios. 
Nos enfrentamos a ciudades segmentadas por clases sociales, 
producto del desarrollo urbano capitalista que ha marginado y 
precarizado a la clase obrera, que les sitúa en sectores periféri-
cos donde la infraestructura y el equipamiento urbano son defi-
cientes.

El Estado se encuentra limitado a su rol subsidiario, los instru-
mentos de ordenamiento y planificación territorial existentes 
son insuficientes e ineficientes para hacer frente a la desigual-
dad, resguardando el medioambiente y las culturas locales/re-
gionales, por lo que no logran recoger las necesidades y aspira-
ciones de sus habitantes. 

Las ciudades se han desarrollado sin planificación social cons-
ciente, siendo el mercado inmobiliario el principal responsable 
de la política habitacional y urbana en las últimas décadas. La 
escasa regulación sobre el valor del suelo, la protección del de-
recho a la propiedad privada y la libertad económica han permi-
tido un desarrollo urbano capitalista que prioriza la producción 
por sobre la planificación estratégica del espacio, perfilando la 
vivienda como una mercancía. 

gran dolor y angustia. Por esto, consideramos que la atención y 
rehabilitación debe extenderse para ellos de igual manera. 

4.  Incluir rehabilitación y capacitación laboral, pues muchas de 
las víctimas han visto perjudicadas sus fuentes laborales pro-
ducto de la pérdida de visión. Algunos y algunas se dedican a la 
construcción, transporte, diseño, fotografía, entre otras activida-
des, que requieren de visión binocular y percepción de profun-
didad. Es necesario generar rehabilitación en el área laboral para 
retomar sus actividades o empezar nuevas, en caso de imposibi-
litarse la realización de algunas.

Derecho a Vivir 
Dignamente en todo el Territorio

Ciudades Inclusivas

Nuestros territorios requieren una planificación social conscien-
te, donde se armonicen los objetivos de desarrollo social, econó-
mico, medioambiental y cultural, asegurando para ello la partici-
pación vinculante de la ciudadanía en todas las escalas de deci-
sión. Se debe coartar el actuar del mercado inmobiliario como 
responsable de la política habitacional y urbana de las últimas 
décadas, revertir la segregación socioespacial e inequidad 
urbana que ello ha promovido y propender hacia la apropiación 
comunitaria del espacio y la habitabilidad para  la construcción 
del tejido social y el buen vivir. 
El Estado debe asegurar la integración social y la justicia espa-
cial, fortalecer la identidad territorial y garantizar el derecho 
humano a la vivienda digna y a la seguridad. La planificación 
territorial, urbana y habitacional debe ser inclusiva, sostenible y 
justa, promoviendo en forma efectiva el desarrollo social con 
perspectiva de urbanismo feminista y considerando las limita-

para abrir las puertas de un proceso constituyente -por primera 
vez en nuestra historia- debe ser reconocido y reparado.

Las medidas que se listan a continuación son parte del pliego 
que las organizaciones han levantado y que nos compromete-
mos a actualizar y a dar viabilidad en su finalidad, más allá de las 
formas específicas que se plantean. Estas son medidas que con-
sideramos deben ser resueltas lo más rápido posible, ya que 
tienen relación con mermas en la atención, producto de la actual 
pandemia, lo que ha tenido repercusiones directas en la salud 
física y mental. 

Propuestas programáticas:

1.  Incorporar urgente la atención online de profesionales del 
área psicológica y de terapia ocupacional, a través de video 
llamadas, contar con resolución de consultas online y/o telefóni-
ca por parte de profesionales de oftalmología y tecnología 
médica para casos de urgencia. 

2.  Aumentar profesionales para la atención (psicoterapia, oftal-
mología, terapia ocupacional, somato prótesis). Hemos recibido 
antecedentes de que muchas víctimas de trauma ocular han 
visto perjudicada su atención, al no tener suficientes horas dis-
ponibles para atender a todos los y las pacientes. 

3.  Extender apoyo a los familiares de las víctimas, quienes tam-
bién han sido afectadas por el trauma ocular. Las víctimas de 
trauma ocular son padres, madres, hijos, hermanos, cónyuges, 
etc. En la mayoría de los casos, las familias de las víctimas se han 
visto profundamente afectadas por la mutilación, generando 

ción del requisito de un año de avecindamiento para acceder a 
la ciudadanía, la creación de un distrito electoral de chilenas y 
chilenos en el exterior y el fortalecimiento del rol de los consula-
dos y embajadas. 

3.  Visas: Descentralizaremos  la resolución de las visas, repon-
dremos la Visa por Motivos Laborales y la ampliaremos a 2 años, 
crearemos  la categoría migratoria Permanencia Definitiva para 
niños, niñas y adolescentes e implementación de un trabajo 
coordinado con el Estado de Haití, para la facilitación de docu-
mentación. 

4.  Administración del Estado y Gobiernos Locales: Reconoce-
remos el concepto de avecindamiento y aplicación de éste para 
efectos de protección social, desde que la persona extranjera 
manifiesta su ánimo de permanencia en el país. 

Reparación y Atención de Salud a las 
Víctimas de la Revuelta Social

La revuelta social ha abierto esperanzas para un Chile que ya ha 
sufrido bastante, antes en dictadura y luego durante 30 años de 
predominio Neoliberal. En nombre de Fabiola Campillay y Gus-
tavo Gatica, así como de todas las víctimas de la violencia de 
agentes del Estado, asumimos el compromiso de dar pleno res-
paldo a las demandas de reparación y atención que merecen, 
con dignidad y reconociendo en su lucha un camino de libera-
ción de nuestro pueblo.
Las legítimas movilizaciones sociales que se iniciaron el 18 de 
octubre de 2019 y se han prolongado en el tiempo,  dejaron una 
treintena de fallecidos y 460 personas con lesiones oculares, 
según diversos informes del INDH. Estas chilenas y chilenos son 
parte fundamental de nuestra historia, su sacrificio personal 

En este sentido, proponemos la construcción de un país Inter-
cultural, para superar la homogeneización cultural desde la 
construcción misma del Estado-Nación; la defensa de niñas, 
niños y jóvenes migrantes, como verdaderos sujetos y sujetas 
de derecho, dejando de lado la exclusión e invisibilización a la 
que ha sido sometido este grupo de especial protección; y a 
promover una política exterior que releve los principios de auto-
determinación y soberanía de los pueblos, voluntad de paz, inte-
gración regional y solidaridad internacional. 

En materia migratoria, nuestra política internacional migratoria 
será antirracista, no discriminatoria y respetará en todo momen-
to los tratados internacionales en materia de Derechos Huma-
nos, considerando el desplazamiento de personas de un país a 
otro.

Necesitamos comprender y abordar la migración desde un en-
foque de derechos y desde una perspectiva regional e interre-
gional, maximizando las oportunidades y beneficios en el desa-
rrollo de las sociedades y su impacto en la calidad de vida de las 
personas, afrontando, a su vez, los desafíos de maneja conjunta 
y coordinada. 

Propuestas programáticas:

1.  En Política Internacional: Nos comprometemos a firmar el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y a 
dar reconocimiento desde el Estado chileno a grados y títulos 
profesionales y técnicos otorgados por otros Estados a profe-
sionales, chilenas y chilenos que retornan, profesionales exilia-
dos y profesionales extranjeros. 

2.  Chilenas y chilenos en el Exterior: Proponemos la elimina-

A continuación, se enumeran y describen tres grandes medidas 
con especial énfasis en lo multisectorial dadas las características 
multicausales de la discapacidad como construcción social.

Propuesta programática:

1.   Proponemos implementar políticas transversales e intersecto-
riales en todos los Ministerios a partir de la generación de Depar-
tamentos que aborden las temáticas específicas de las personas 
con discapacidad. La Inclusión y la Accesibilidad Universal, 
requieren de una respuesta estatal coordinada, capacitada y múl-
tiple, dadas las condiciones estructurales de discriminación y 
exclusión a que están sometidas las personas con discapacidad. 

Esa acción y compromiso debe verse reflejado en un esfuerzo 
estatal conjunto que, además de contar con recursos, personal e 
infraestructura adecuadas, debe integrar al mundo de la discapa-
cidad en la toma de decisiones y la generación de respuestas ante 
los problemas que toca enfrentar, permitiendo superar la mirada 
netamente sectorial.

En Chile migramos 
con Nuestros Derechos desde 
y hacia Chile

La migración, como elemento constitutivo e inherente de la hu-
manidad, debe ser reconocida por parte del Estado de Chile 
como un derecho tanto de las personas que migran desde Chile al 
exterior como de quienes llegan a nuestro país. 

se registran 14 femicidios consumados y 51 femicidios frustra-
dos. Según la Encuesta Nacional de Victimización por Violencia 
Intrafamiliar y Delitos Sexuales (ENVIF), el año 2020 41,4% de las 
mujeres declararon haber sufrido algún tipo de violencia física, 
psicológica o sexual en su vida. Es urgente que el Estado proteja 
a las mujeres de la violencia machista, considerando financia-
miento y optimización de programas, con foco en la prevención 
y reparación de la violencia de género. 

Sobre la base en tales consideraciones, se propone una serie de 
medidas destinadas a corregir los principales obstáculos que 
enfrentan las mujeres en el goce y ejercicio de su autonomía, 
subvertir los roles de género arraigados en nuestra sociedad, y 
avanzar hacia un cambio cultural que logre la igualdad de 
género en Chile. Estas propuestas se centran en los ámbitos de 
trabajo y reactivación económica, educación, participación polí-
tica, sexualidad y reproducción y violencia.

Propuestas programáticas:

1.   Implementar un pre y post natal obligatorio, igualitario e 
intransferible para padres y madres tanto en el Estatuto Admi-
nistrativo como en el Código del Trabajo. 

2.   Fomentar la creación de empleo femenino, a través del im-
pulso al desarrollo del sector económico de cuidados, aseguran-
do estándares de calidad.

3.   Crear un Subsidio de Empleo Regional focalizado en las 
regiones con tasas de desocupación sobre la media nacional, 
con un incentivo mayor al empleo femenino para impulsar una 
reactivación económica con perspectiva de género. 

Por otro lado, son las mujeres quienes cargan con la realización 
del trabajo doméstico y de cuidados del hogar. La inserción 
laboral femenina ha conllevado a una doble carga de trabajo que 
se traduce en una doble explotación. Según la Encuesta Nacio-
nal de Uso del Tiempo (ENUT) 2015, mientras las mujeres dedi-
caban en promedio 6 horas al trabajo no remunerado en un día 
de semana, los hombres dedicaban menos de tres horas, gene-
rando que las mujeres, además, tengan menos tiempo libre para 
el desarrollo personal y menos posibilidades de ingreso al mer-
cado laboral. Esta brecha se profundizó aún más en el último 
año, por las medidas de confinamiento y la falta de servicios que 
proveen cuidados. Es por esto que la necesidad de socializar, 
desprivatizar y desfamiliarizar el trabajo no remunerado va ínti-
mamente asociada a la lucha por la autonomía económica de las 
mujeres. 

Ahora bien, las mujeres también se han visto relegadas de la 
participación política en cargos de decisión. Un ejemplo es que 
en los cargos adscritos y no adscritos del primer nivel jerárquico 
de la Alta Dirección Pública del Estado en 2019, las mujeres 
fueron apenas el 22% y los hombres el 78% restante. Es urgente 
fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

La autonomía de las mujeres sobre sus cuerpos es un punto 
fundamental en este programa de gobierno. Entre 2007 y 2017, 
108 mujeres fueron condenadas por el delito de aborto. A esto 
se suman las miles de mujeres que han tenido que abortar en 
clandestinidad, exponiendo su salud física y mental, y a veces 
incluso su vida, ante el desamparo del Estado.
 

Por último, la más cruda expresión de la violencia de género es 
el femicidio, un crimen de odio contra las mujeres ejercido en el 
espacio público y privado. Solo durante el 2020, hubo 58 muje-
res asesinadas por la violencia machista y durante este año 2021 

tural, económico, social y político. Ello exige considerar la ciuda-
danía de las mujeres en la democracias actuales desde la igual-
dad, reconociendo la relevancia política de las diferencias entre 
los sexos, con el propósito de subvertir el modo en que la socie-
dad chilena simboliza y regula las relaciones de género.

Esta asignación rígida de roles de género proviene desde la 
socialización, crianza y educación. El sistema educacional ac-
tualmente reproduce estas brechas de género, las cuales se 
evidencian, por ejemplo, en los resultados de pruebas estandari-
zadas. A pesar de que las mujeres tienen un mejor rendimiento 
en la educación media, concentran apenas el 20% de los mejo-
res puntajes obtenidos en las pruebas de acceso a la educación 
superior. Tenemos la necesidad de avanzar hacia una educación 
no sexista que elimine los sesgos asociados a la elección voca-
cional que determinan la división sexual del trabajo. 

El patriarcado estructura el trabajo que realizamos mujeres y 
hombres a través de la “división sexual del trabajo”, el cual 
asigna a las mujeres, según el modelo “madre-esposa” a la 
esfera doméstica privada, mientras que a los varones se les 
asigna social y culturalmente el mandato de proveedor al hogar, 
relacionado con la esfera pública. Este modelo determina la 
participación de hombres y mujeres en el trabajo en el mercado. 
La participación laboral femenina en Chile ya era baja antes de 
la pandemia (en torno a 53%) y ha caído hasta un 46% luego del 
inicio de la crisis económica. En comparación, la participación 
de los hombres en el mercado laboral alcanza un 69%, 23 puntos 
porcentuales mayor que la de las mujeres. Además, dentro del 
mercado laboral las mujeres están en peores condiciones que 
los hombres, en trabajos precarizados y muchas veces informa-
les. Mientras que el ingreso mediano de los hombres alcanza los 
$450.000, el de las mujeres es de $353.000. 

encuentra adecuada a los actuales estándares en materias de 
derechos humanos, no reconoce a los pueblos en su calidad de 
pueblos, sino que los denomina etnias, entre otros aspectos de 
fondo que requieren de una innovación normativa.

5.   Nueva Institucionalidad Indígena. Proponemos enviar un 
proyecto de ley para la creación de una nueva institucionalidad 
indígena que reemplace a CONADI, contemplando que la direc-
ción de esta institución esté en manos íntegramente de repre-
sentantes indígenas con participación de miembros de gobier-
no. Esto, para lograr una efectiva reorganización y seguimiento 
de las políticas públicas destinadas a pueblos indígenas,  evitan-
do la descoordinación entre los diversos programas que se ofre-
cen a la población indígena.

6.   Avanzar hacia el reconocimiento del patrimonio cultural 
material e inmaterial de los pueblos indígenas. Restitución de 
parte del Estado de todos aquellos bienes expropiados por los 
diversos gobiernos que son de propiedad indígena y que sean 
reclamados por las comunidades. Así como disculpas institucio-
nales por las sistemáticas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los gobiernos chilenos. Y la creación de un Fondo 
de reparación de víctimas de violencia estatal.

Superación 
de la Sociedad Patriarcal

Hacia el Feminismo

Durante décadas, el movimiento feminista y de mujeres ha de-
mandado el reconocimiento de las mujeres en los ámbitos cul-

Proponemos avanzar hacia una sociedad equitativa, donde los 
pueblos indígenas y tribales históricamente subyugados, al igual 
que otros grupos históricamente postergados, tengan una efec-
tiva participación social, política y cultural. De este modo, pro-
ponemos en primer lugar, declarar un Estado Plurinacional e 
Intercultural, obligando a la institucionalidad a propiciar el desa-
rrollo armónico y respetuoso de todas las culturas, en los aspec-
tos económicos, políticos, sociales y culturales, para esto 
además se deberá crear una Nueva Institucionalidad Estatal en 
materia Indígena. En segundo lugar, reconocer la autodetermi-
nación de los pueblos indígenas y tribales dentro del Estado de 
Chile, validando sus propias organizaciones y autoridades, así 
como su capacidad de decidir sobre sus prioridades de desa-
rrollo y asuntos propios, en armonía con la normativa nacional y 
los derechos humanos.

Propuestas programáticas:

1.    Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas y 
declarar el carácter plurinacional e intercultural del Estado de 
Chile. Participación de los pueblos indígenas en la integración y 
gestión de gobierno a nivel regional y comunal.

2.   Crear el Ministerio de los Pueblos Indígenas y el Parlamento 
Indígena o Consejo de Pueblos Indígenas.

3.   Generar una Comisión de Estudio de Restitución de tierras, 
que permita estimar, en conjunto a los pueblos indígenas, el 
número de hectáreas reclamadas y determinar conjuntamente 
los mecanismos de restitución. Establecer mecanismos de ex-
propiación que permitan la restitución con las correspondientes 
compensaciones por parte del Estado.

4.   Nueva Ley Indígena, para reorganizar la institucionalidad 
indígena en Chile. Es necesario cambiar la actual ley, pues no se 

Chile es el quinto país con mayor cantidad de población indíge-
na (después de Guatemala, Bolivia, Perú y México)1. De acuerdo 
con el último informe del Banco Mundial sobre el avance en los 
objetivos de desarrollo del milenio (2017), América Latina pre-
senta los peores resultados en los principales indicadores aso-
ciados, tales como mortalidad infantil, acceso al agua, salud, 
alfabetización, representación política, entre otros.

Respecto de la población indígena actual en Chile, el último 
Censo de la población realizado en 2017 muestra que un 12,8% 
del total de la población se considera perteneciente a un pueblo 
indígena, ascendiendo a 2.185.792 personas. De ellas, un 83,8% 
(1.329.450 personas) se reconoce   mapuche;  un   6,8%   Aymara;   
un   4,0%   Diaguita;   2,0%  Atacameño; 1,7% Quechua; 1,0% Colla; 
0,3% Rapa Nui; 0,3% Kawésqar; 0,0% Yámana. Cabe agregar que 
recientemente, en octubre de 2020, se ha reconocido por medio 
de la Ley 21.273 al pueblo Chango, quienes según el informe 
emanado por el Senado, actualmente representan el 0.2% de la 
población nacional correspondiente a 4.725 personas

Consideramos que los pueblos indígenas tienen derecho a la 
autodeterminación y a un modelo de desarrollo económico que 
considere sus características como naciones. Resulta necesario 
reconocer el carácter vinculante de los tratados y convenios 
internacionales suscritos por Chile. El pleno ejercicio y goce de 
los derechos individuales y colectivos de quienes forman partes 
de los pueblos indígenas reconociendo constitucionalmente las 
lenguas indígenas como lenguas oficiales del Estado de Chile, 
reconociendo los derechos políticos y participación política 
plena, consagrar el reconocimiento de la cultura y saberes an-
cestrales, asegurando derechos económicos y sociales, entre 
otros.

Plurinacionalidad 
y Autodeterminación 
de los Pueblos

Chile es un territorio habitado por diversas naciones y pueblos. 
Proponemos reconocer su plurinacionalidad, avanzando hacia el 
horizonte de la interculturalidad, asegurando el derecho de 
todos los pueblos a la autodeterminación, a la integridad cultural 
y lingüística, sin sometimiento ni asimilación forzada. Chile, es 
un país diverso, por lo que a la hora de avanzar en recuperar 
derechos sociales como la salud, la cultura, la educación, entre 
otros, debe hacerlo promoviendo políticas públicas intercultura-
les. Promoveremos una interacción equitativa y pacífica entre 
los diversos pueblos que están presentes en el país, buscando el 
respeto y la promoción de las culturas, en un clima de diálogo, 
reconocimiento y respeto mutuo, rompiendo con la tradición 
monocultural y asimilacionista que ha tenido el Estado de Chile, 
sustituyéndolo por un nuevo pacto social plurinacional e inter-
cultural.

En el mundo, hay alrededor de 370 millones de indígenas en más 
de 90 países. Si bien constituyen el 5% de la población mundial, 
los pueblos indígenas representan alrededor del 15 % de las 
personas que viven en pobreza extrema. La población indígena 
en América Latina asciende a 58,2 millones de personas, se trata 
de unos 800 pueblos que representan alrededor del 10% de 
lapoblación total de la región.

12.    Fomentar el empoderamiento político de las mujeres, a 
través de programas de capacitación a dirigentes mujeres y 
lideresas, campañas de sensibilización y programas de financia-
miento de las campañas electorales.

13.    Impulsar el fortalecimiento de la participación de las aso-
ciaciones feministas y/o de mujeres a través de mecanismos de 
participación popular de consulta y/o vinculantes impulsados 
por el Ministerio de la mujer y la equidad de género.

14.   Fortalecimiento de la participación política de los grupos 
de mujeres particularmente vulnerables, a través de acciones 
afirmativas a favor de mujeres pertenecientes a pueblos origina-
rios, migrantes, en situación de discapacidad, del mundo rural y 
todas las otras otras interseccionalidades que requieran parti-
cular atención del Estado.

15.   Fortalecer la transversalización de género en el Estado y en 
todos sus órganos, colocando al centro las políticas de cuidados 
y la eliminación de los obstáculos que merman el desarrollo 
político y la participación de las mujeres en la esfera política.

16.   Legalizar la interrupción del embarazo, reconociendo que 
el aborto hasta las 14 semanas de gestación es un derecho 
humano y, como tal, está garantizado en el marco de los dere-
chos sexuales y reproductivos de todas las personas gestantes. 
La propuesta en este sentido busca:

      Ampliar las causales o indicaciones ya existentes.

      Ampliar los sujetos titulares del derecho, incorporando a  
todas las personas gestantes.

      Establecer un plazo para la realización de la interrupción en 
el sistema de salud desde que este es requerido.

      Garantizar la cobertura de la prestación médica de interrup-
ción del embarazo en el sistema público de salud, a nivel nacional.
      
      Garantizar el derecho a la información.

17.   Crear una ley marco de Derechos Sexuales y Reproducti-
vos, basada en la noción de justicia sexual y reproductiva que 
garantice estos derechos a toda la población, sin discriminación 
por motivos edad, identidad de género, orientación sexual, 
situación de discapacidad, ruralidad, condición migrante o cual-
quier otra condición social.

18.   Consagrar el derecho de las mujeres y diversidades sexua-
les, a una vida libre de violencia, con énfasis en la prevención y 
reparación de todas las formas de violencia, en el ámbito públi-
co y privado, y que establezca obligaciones para los órganos del 
Estado, responsabilidades sectoriales, así como presupuestos 
suficientes para erradicarlas.

19.   Ampliar la red de prevención comunitaria, dispositivos de 
atención y protección a víctimas de violencia de género, con un 
enfoque integral en su abordaje e interseccional, para avanzar 
hacia el derecho a una vida libre de violencia de las mujeres, las 
niñas y adolescentes, mujeres de pueblos originarios, migrantes 
y la comunidad LGTBIQA+.

20.   Homogeneizar a estándares internacionales de Derechos 
Humanos con perspectiva de género, la legislación dedicada a la 
protección de mujeres y comunidad LGTBIQA+.

21.   Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violen-
cia de género, a través del fortalecimiento de la respuesta insti-
tucional por parte de las policías y los tribunales de justicia.

22.    Implementar una estrategia nacional de erradicación de la 
violencia y los femicidios, altamente territorializada y con articu-
lación intersectorial.

23.    Dar cumplimiento a las recomendaciones del mecanismo 
de seguimiento de la Convención Belém do Pará MESECVI en la 
respuesta Estatal, promoviendo la amplificación de unidades 
receptoras de denuncias; altamente especializadas en atención 
a víctimas que garanticen el acceso a una justicia de género, 
fortalecimiento de la red Estatal, seguimiento de medidas cau-
telares, así como la armonización legislativa a los estándares de 
la Convención Belém do Pará.

24.    Presentación de proyecto de Ley para violencia política 
hacia mujeres, adoptando la Ley Modelo para erradicar la violen-
cia política hacia mujeres de la Secretaría Técnica del MSECVI 
de la OEA.

25.    Plan de Prevención de la violencia laboral hacia mujeres, 
que incorpore al sector privado, incorporando las nuevas formas 
del trabajo (teletrabajo, plataforma), 

26.    Ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre violencia 
laboral.

Reconociendo las 
Diversidades Sexuales

Históricamente, las instituciones y el ejecutivo son objeto de las 
críticas del pueblo por su incapacidad de resolver asertivamen-
te los problemas que han intensificado las desigualdades y las 
injusticias sociales. Estas problemáticas se agudizan en la po-
blación LGTBIQA+, que continuamente se enfrenta a la falta de 
derechos garantizados, dada la invisibilización, exclusión y vio-
lencia que derivan del sistema cis-hetero-patriarcal en que nos 
encontramos.

El estudio de la situación sociolaboral de las personas LGTBIQA+ 
en Chile, elaborado por el Sindicato Luis Gauthier y MUMS y 

presentado recientemente ante la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), da cuenta de que el 40% de la población LGTBIQA+ 
trabaja bajo condiciones informales y precarias, aun teniendo nive-
les educacionales formales de 13 o más años. Este 40% no tiene 
acceso a previsión social ni seguro de salud. El mismo estudio, 
muestra que la población de mujeres transgénero, en su mayoría 
(72,41%), recibe atención de salud pública de personas sin recursos 
(FONASA A), y el 17,24% cotiza en el sistema público, mientras que 
solo el 6,9% lo hace en el sistema privado de ISAPRES. Además, un 
57%  no tiene registro social de hogares y quienes lo tienen no reci-
bieron subsidios del Estado, pues los criterios utilizados para deter-
minar el rango no consideran las particularidades de la población 
LGTBIQA+, tales como otros tipo de familia o que la mayoría estaría 
obligada a vivir en soledad, pues el actual sistema les ha excluido 
sistemáticamente. 

Los resultados de este estudio nos dan cuenta de la necesidad 
urgente de elaborar políticas públicas que implican un proceso de 
transformación social, cultural y político que exige la moderniza-
ción y ampliación del Estado con el objetivo de construir relacio-
nes de género colaborativas y de solidaridad, libres de opresión, 
discriminación y violencia en función de impulsar e implementar 
medidas afirmativas de reconocimiento, reparación, inclusión y no 
discriminación. 

Propuestas programáticas:

1.   Crear un Servicio Nacional Anti-discriminación, dependiente 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tenga como objeti-
vo elaborar políticas públicas de diversidad, inclusión y no discri-
minación; planes y programas de capacitacio�n, fiscalizacio�n, 
prevención y reparación integral en áreas estratégicas como salud, 
trabajo, educación y seguridad, vinculantes para todos los servi-
cios públicos y entidades privadas relacionadas con el Estado.
2.   Crear una mesa de trabajo entre las instituciones del Estado, 
organizaciones sociales y colegios profesionales pertinentes, que 

tenga como objetivo revisar la normativa vigente en función de 
la derogación o actualización de normativa discriminatoria, 
además de la creación y actualización de orientaciones técnicas 
en todos los programas de atención que propendan a la supera-
ción de la discriminación, sesgos de género y la implementación 
de un enfoque LGBTIQA+ y de DD.HH.

3.   Modificar la Ley de Identidad de Género que permita el 
cambio de sexo y nombre registral en niños, niñas y jóvenes, e 
incorporar una alternativa que cubra las identidades fuera del 
binario y que evite la categorización forzosa y adelantada de 
personas intersexuales. Lo anterior, acompañado de mecanis-
mos de notificación, actualización y sincronización de datos con 
las distintas instituciones públicas o privadas que regula la Ley 
de Identidad.

4.   Actualizar los instrumentos de caracterización socioeconó-
mica que llevan las estadísticas oficiales, incorporando ítems 
que permitan diagnosticar la situación sociolaboral de la pobla-
ción LGBTIQA+ como insumo al diseño e implementación de 
políticas públicas.

5.   Asegurar el derecho al trabajo mediante la creación de un 
programa que promueva la no discriminación y la incorporación 
de la diversidad sexual y de género al mundo laboral con condi-
ciones laborales formales, con especial énfasis en la comunidad 
trans.

6.   Aumentar el financiamiento y fortalecimiento de la Atención 
Primaria de Salud (APS) que propenda a la satisfacción de nece-
sidades y demandas de las personas LGBTIQA+ acompañado de 
la creación de un plan de salud sexual no reproductiva y el forta-
lecimiento de la prevención primaria de VIH e ITS.

7.  Conformación de una política de salud trans de acceso uni-

versal, que consolide una red de policlínicos integrales basado 
en principios de no patologización.

Niños, Niñas 
y Adolescentes (NNA)

El presente programa de gobierno busca transformar la históri-
ca relación subsidiaria que el Estado chileno ha mantenido con 
las niñas, niños y adolescentes, y avanzar hacia un Estado que 
tenga un rol protagónico y garante de derechos para todos las y 
los menores de 18 años que habiten en el territorio. Esto signifi-
ca migrar desde una mirada tutelar centrada en el enfoque de la 
“situación irregular”, a un enfoque de protección integral de los 
derechos bajo un principio de universalidad, promoción y traba-
jo preventivo, además de abordar de manera urgente los casos 
en que los derechos han sido vulnerados gravemente. El Estado 
se hará cargo del respeto, protección y satisfacción de todos los 
derechos de todos los niños, niñas y adolescentes sin distinción.

En materia de protección, aún contamos con un Estado que 
delega su función pública a agentes privados y que actúa de 
manera focalizada solamente en los casos de vulneración grave 
de derechos, o sobre aquellos NNA que han cometido delito. La 
judicialización de las necesidades y de las medidas de protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes ha sido, hasta hoy, el 
único mecanismo a través del cual el Estado interviene. Y solo 
puede hacerlo tarde, cuando ya han ocurrido las vulneraciones. 
Los 197.589 niños, niñas y adolescentes atendidos en el sistema 
de protección (un 4,6% de la población total de NNA), se distri-
buyen en aproximadamente 250 centros (tanto de atención 
residencial como ambulatoria), de los cuales 11 son de adminis-
tración directa del Estado y el resto corresponde a organizacio-
nes de derecho privado sin fines de lucro.
Por último, es necesario avanzar en los derechos de participa-
ción y derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes, 
definidos como herramientas para su desarrollo, pero también 

como fines en sí mismos si verdaderamente adoptamos el enfo-
que de derechos y reconocemos a los NNA como sujetos titula-
res de los mismos y, en consecuencia, como actores sociales 
con derecho a participar en los procesos de decisión. De 
manera especial, las y los adolescentes han dado muestra de 
una participación social y política potenciadora de cambios 
estructurales en nuestro país, sin embargo, esa participación 
tiene un escaso o nulo reconocimiento a nivel institucional y 
normativo. 

Lo anterior, exige un cambio estructural en la relación del 
Estado con los niños, niñas y adolescentes, que se caracterice 
por respetarlos como sujetos de derecho, capaces de ejercerlos 
por sí mismos, de acuerdo con su madurez y grado de desarrollo 
y contemplando su interés superior como una consideración 
primordial en todas las decisiones que les afecten.

Propuestas programáticas:

1.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley  que cree el Sistema Nacional de Protección 
Administrativa, orientado a establecer una bajada territorial de 
la institucionalidad que coordine, controle y entrelace las políti-
cas públicas de niñez, a través de las secretarías regionales mi-
nisteriales y Oficinas Locales de la Niñez en cada comuna (el 
proyecto será enviado en los primeros 100 días, pero la instala-
ción del sistema traspasará los 4 años. Se estima un mínimo 6 
años para su instalación progresiva).

2.   Enviaremos, dentro de los primeros 100 días de gobierno, un 
proyecto de ley que derogue y reemplace la ley N° 20.032 para 
regular, en aspectos financieros, administrativos y técnicos, la 
intervención de los agentes privados en la misión de la protec-
ción especializada (el proyecto se enviará en los primeros 100 
días, pero los ajustes de la ley tomarán los 4 años).

3.   Crearemos un Programa de Acceso Universal a Tecnologías 
de Información y Comunicación para que cada niño, niña y ado-
lescente entre los 6 y los 18 años de edad que habite nuestro 
territorio, cuente con un computador y conexión a banda ancha 
de internet garantizados por el Estado.

4.    Asumimos el compromiso de dar continuidad al Subsiste-
ma Chile Crece Contigo y a extenderlo hasta cubrir las trayecto-
rias vitales y educativas de los niños y niñas hasta completar el 
segundo nivel de Enseñanza Básica (13 años).

5.   Extenderemos la edad pediátrica en todos los niveles de la 
red de atención pública de salud hasta los 18 años.

6.   Enviaremos al Congreso Nacional, dentro de los primeros 
100 días de gobierno, un proyecto de ley para otorgar el derecho 
a voto para todas las instancias de votación universal desde los 
16 años.

7.   Incorporaremos en la Ley Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades (Ley N° 18.695) la participación especial y reforzada 
de los niños, niñas y adolescentes, a través de la creación de 
Consejos Consultivos para ampliar y fortalecer los espacios de 
participación que consideren a la niñez como actor estratégico 
de las comunas y la ejecución de su Plan de Desarrollo Comunal, 
reduciendo a 14 años la edad para formar y dirigir Organizacio-
nes Sociales de carácter Juvenil y Estudiantil.

8.   Reformaremos el actual Servicio Nacional de Protección Es-
pecializada a la Niñez y Adolescencia (Ley N° 21.302, ex SENAME) 
reformulando la estructura de provisión de cuidados alternativos 
y asegurando la calidad de las prestaciones otorgadas por las 
entidades acreditadas (primeros dos años de gobierno).

 9.  Reactivaremos el Proyecto de ley que modifica la Ley de 
Adopción N° 19.620 para mejorar los programas de adopción y 
acortar los tiempos de institucionalización de NNA que se en-
cuentren en este proceso (primeros dos años de gobierno), per-
mitiendo además la adopción homoparental.

10.   Aumentaremos el gasto público para el fortalecimiento de 
la educación pública básica y media, de manera que al año 2030, 
el Estado albergará al menos el 50% de la matrícula escolar del 
país. Avanzaremos en la disminución de la cantidad de estudian-
tes por curso, el desarrollo de infraestructura educacional y el 
aumento de los sueldos de las y los docentes y asistentes de 
educación (traspasará los 4 años de gobierno).

11.  Avanzaremos en la creación de escuelas de segunda opor-
tunidad reconocidas por el Estado para restituir el derecho a la 
educación de NNA y jóvenes hasta los 21 años que están fuera 
del sistema escolar y que no han terminado la educación media 
(4 años de gobierno).

12.  Aseguraremos a las niñas, niños y adolescentes que migran 
a nuestro país, el ingreso a las escuelas en cualquier momento 
del año, de acuerdo con la fecha de su llegada al país. Además, 
los establecimientos educacionales que reciban población mi-
grante en el estudiantado, contarán con programas especializa-
dos de atención y mediación intercultural (4 años de gobierno).

13.  Aseguraremos en todos los establecimientos educacionales 
del país, el derecho a información, educación y recursos relati-
vos a la salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de 
género (4 años de gobierno).

14.  Pondremos en operación un sistema de supervisión de 
salud anual en los colegios para la prevención, detección y opor-

tuna derivación a tratamiento de enfermedades, en las áreas 
dental, ocular, traumatológica, nutricional y otras que correspon-
dan según las etapas de crecimiento de los NNA, hasta completar 
el segundo nivel de Enseñanza Básica (4 años de gobierno).

15.  Reforzaremos la atención en salud mental de NNA en el 
Servicio Nacional de Salud (4 años de gobierno). 

16.  Garantizaremos los derechos de NNA en situación de disca-
pacidad en el acceso al Sistema Nacional de Salud, rehabilita-
ción y cobertura de ayuda técnica y tratamientos; con transpor-
te escolar gratuito, apoyo educativo en aulas y atención espe-
cializada en el sistema escolar; y con viviendas adaptadas a 
todas las familias con NNA en situación de discapacidad perma-
nente (4 años de gobierno).

17.  Incluiremos la triestamentalidad como política pública en el 
sistema escolar a través de los Directorios Colegiados y la inclu-
sión de estatutos y normativas con la participación de estamen-
tos de trabajadores, docentes y alumnos en los órganos superio-
res de gobierno con derecho a voz y voto (4 años de gobierno).

18.  La Subsecretaría de la Niñez generará una política de parti-
cipación en vinculación con el Ministerio de Educación, que 
permita promover las organizaciones de niños, niñas y adoles-
centes, y recoger sus opiniones en un Consejo de la Sociedad 
Civil de NNA (4 años de gobierno).

Personas Mayores
Buscamos generar una política robusta para responder a las 
necesidades de las personas mayores, un universo poblacional 
en creciente aumento en las próximas décadas en Chile.
Las propuestas en el ámbito de las personas mayores buscan 

garantizar su dignidad y calidad de vida, en el marco del recono-
cimiento de sus derechos humanos.

Las personas mayores constituyen un grupo grande y heterogé-
neo. Se requiere una política diversificada acorde a las necesi-
dades. Existe un envejecimiento progresivo de la población y 
disminución de la población laboralmente activa.

El enfoque interinstitucional sería la manera adecuada de abor-
dar la política de personas mayores, para garantizar su calidad 
de vida en ámbitos diversos, con enfoque de derechos humanos 
que comprende a las personas en su integralidad.

Propuestas programáticas:
1.   Creación de sistema nacional de cuidados integrales. A nivel 
local, incluye Residencias Municipales para personas mayores, 
además de la figura de los "agentes comunitarios", quienes visitan 
a las personas para conocer su situación y necesidades, brindan 
información y orientan sobre el acceso a la salud a nivel local.

2.   Fortalecer la cantidad y la oferta de Centros de Día y progra-
mas destinados a que las personas mayores puedan desarrollar 
su vida cotidiana diurna, en espacios donde se sientan cuidadas 
y desarrollen sus capacidades y conocimientos. 

 
3.   Se creará el "pase mayor" para que las personas mayores 
utilicen la red de transporte de las ciudades con una tarifa 
mínima. A su vez, se implementará una política de "precio 
mínimo" en eventos deportivos y culturales, destinado a favore-
cer el derecho a la cultura y al deporte por parte de este grupo 
de la población.

Personas en 
Situación de Discapacidad

En Chile, a falta de un mejor instrumento, el segundo Estudio 
Nacional de la Discapacidad de 2015 (MIDESO - SENADIS) repor-
ta que el 20% de la población presenta algún grado de Discapa-
cidad, lo que, contrastado con los 19.678.363 habitantes proyec-
tados por el Instituta Nacional de Estadísticas (INE) al 30 de 
junio del año 2021, arroja un total de 3.935.673 Personas con dis-
capacidad, o 3.286.287 si consideramos como universo al 16,7% 
de otras publicaciones oficiales, abarcando todos los tipos y 
grados utilizados para categorizar a esta población. 

Ahora bien, para el caso del Estado y el gobierno, la discapaci-
dad representa un asunto público, múltiple, estructural y de 
habilitación para el ejercicio y exigencia de derechos que no 
puede recaer únicamente en el esfuerzo personal de las perso-
nas con discapacidad o en la caridad cíclica y privada que per-
petúan los modelos médicos y capacitistas de la discapacidad. 

Así, y si bien las problemáticas a las que se enfrentan las perso-
nas con discapacidad son múltiples por las brechas y barreras 
físicas, actitudinales, comunicacionales, políticas, programáti-
cas, sociales, de transporte, etc., que dificultan su participación 
plena y autónoma, también se debe considerar la diversidad y 
heterogeneidad del colectivo.
Necesitamos transitar desde una sociedad de la discriminación 
y la exclusión a una donde la progresiva participación de las 
personas con discapacidad contribuya a superar las brechas 
históricas y evitar el levantamiento de barreras futuras. Pero, 
este cambio de mediano y largo plazo, requiere de transforma-
ciones estructurales y acciones urgentes que permitan al 
Estado, en el corto plazo, garantizar la autonomía de las perso-
nas con discapacidad, con acuerdo a su voluntad, posibilidades 
e intereses, y con arreglo y respeto irrestricto de sus derechos 
diversificados.
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4.   Impulsar una ley de educación sexual integral.

5.   Promover un contexto educativo feminista, que favorezca la 
creación de espacios libres de violencia de género, fomente el 
uso equitativo del espacio entre niñas y niños en los estableci-
mientos educacionales, y ponga fin a los uniformes escolares 
diferenciados por género.

6.   Revisar y acelerar las metas de desarrollo sostenible para el 
2030 adscritas por el país, referentes a educación inclusiva que 
promueva iguales oportunidades para hombres y mujeres, a 
través de los planes “Educación para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres” 2015-2018, Mesa “por una educación con equidad de 
género” 2018 y Plan de Trabajo Educación con Equidad de 
Género 2020.

7.   Exigir a los programas de pedagogía acreditados por el Mi-
nisterio de Educación que incorporen la perspectiva de género 
en sus mallas curriculares.

8.   Fomentar y aumentar la incorporación de mujeres en cargos 
directivos dentro de la administración del Estado.

9.   Avanzar en la paridad de género en los primeros niveles 
jerárquicos del poder ejecutivo central, regional y local.

10.   Incorporar, dentro de la carrera funcionaria, el enfoque de 
género, desarrollando procesos de selección, evaluación y pro-
moción con enfoque de género.

11.   Impulsar y promover reformas a los mecanismos de confor-
mación de la estructura de las Fuerzas Armadas y de Orden, 
avanzando a la paridad en la conformación de los cuerpos de 
oficiales.

Propuestas programáticas:

1.    Levantar participativamente la "Carta de la Ciudadanía Cul-
tural" que establezca los derechos de las personas y comunida-
des al goce y desarrollo cultural, artístico y patrimonial, para 
acompañar el proceso constituyente elegido en votación popu-
lar. 

2.    Levantaremos un catastro del mundo artístico y cultural de 
Chile para conocer el universo, diversidad, distribución, espe-
cialidades y atributos, siendo esta riqueza de conocimiento 
fundamental para proponer un desarrollo cultural equitativo 
para las y los habitantes del territorio.

3.    Realizaremos cabildos culturales como sistema participati-
vo permanente para levantar necesidades de desarrollo cultural 
de las personas y comunidades, fortaleciendo el tejido social y 
potenciando el trabajo colaborativo. 

4.    Impulsaremos presupuestos participativos para el diseño 
de planes y programas institucionales a nivel local, regional y 
nacional, estableciendo cooperación entre el Nivel Central del 
Estado, Gobiernos Regionales y Municipalidades para el finan-
ciamiento equitativo y compartido, con énfasis en el apoyo a 
municipios de comunas con mayor índice de vulnerabilidad. 

5.    Valoraremos la declaración de Naciones Unidas respecto de 
la definición del uso de Internet como Derecho Humano, para 
garantizar la conectividad y disminuir las brechas digitales en 
acuerdo con las comunidades. 

6.    Participaremos en la creación de un Sistema de Medios de 
Comunicación Públicos (SMP) que permitan democratizar el 
acceso a la información y contrarreste el sesgo y la hegemonía 

de los medios existentes y garantice la difusión del trabajo de 
artistas, gestoras y gestores culturales.

Autonomías 
Locales y Territoriales

Garantizaremos el pleno ejercicio de los derechos culturales a nivel 
comunitario, promoviendo la participación, producción, disfrute y 
difusión de sus manifestaciones a lo largo del territorio nacional.

Propuestas programáticas:

1.    Diseñaremos e implementaremos programas de desarrollo 
artístico y cultural para la participación de las comunidades y 
territorios, que contemple la colaboración activa de artistas y 
agentes culturales que acompañen procesos participativos naci-
dos en los barrios  u otras unidades territoriales, siempre en red 
con entidades educacionales y organizaciones comunitarias.

2.    Crearemos una Plataforma de Desarrollo de Iniciativas Cul-
turales populares relacionadas al acceso, producción, creación, 
distribución y encadenamientos productivos que nos permitan 
poner en valor bienes y servicios culturales en todo el país. 

3.    Crearemos Centros de Música Popular y Centros de Artesa-
nía Popular;  Escuelas  Populares de Artes y Oficios, Artes Escé-
nicas, Artes Visuales y Audiovisuales, como la Escuela Popular 
de Teatro implementada en la comuna de Recoleta.

4.    Crearemos Editoriales Regionales y Librerías Populares que 
permitan avanzar en la bibliodiversidad, así como dotar bibliote-
cas públicas, escuelas, centros y casas de la cultura y otros 

espacios culturales no convencionales, con la riqueza de las 
letras nacionales. 

5.    Implementaremos productoras musicales públicas para 
estimular la creación musical nacional y Disquerías Populares 
para su debida distribución.

6.    Impulsaremos el Programa Incubadora de Cooperativas con 
artistas, trabajadoras y trabajadores de la cultura y el espectácu-
lo, para reconocer, validar y dinamizar la especialización y creati-
vidad del país.

7.    Reconoceremos y apoyaremos a las personas y organizacio-
nes que desarrollan arte callejero, canto popular y expresiones 
de arte urbano, mediante planes y programas socio económicos 
y participativos.

8.    Trabajaremos en conjunto con el actual Centro Cultural 
Gabriela Mistral (GAM) para su re-significación como un “Centro 
Cultural del Pueblo”, con el objetivo de dar a conocer la cultura 
popular, abriendo sus salas a la comunidad.

9.    Potenciaremos y focalizaremos, entre y desde los territorios, 
una sólida Comisión Fílmica Nacional para estimular la produc-
ción de cine en los territorios, evaluar eficiencia y eficacia de las 
Iniciativas para el incentivo de producciones extranjeras en Chile. 

10.    Implementaremos un Programa de Turismo Popular, orien-
tado al conocimiento y comprensión de las realidades sociocul-
turales y los paisajes naturales y culturales existentes, para la 
valoración y fortalecimiento de las economías locales. 

Legislar para garantizar 
los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (desc) de las Personas, las 
y los Artistas y sus Comunidades

Impulsaremos proyectos de ley para garantizar el ejercicio de 
derechos culturales para todas las personas, las comunidades 
artísticas y sus organizaciones. Lo anterior, en sintonía y consi-
derando el proceso constituyente y las garantías que en materia 
de culturas, artes y patrimonio allí se contemplen.

Propuestas programáticas:

1.    Revisaremos la normativa vigente que rige al sector de las 
culturas, artes y patrimonios en coherencia con los resultados 
del proceso constituyente.

2.    Impulsaremos la Ley para trabajadores y trabajadoras de las 
culturas, las artes y los patrimonios que asegure condiciones 
laborales dignas, reconociendo esta dimensión como plataforma 
laboral y, por lo tanto, con derechos que garanticen la dignidad 
para este sector. 

3.    Impulsaremos mejoras a la legislación en torno a derechos 
de autor para proteger sus creaciones.

4.    Impulsar una ley que establezca un impuesto diferenciado 
al libro del 4%, que facilite el acceso al libro como herramienta 
para el conocimiento y la información, y que potencie su valor 
simbólico y cultural.

5.    Implementaremos una Ley de Cuotas de Pantalla para cine 
y televisión, que garantice un porcentaje de contenido de pro-

ducción nacional en sus programaciones, ampliando el universo 
de fuentes de financiamiento para el sector audiovisual.

6.    Acompañar la propuesta de Ley Orgánica de Comunicacio-
nes (LOC) para garantizar la creación de señales de televisión 
estatales (OTT/IPTV) en distintos niveles que aseguren el acceso 
a contenidos culturales y amplíen el repertorio de experiencias 
significativas a la ciudadanía, como plataforma de difusión del 
quehacer artístico y cultural del país.

7.    Impulsaremos una ley de Patrimonios Culturales basado en el 
“sujeto de derecho patrimonial cultural”, que reconozca el Conve-
nio 169 de la OIT y la “Consulta indígena”, el Decreto Supremo N° 
11 de 2009 que convierte en Ley de la República la Convención 
para salvaguardar el Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 
(2003), y la necesidad de modernización de la actual ley N° 17.288 
de Monumentos Nacionales, desde la perspectiva de la participa-
ción social y comunitaria.

8.    Propondremos una ley de patrimonios culturales, con enfo-
que participativo y que sea el cúmulo de metodologías y expe-
riencias de deliberación ciudadana y comunitaria, tales como 
cabildos culturales regionales, encuentros de cultores, congresos 
ciudadanos, consultas ciudadanas, consulta indígena, entre otros.

Los Patrimonios Culturales y Naturales 
como expresión y reconocimiento 
de la Interculturalidad y de la Diversidad 
existente en Chile

Desde la perspectiva de los derechos colectivos, los patrimonios 
culturales y naturales se nos presentan diversos y representati-

vos de las comunidades que expresan sus identidades, a partir 
de la construcción social de su propia experiencia histórica. 
En este sentido, la elaboración y recreación constante de la me-
moria colectiva, requiere configurar la idea del “sujeto de dere-
cho patrimonial cultural”, ya que otorga al colectivo, legatario de 
conocimientos, prácticas y saberes patrimoniales, el suficiente 
reconocimiento legal y protección jurídica frente a intereses 
ajenos de carácter expoliador o desvirtuador de la herencia 
cultural inmaterial o material. De este modo, ubicamos a los 
patrimonios en su diversidad como un derecho humano y no 
como un bien de consumo. 

Propuesta programática:

1.    Fortaleceremos orgánica, técnica y económicamente el 
Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como institución 
especializada en la gestión, protección y conservación del patri-
monio nacional que se encuentra bajo el resguardo de museos, 
archivos y bibliotecas. Proponemos superar la condición de 
precariedad de la infraestructura, el equipamiento institucional 
y las condiciones de trabajo de funcionarias y funcionarios.   

2.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y téc-
nico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Monumentos 
Nacionales a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, como 
institución especializada en procesos de gestión con patrimonio 
comunitario y patrimonio privado de carácter construido, 
arqueológico, histórico, natural y paleontológico.

3.    Impulsaremos el traspaso y fortalecimiento orgánico y eco-
nómico del Departamento de Patrimonio Cultural Inmaterial a la 
Subsecretaría de Patrimonio Cultural, como institución especia-
lizada en procesos de gestión con comunidades de cultoras y 
cultores portadores de conocimientos, saberes y prácticas de 
patrimonio cultural inmaterial, respetando los principios éticos 
que la sostienen.

4.    Robusteceremos la institucionalidad pública patrimonial en 
las regiones del país, cambiando la lógica y enfoque del servicio 
público centralizada y concentrada, por la vía de la desconcen-
tración de las decisiones y la descentralización de la gestión, 
con oficinas y equipos en el territorio.

5.    Reforzaremos el énfasis simbólico de la descentralización, 
con fijación de las autoridades y jefaturas de las instituciones 
patrimoniales en la ciudad de Valparaíso. 

  
6.    Reconoceremos el patrimonio de las primeras naciones en 
su dimensión integral para su gestión, con el fin de revitalizar, 
fomentar y difundir los derechos culturales de manera colectiva. 

7.    Conformaremos comités regionales de carácter participati-
vo y con poder resolutivo para efectos de la toma de decisiones 
sobre los patrimonios regionales, cuya composición sea propor-
cional en cuanto a la participación de profesionales, académicos 
y académicas, cultores y culturas e integrantes de primeras 
naciones, respetando la paridad de género.

Derecho al Deporte 

Entendemos el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un Derecho Social, que el Estado debe garantizar, gene-
rando las condiciones materiales para que todas las personas, y 
en especial los sectores más pobres, disfruten de estas prácti-
cas como parte de su vida cotidiana y mejoren su calidad de 
vida, sin ningún tipo de discriminación.
Durante los últimos 40 años, el modelo Neoliberal le ha impues-
to a la ciudadanía un estilo de vida centrado en la producción y 
el consumo, por sobre la recreación y el bienestar de las perso-

nas. Se privatizaron o concesionaron una parte importante de 
los espacios públicos, clubes deportivos, parques y áreas natu-
rales; se permitió un desarrollo urbano a la medida de los intere-
ses inmobiliarios y se consolidó un sistema educacional que 
exacerba la competencia, la formación para el mercado laboral y 
las pruebas estandarizadas, en desmedro del desarrollo integral 
de nuestras niñas, niños y jóvenes. 

Como resultado, 7 de cada 10 adultos en Chile no hace deportes 
o actividad física, lo que nos transforma en uno de los países 
más sedentarios del mundo. Este problema afecta especialmen-
te a las mujeres trabajadoras, a los niños, niñas y adolescentes y 
a las personas de menores ingresos.

La creación del Ministerio del Deporte, y su coexistencia con el 
Instituto Nacional de Deportes, han contribuido muy poco a 
resolver estos problemas. En vez de desarrollar políticas y 
planes de largo plazo para la educación y el fomento de las prác-
ticas corporales, inclusivas y adecuadas a las necesidades y 
características de las comunidades y las regiones, se han imple-
mentado programas de manera centralizada, priorizando el de-
porte de alto rendimiento, la construcción de estadios de fútbol 
concesionados a privados y la organización de grandes eventos 
y actividades masivas.

Educación Física Escolar

Garantizar que los niños, niñas y adolescentes vivencien desde 
la primera infancia los aspectos positivos que conlleva el depor-
te y las diferentes manifestaciones de la cultura corporal patri-
monial y popular, a lo largo de todo el ciclo escolar. Nuestro país 
debe favorecer y promover el desarrollo físico, mental, psicoló-
gico y social de todas las personas, para lograr un desarrollo 
integral, que les permita continuar activos o activas el resto de 
su vida y ejercer una ciudadanía soberana.

Propuestas programáticas:

1.  Garantizar que las y los estudiantes de establecimientos edu-
cacionales, incluyendo jardines, escuelas y liceos, realicen al 
menos 60 minutos diarios de deporte o prácticas corporales en 
el transcurso de la jornada escolar.

2.  Generar innovaciones curriculares y programas extracurri-
culares con un enfoque inclusivo, recreativo, colaborativo, multi-
cultural y no sexista, que favorezcan el desarrollo de diversas 
disciplinas deportivas, prácticas corporales y todas aquellas 
prácticas culturales y artísticas que la comunidad desee realizar, 
de acuerdo con el patrimonio y diversidad cultural de cada terri-
torio.

3.  Implementar sistemas de evaluación cualitativos, colectivos 
y colaborativos en la educación física, no centrados en la com-
petencia y el rendimiento físico.

4.  Promover y facilitar la incorporación de profesores y profe-
soras especialistas en educación física y motricidad en todos los 
ciclos educativos, desde la educación inicial a la enseñanza 
media.

Espacios para el Deporte, la Vida al aire 
libre y la Movilidad activa

Es indispensable aumentar de manera significativa el acceso y 
mejorar las condiciones materiales para que las personas acudan 
a espacios tanto naturales como construidos, que garanticen el 
derecho al deporte, las prácticas corporales y la recreación en 
todos los territorios de Chile.

Propuestas programáticas:

1.  Fomentar la movilidad activa en las escuelas, a través del currí-
culum escolar, clubes de ciclismo escolar y bicicleteros; y en los 
lugares de trabajo, a través de las políticas del Ministerio del Tra-
bajo.

2.  Desarrollar proyectos de infraestructura urbana y rural inte-
grales, considerando redes cicloviarias interconectadas intra e 
interurbanas con estándares de calidad; nodos intermodales y 
facilidades como bicicleteros o talleres de reparación gratuitos o 
a bajo costo.
 
3.  Implementar una política de apertura de los recintos deporti-
vos, escuelas y universidades para que la comunidad realice de-
portes, prácticas corporales y se recree; incluyendo los recintos 
usufructuados por sociedades anónimas deportivas.

4.  Asegurar el libre acceso a montañas, mar, playas, ríos, lagos y 
otros espacios naturales idóneos para realizar deporte, prácticas 
corporales o recreación al aire libre.

5.  Incluir accesibilidad universal en todos los recintos deporti-
vos, áreas verdes y espacios naturales, incluyendo los trayectos 
desde y hacia el transporte público más cercano.

6.  Generar un programa con financiamiento estatal que permita 
el uso masivo y prolongado de las calles como espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación, articulando cir-
cuitos urbanos intercomunales.

7  Crear un programa nacional de calles abiertas que promueva y 
reivindique el derecho al juego al aire libre en entornos inmedia-
tos a las viviendas y que habilite calles residenciales como espa-
cios seguros para la recreación, en especial para la infancia y las 
personas mayores.

Desarrollo Deportivo

Diseñar un nuevo modelo de desarrollo deportivo nacional, que 
entregue herramientas, medios y oportunidades para todos y 
todas quienes realizan una práctica deportiva, en todas las etapas 
de la vida, en los distintos niveles de desarrollo, teniendo como 
principios claves la plena inclusión, la democratización, regionali-
zación, calidad, integración social y la participación de los actores 
públicos y privados.

Deporte Popular:

1.   Fortalecer el rol de las organizaciones sociales y deportivas 
locales y regionales, a través de un fondo especial para el desa-
rrollo deportivo, el uso prioritario de infraestructura deportiva y la 
generación de una red integrada de organizaciones deportivas.

2.  Reforzar y reestructurar el sistema nacional de competen-
cias, potenciando los Juegos Nacionales y Paranacionales, las 
ligas universitarias y escolares, sobre todo en sus etapas muni-
cipales y regionales, e integrando en estas últimas a deportistas 
paralímpicos.

3.   Generar fondos de apoyo para las organizaciones que 
fomenten el deporte adaptado y paralímpico, y las que desarro-
llen y/o rescaten prácticas corporales patrimoniales de pueblos 
originarios.

4.  Establecer un sistema nacional de formación de personal 
técnico y de apoyo al deporte, tales como entrenadores, jueces, 
clasificadores y otros, en colaboración con las federaciones 
deportivas, las instituciones de educación superior y las univer-
sidades abiertas o populares.

5.   Profesionalizar la gestión de las federaciones deportivas 
nacionales, a través de oportunidades de perfeccionamiento, 
junto con democratizarlas para garantizar la participación de 
todas y todos los actores.

Deporte de Alto Rendimiento:

1.  Perfeccionar y profundizar el actual sistema de reconoci-
miento de derechos laborales de los y las deportistas de alto 
rendimiento y su plena inserción en el sistema de seguridad 
social que establecerá la nueva Constitución. 

2.  Aumentar el fondo especial de apoyo para deportistas de 

alto rendimiento, considerando también el apoyo a las catego-
rías de recambio.

3.  Nivelar las oportunidades del deporte paralímpico, otorgan-
do financiamiento directo al Comité Paralímpico de Chile y a las 
federaciones afiliadas.

4.  Crear Centros de Alto Rendimiento regionales, que conside-
ren las particularidades y deportes estratégicos de cada región.

5.  Establecer un sistema nacional de identificación de talentos 
y desarrollo de las categorías de recambio, que respete las ca-
racterísticas de cada disciplina deportiva y le otorgue un rol 
preponderante al deporte regional.

6.  Facilitar la educación a lo largo de la vida de las y los depor-
tistas de alto rendimiento (activos y retirados), creando becas y 
acuerdos a nivel nacional e internacional con las instituciones 
de educación superior y las universidades abiertas o populares.

7.  Otorgar reconocimiento económico a las y los entrenadores 
en los premios deportivos.

8.  Crear una bolsa laboral que facilite la inserción de los y las 
deportistas retiradas del alto rendimiento.

Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos Santiago 2023:

Potenciar la generación de un legado deportivo y social, a través 
de la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanameri-
canos Santiago 2023, integrando y beneficiando a la comunidad 
previo, durante y con posterioridad a dichos Juegos.

Otorgar un fondo adicional de apoyo a la preparación final de los 
y las deportistas que representarán a Chile en los Juegos.

Promover la asistencia gratuita de niños, niñas y jóvenes a las 
diferentes competencias deportivas panamericanas y parapana-
mericanas.

Nueva Institucionalidad Deportiva

Reestructurar la institucionalidad pública para el deporte, las 
prácticas corporales y la recreación, dotando a las instituciones 
de nivel central, regional y comunal de atribuciones, facultades 
y presupuesto suficiente para cumplir los objetivos que estable-
ce este programa de gobierno.

Propuestas programáticas:

Establecer el deporte, las prácticas corporales y la recreación 
como un derecho social en la Nueva Constitución.

Fusionar al IND y el MINDEP en un solo Ministerio, encargado de 
coordinar y dirigir el trabajo intersectorial para la implementa-
ción de las políticas públicas y propuestas que establece este 
programa de gobierno.

Reestructurar completamente el actual sistema de fondos con-
cursables, estableciendo mecanismos transparentes y partici-
pativos de asignación directa de recursos para actividades y 
organizaciones que favorezcan la práctica regular de deportes, 
prácticas corporales y recreativas, en especial en los sectores 
populares. 

Reestructurar completamente el actual sistema de Donaciones 
deportivas, asegurando su transparencia e impacto social. 

Crear un sistema de fiscalización, a fin de resguardar el adecua-
do uso y destino de los recursos para actividades y organizacio-
nes deportivas y recreativas.

Entregar a las municipalidades más recursos y atribuciones para 
implementar políticas y programas comunales de promoción, 
coordinados con los objetivos de la política nacional de depor-
tes y prácticas corporales de cada región.



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales

Desarrollo 
y difusión del Conocimiento

Desarrollar, difundir y aplicar conocimientos científicos para 
mejorar las políticas públicas y generar una cultura del deporte, 
de prácticas corporales y recreación.

Propuestas programáticas:

1. Articular, desde el MINDEP, redes colaborativas de investi-
gación inter y transdisciplinaria en diversas regiones de Chile, 
con participación de universidades, MINSAL, MINDEP y otros 
organismos públicos, organizaciones sociales y comunidades 
locales; para que desarrollen investigaciones científicas en 
torno al deporte, la recreación y las diferentes manifestaciones 
de la cultura corporal. 

2.  Aumentar los recursos del MINDEP para las Ciencias del 
Deporte, priorizando la evaluación del impacto de las políticas 
públicas, el desarrollo de investigaciones inter y transdisciplina-
rias en los ejes temáticos de este programa de gobierno, la pu-
blicación de una revista científica digital y la generación de un 
repositorio científico digital sobre el deporte y las prácticas 
corporales. 

3.  Implementar a nivel nacional una estrategia comunicacional 
multimedial e inclusiva, a través de medios públicos y masivos, 
para difundir a la comunidad, y en especial a la población inacti-
va, conocimientos científicos, buenas prácticas y otros conteni-
dos que incentiven la participación regular en actividades de-
portivas y prácticas corporales diversas.

4.  Implementar desde los municipios estrategias inclusivas de 
comunicación a nivel comunal y barrial, para informar acerca de 
la oferta pública de actividades, recintos y otros espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación.

5.  Crear canales de difusión masivos, modernos y accesibles 
para las distintas actividades polideportivas.

El Fútbol para su gente

A partir del año 2002, el fútbol profesional fue convertido en 
sociedades anónimas sin vinculación alguna con los valores y 
características de los clubes, que han usufructuado de los esta-
dios públicos y de los recursos de todos y todas las chilenas, sin 
retribuir a sus hinchas ni comunidad porcentaje alguno de sus 
utilidades. Proponemos recuperar la propiedad de los clubes y 
del fútbol profesional para sus verdaderos dueños: sus socios, 
socias e hinchas.

Propuestas programáticas:

1. Modificar la Ley N° 20.019 que regula las Sociedades Anó-
nimas Deportivas Profesionales, haciendo obligatoria la partici-
pación de los socios, socias e hinchas en al menos el 51% en la 
administración de sus clubes a más tardar el año 2025.

2.  Fomentar el fútbol femenino profesional.

3.  Fomentar las organizaciones de socios, socias e hinchas 
para efecto de su futura incorporación en la administración de 
sus clubes.

4.  Promocionar y apoyar las organizaciones sin fines de lucro 
asociadas al fútbol amateur y profesional.



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales

Desarrollo 
y difusión del Conocimiento

Desarrollar, difundir y aplicar conocimientos científicos para 
mejorar las políticas públicas y generar una cultura del deporte, 
de prácticas corporales y recreación.

Propuestas programáticas:

1. Articular, desde el MINDEP, redes colaborativas de investi-
gación inter y transdisciplinaria en diversas regiones de Chile, 
con participación de universidades, MINSAL, MINDEP y otros 
organismos públicos, organizaciones sociales y comunidades 
locales; para que desarrollen investigaciones científicas en 
torno al deporte, la recreación y las diferentes manifestaciones 
de la cultura corporal. 

2.  Aumentar los recursos del MINDEP para las Ciencias del 
Deporte, priorizando la evaluación del impacto de las políticas 
públicas, el desarrollo de investigaciones inter y transdisciplina-
rias en los ejes temáticos de este programa de gobierno, la pu-
blicación de una revista científica digital y la generación de un 
repositorio científico digital sobre el deporte y las prácticas 
corporales. 

3.  Implementar a nivel nacional una estrategia comunicacional 
multimedial e inclusiva, a través de medios públicos y masivos, 
para difundir a la comunidad, y en especial a la población inacti-
va, conocimientos científicos, buenas prácticas y otros conteni-
dos que incentiven la participación regular en actividades de-
portivas y prácticas corporales diversas.

4.  Implementar desde los municipios estrategias inclusivas de 
comunicación a nivel comunal y barrial, para informar acerca de 
la oferta pública de actividades, recintos y otros espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación.

5.  Crear canales de difusión masivos, modernos y accesibles 
para las distintas actividades polideportivas.

El Fútbol para su gente

A partir del año 2002, el fútbol profesional fue convertido en 
sociedades anónimas sin vinculación alguna con los valores y 
características de los clubes, que han usufructuado de los esta-
dios públicos y de los recursos de todos y todas las chilenas, sin 
retribuir a sus hinchas ni comunidad porcentaje alguno de sus 
utilidades. Proponemos recuperar la propiedad de los clubes y 
del fútbol profesional para sus verdaderos dueños: sus socios, 
socias e hinchas.

Propuestas programáticas:

1. Modificar la Ley N° 20.019 que regula las Sociedades Anó-
nimas Deportivas Profesionales, haciendo obligatoria la partici-
pación de los socios, socias e hinchas en al menos el 51% en la 
administración de sus clubes a más tardar el año 2025.

2.  Fomentar el fútbol femenino profesional.

3.  Fomentar las organizaciones de socios, socias e hinchas 
para efecto de su futura incorporación en la administración de 
sus clubes.

4.  Promocionar y apoyar las organizaciones sin fines de lucro 
asociadas al fútbol amateur y profesional.



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales

Desarrollo 
y difusión del Conocimiento

Desarrollar, difundir y aplicar conocimientos científicos para 
mejorar las políticas públicas y generar una cultura del deporte, 
de prácticas corporales y recreación.

Propuestas programáticas:

1. Articular, desde el MINDEP, redes colaborativas de investi-
gación inter y transdisciplinaria en diversas regiones de Chile, 
con participación de universidades, MINSAL, MINDEP y otros 
organismos públicos, organizaciones sociales y comunidades 
locales; para que desarrollen investigaciones científicas en 
torno al deporte, la recreación y las diferentes manifestaciones 
de la cultura corporal. 

2.  Aumentar los recursos del MINDEP para las Ciencias del 
Deporte, priorizando la evaluación del impacto de las políticas 
públicas, el desarrollo de investigaciones inter y transdisciplina-
rias en los ejes temáticos de este programa de gobierno, la pu-
blicación de una revista científica digital y la generación de un 
repositorio científico digital sobre el deporte y las prácticas 
corporales. 

3.  Implementar a nivel nacional una estrategia comunicacional 
multimedial e inclusiva, a través de medios públicos y masivos, 
para difundir a la comunidad, y en especial a la población inacti-
va, conocimientos científicos, buenas prácticas y otros conteni-
dos que incentiven la participación regular en actividades de-
portivas y prácticas corporales diversas.

4.  Implementar desde los municipios estrategias inclusivas de 
comunicación a nivel comunal y barrial, para informar acerca de 
la oferta pública de actividades, recintos y otros espacios para el 
deporte, las prácticas corporales y la recreación.

5.  Crear canales de difusión masivos, modernos y accesibles 
para las distintas actividades polideportivas.

El Fútbol para su gente

A partir del año 2002, el fútbol profesional fue convertido en 
sociedades anónimas sin vinculación alguna con los valores y 
características de los clubes, que han usufructuado de los esta-
dios públicos y de los recursos de todos y todas las chilenas, sin 
retribuir a sus hinchas ni comunidad porcentaje alguno de sus 
utilidades. Proponemos recuperar la propiedad de los clubes y 
del fútbol profesional para sus verdaderos dueños: sus socios, 
socias e hinchas.

Propuestas programáticas:

1. Modificar la Ley N° 20.019 que regula las Sociedades Anó-
nimas Deportivas Profesionales, haciendo obligatoria la partici-
pación de los socios, socias e hinchas en al menos el 51% en la 
administración de sus clubes a más tardar el año 2025.

2.  Fomentar el fútbol femenino profesional.

3.  Fomentar las organizaciones de socios, socias e hinchas 
para efecto de su futura incorporación en la administración de 
sus clubes.

4.  Promocionar y apoyar las organizaciones sin fines de lucro 
asociadas al fútbol amateur y profesional.



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.

1129

la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales

Nueva 
Economía 

para un Chile 
Inclusivo, 

Desarrollado y 
Diversificado



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.

134

la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.

137

la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.

146                

la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales
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mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



mos de apoyo legal que permitan denunciar abusos que se pro-
ducen por las diferencias de poder en la negociación entre pri-
vados. Adecuar el sistema de compras públicas corrigiendo los 
mecanismos que dificultan la participación de las empresas de 
menor tamaño y promover de forma activa la contratación a los 
proveedores locales en las regiones.

productiva y la capacitación a nivel del territorio, en fuerte coor-
dinación con los municipios y gobiernos regionales. 

8. Aumentar la cantidad y cobertura de los centros de nego-
cios de CORFO para que lleguen a todo el país, junto con am-
pliar sus funciones para que faciliten el acceso a financiamiento 
y brinden acompañamiento en un solo lugar, fortalezcan la aso-
ciatividad entre empresas de menor tamaño, generen alianzas 
verticales con grandes empresas y puedan estrechar vínculos 
con los gobiernos locales y entidades relacionadas que operan 
en el territorio, apoyando las iniciativas productivas que imple-
menten los municipios.

9. Promover la innovación social a empresas y emprendi-
mientos, especialmente de mujeres y pueblos originarios, que 
busquen alternativas para el desarrollo rural; que refuercen la 
identidad territorial; que generen mayor diversificación produc-
tiva y aseguren la retención de valor en el territorio. Esto, muy 
de la mano de acciones de capacitaciones a mujeres en la “es-
cuela para emprendedoras”, junto con la implementación de 
concursos especiales y otras iniciativas para incentivar la inno-
vación social. 

10. Impulsar la digitalización acelerada en las empresas de 
menor tamaño, generando la coordinación territorial desde la 
red de centros de apoyo a la digitalización (CORFO) a los distin-
tos mecanismos de apoyo existentes a nivel nacional, como 
Digitaliza tu Pyme, Pyme en línea, Chequeo Digital y otras inicia-
tivas privadas.

11. Brindar apoyo a la MYPE en materia fiscal, estableciendo 
políticas tributarias nuevas y/o mejoradas que discriminan posi-
tivamente hacia las empresas de menor tamaño, tales como 
pago de IVA diferido, pago en 30 días y otras. Generar mecanis-

3. En el corto plazo, para las que accedan a la banca comer-
cial, se recapitalizará y reorientará la cobertura de los fondos de 
garantía, facilitando el acceso al crédito, a través de la interme-
diación bancaria. Posteriormente se fortalecerá el crédito de 
fomento a través de la banca de desarrollo.

4. Para aquellas que no acceden al crédito bancario, expandir 
los créditos en condiciones preferenciales, ajustados al retorno, 
que sean entregados por intermediarias financieras no banca-
rias (IFNB), como las instituciones de microcréditos o cooperati-
vas, las cuales serán recapitalizadas y fortalecidas institucional-
mente. Este programa será implementado en primera instancia 
por CORFO y luego por el Banco Nacional de Desarrollo.

5. Apoyar a micro y pequeñas empresas informales y moro-
sas que no pueden acceder a créditos, otorgando financiamien-
to directo (subsidio) con acompañamiento a las inversiones, a 
través de los programas de refinanciamiento que ejecuta 
CORFO y otros mecanismos. 

6. Se adecuarán estos mecanismos para promover la inclu-
sión de cooperativas, agrupaciones de trabajadoras y trabajado-
res, junto con otros mecanismos asociativos que existan a nivel 
local.

7. Vincular el financiamiento a la evaluación de pre inversión 
y la asistencia posterior a las empresas por parte de los progra-
mas de fomento empresarial, especialmente a través de los 
Centros de Desarrollo de Negocios a nivel local de CORFO y 
otras instancias, los que serán ampliados y fortalecidos. Estos 
movilizarán la asesoría empresarial a quienes reciben financia-
miento con créditos o subsidios estatales, su formalización, el 
apoyo para la asociatividad y el encadenamiento con empresas 
de mayor tamaño, la asistencia técnica para la transformación 

y regionales, pues tres regiones concentran cerca del 60% del 
número de empresas. Con la crisis se han cerrado gran cantidad 
de empresas; las pocas que tienen créditos son insuficientes, de 
corto plazo y a tasas mayores que las grandes; la gran mayoría 
no son sujeto de crédito en la banca comercial. Las medidas de 
reactivación, adoptadas de espalda a los gremios del sector, han 
servido para justificar diversas de medidas de apoyo a la gran 
empresa, como el FOGAPE por ejemplo, empeorando estos des-
balances.

Las empresas de menor tamaño pueden incidir en el desarrollo 
regional  y local en la medida que su cadena productiva retenga 
valor en los territorios a través de alianzas verticales, horizonta-
les y el establecimiento de redes productivas.

Propuestas programáticas:

1. Subsidiar a micro y pequeñas empresas para afrontar el 
alza del salario mínimo de las y los trabajadores que lo ganen en 
una fecha determinada, eliminando el ingreso mínimo garantiza-
do, cuyos recursos, si los hubieren, serán utilizados para el sub-
sidio; las empresas medianas contarán con crédito concesional 
para este propósito.  Establecer para el primer año beneficios 
tributarios y un subsidio de empleo manejado de forma descen-
tralizada dirigido a impulsar la reactivación en las regiones que 
tengan una tasa de desocupación sobre la media nacional, enfo-
cado preferentemente en mujeres y personas discapacitadas, 
así como en la micro y pequeña empresa.

2. En el contexto de la reactivación, ampliar el financiamiento 
dirigido a las empresas de menor tamaño afectadas por la crisis 
que absorben significativamente empleo, destinado al re em-
prendimiento, sanear sus deudas y pasivos, así como atender las 
necesidades de capital de trabajo e inversión.

empresas. Para eso es necesario que las instituciones funcionen 
articuladas a los actores y gobiernos regionales y municipales. 
Con ese objetivo se extenderán los Comités de Desarrollo Pro-
ductivo Regional, permitiendo que cuando las nuevas autorida-
des regionales estén en ejercicio, las instituciones de fomento 
potencien la descentralización y un desarrollo territorial cohe-
rente con las líneas estratégicas de desarrollo del país.

Fortalecimiento de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa

 
Las empresas de menor tamaño juegan un papel social y econó-
mico fundamental, pues son básicas para el desarrollo a nivel 
local y regional, la integración empresarial y la distribución del 
ingreso. La reactivación de las empresas de menor tamaño con 
transformación productiva para el desarrollo, contempla la am-
pliación sustancial del financiamiento dirigido a ellas, apoyar su 
desarrollo empresarial, brindar asistencia técnica, profundizar 
su asociatividad y la integración con empresas de mayor 
tamaño, fomentar directamente el empleo e impulsar medidas 
tributarias y legales ampliamente demandadas y, especialmente, 
estimular la innovación y el emprendimiento a nivel local. 

Existe un tejido empresarial con grandes diferencias por 
tamaño, empleo y ventas. Por ejemplo, 95% son microempresas 
focalizadas en comercio (70%) que solo realizan 8,5% de las 
ventas totales. Si bien generan la mayor parte de los empleos, 
concentran los salarios más bajos. 
Las empresas grandes incorporan innovación y tecnología, 
llevando su productividad muy lejos de las empresas de menor 
tamaño. Su distribución geográfica afecta las economías locales 

mos de intermediación no regulados para otorgar créditos, ga-
rantías especiales o subsidios.

6. Ampliar sustancialmente los montos, temporalidad y 
recursos para asegurar efectividad a bonos de subsidio al 
empleo para cuatro grupos: Mujeres, jóvenes, individuos en 
condición de discapacidad y grupos en situación de riesgo o 
que se encuentran en proceso de rehabilitación y reinserción. 
Impulsar, junto a estas medidas, el establecimiento de jornada 
laboral reducida; la ampliación del seguro de cesantía; los pro-
gramas de formación, especialmente en nuevas tecnologías y la 
inclusión de mujeres en sectores tradicionalmente masculinos; 
la ampliación del empleo remunerado en salud primaria, el cui-
dado de niños, de tercera edad y personas no autovalentes, 
entre otros, descritas en detalle en diferentes capítulos de este 
Programa. 

7. Coordinar eficientemente la institucionalidad macroeco-
nómica (en especial Hacienda y Banco Central) y de fomento 
que existe (CORFO, SERCOTEC, INDAP, etc.), usando mejor los 
recursos disponibles para el fomento e innovación. Simplificar la 
oferta de programas con una estructura coherente de instru-
mentos de apoyo; establecer una base de datos conjunta para el 
seguimiento de empresas atendidas y disponer de un sistema 
nacional de información sobre instrumentos de fomento; simpli-
ficar los trámites y establecer una ventanilla única de acceso; 
brindar asistencia para el acceso desde los centros de negocios 
CORFO; generar nuevos instrumentos de fomento acorde a las 
necesidades regionales. 

8. Adaptar las medidas de reactivación a cada territorio enfo-
cando las políticas y programas de fomento de manera que pro-
muevan el desarrollo local y la colaboración económica entre 

e instalaciones deportivas; recolección, reciclaje y compostaje 
de desechos sólidos; reforestación y prevención de incendios 
forestales; sistemas de abastecimiento y saneamiento de agua, 
recolección de aguas pluviales y drenaje; sistemas de riego, mini 
embalses, conservación de suelos, entre otros. 

Con una perspectiva de transformación productiva de mediano 
plazo se invertirá en, por ejemplo, generación, transmisión y 
distribución de energía limpia y renovable; telecomunicaciones; 
industria farmacéutica y tecnológica; industrias creativas; 
infraestructura como caminos, la renovación y transformación 
del transporte público y puertos. 

4. Mantener una disposición de fondos para crédito conce-
sional y condicionado a empleo con equidad de género para las 
empresas de menor tamaño (a los mismos niveles de 2002-2021), 
por parte del Banco Central u otro mecanismo del Estado, al 
menos los dos primeros años. Un FOGAPE recapitalizado se 
enfocará en el crédito las empresas de menor tamaño, eliminan-
do las garantías del Estado a grandes empresas y se establecerá 
crédito concesional a la mediana empresa para afrontar aumen-
tos del salario mínimo. 
 

5. Impulsar la creación de una Banca Nacional de Desarrollo 
que otorgue financiamiento directo en buenas condiciones para 
fortalecer la actividad productiva antes que la especulación 
financiera, que brinde liquidez accesible a las empresas, facili-
tando medidas anti crisis, que apoye la inclusión financiera de 
las empresas de menor tamaño, que brinde financiamiento de 
infraestructura, a la innovación, a la provisión de bienes públicos 
y el desarrollo sustentable. En el corto plazo, proponemos finan-
ciar el re emprendimiento y a las empresas afectadas por la 
crisis que no acceden a la banca comercial, mediante mecanis-

Propuestas programáticas:

1. Mejorar la capacidad de negociación del trabajo, como se 
propone en el capítulo laboral, y vincular el salario mínimo con la 
línea de la pobreza, incrementándolo de manera escalonada con 
un aumento significativo en el primer año (abril de 2022). Esta 
medida se acompañará con otras acciones compensatorios 
temporales dirigidas a las empresas de menor tamaño. Las lici-
taciones y otros beneficios que se otorgan a las grandes empre-
sas tendrán en cuenta que todo su personal perciba un salario 
digno neto por encima de la línea de la pobreza.

2. Ampliar sustancialmente el presupuesto de inversiones 
públicas desde un promedio de U$ 8 mil a U$ 13 mil millones (5% 
del PIB) anuales, generando más de medio millón de empleos 
adicionales. Dividir los pliegos para evitar la concentración de 
licitaciones en grandes empresas, bajando significativamente 
las barreras de entrada al mercado público, adecuándolos a las 
capacidades de las empresas de menor tamaño, cooperativas y 
asociaciones de trabajadores y trabajadoras (bases de licitacio-
nes, depósitos, etc.). Se establecerán como criterios de asigna-
ción, los porcentajes de utilidades esperadas, los niveles salaria-
les y su impacto en la participación laboral femenina y su víncu-
lo territorial (regiones, comunas y sectores) que contribuya a 
una efectiva descentralización y a la integración empresarial 
local.

3. Las inversiones se orientarán a generar empleo y posibili-
tar la participación de las mujeres en el corto plazo y sentar las 
bases de la transformación productiva a mediano plazo. Entre 
las primeras se encuentran inversiones en infraestructura y 
equipamiento de salas cuna, jardines infantiles y para el cuida-
do; construcción, mejoramiento y reconversión térmica de 
viviendas y edificios; ampliación infraestructura social en salud 
y educación; ampliación y recuperación de áreas verdes, espa-
cios públicos, parques infantiles y zonas degradadas; mercados 

de inversiones públicas, con acceso a las empresas de menor 
tamaño (micro, pequeña y medianas); asegurando la disponibili-
dad de liquidez a las empresas; incluyendo a las más afectadas 
por la crisis que actualmente no acceden al sistema bancario; 
garantizando medidas directas para incentivar el empleo y 
diversas medidas de fomento productivo, especialmente dirigi-
das las micro y pequeñas empresas. Estas políticas permitirán 
superar la crisis y, en paralelo, realizar la transformación produc-
tiva que necesita un nuevo modelo de desarrollo inclusivo y 
sostenible. 

Hasta ahora, la economía depende de la renta exportadora, de 
un sistema impositivo y una distribución del ingreso muy regre-
sivas, de salarios que crecen por debajo de la productividad. La 
estrategia de “recuperación” actual se basa en salarios congela-
dos y apoyos masivos con fondos públicos que garantizan 
utilidades de grandes empresas, provocando más concentra-
ción empresarial y del ingreso, más informalización del empleo 
e inequidad social, afectando especialmente a las mujeres. 

Este 2021 la producción aún no se recuperará de la crisis social y 
sanitaria, el empleo no alcanzará los niveles pre crisis, se intensi-
ficarán las distorsiones de género y habrá más precarización 
estructural; el dinamismo seguirá dependiendo de la frágil eco-
nomía internacional atada a la exportación de materias primas.
 
 
La redistribución del ingreso, junto con otras medidas de ex-
pansión de la demanda, permitirá en el corto plazo alcanzar el 
producto potencial; y a mediano plazo, se dinamizará la econo-
mía en conjunto con las políticas de transformación que elevan 
la productividad. Para ello nos enfocaremos en los sectores más 
afectados por la crisis, en especial a aquellos que tienen un 
fuerte impacto en el empleo y relevancia social como la inclu-
sión laboral de las mujeres y las empresas de menor tamaño, 
promoviendo un enfoque territorial de desarrollo productivo.

4. Creación de una red parques científicos y culturales como 
nodos de integración, planificación y circulación de los conoci-
mientos, comunicados y articulados con el sistema productivo y 
cultural de territorios y desafíos nacionales. También propone-
mos promover y promocionar la creación de instituciones de 
investigación y creación pública.

5. Una política nacional de fortalecimiento de formación na-
cional y la dignidad de las y los trabajadores del conocimiento, 
incorporando la creación de una Carrera Nacional para acadé-
micos, académicas, investigadores, investigadoras, creadores, 
creadoras, funcionarios y funcionarias, con garantías sociales y 
promoción del trabajo digno y posibilidades de movilidad inte-
rinstitucional. Proponemos aumentar los recursos para los estu-
dios de postgrado nacional, con el objetivo de acrecentar la 
cantidad de investigadores e investigadoras en el país. 

6. Un quehacer académico compatible con los cuidados: 
Salas de lactancia, guarderías, postnatal para madres y padres. 
Una producción de conocimiento interseccional, que considere 
la diversidad de género, clase, etnia, discapacidades, entre otras
. 

Reactivación de 
la Producción y el Empleo

El país recuperará su nivel de actividad y asegurará el desarrollo, 
creando empleos que aumenten la participación de las mujeres 
en el marco del trabajo decente con políticas públicas que dina-
mizarán la demanda efectiva, aumentando la participación de 
los sueldos en el ingreso nacional; manteniendo un mayor nivel 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos aumentar el coeficiente de inversión en I+D 
hacia un valor incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB y 
con ello la masa crítica de profesionales especializados en 
investigación científica y tecnológica. En concreto, se propone 
duplicar el número de investigadores e investigadoras por 
millón de habitantes, llevando el año 2026 la actual masa crítica 
a 854 investigadores e investigadoras por millón de habitantes. 
En materia de tecnología, será imprescindible reducir la tasa de 
dependencia y aumentar la tasa de autosuficiencia, que se 
ubique en torno al actual promedio latinoamericano (80%) como 
mínimo y a un 75% como máximo.

2. Democratizar la toma de decisiones que incluya una des-
centralización territorial, la participación activa con voz y voto 
de estamentos, en distintos espacios de decisión como ANID, 
ministerios, gobiernos regionales, Universidades, institutos de 
investigación del Estado, que cuente con la realización de un 
Congreso Nacional de Conocimientos y tecnología e innovación 
de carácter vinculante, para la generación de una política nacio-
nal y regional sobre conocimiento, tecnología e innovación.

3. Actualización de una institucionalidad estatal de coordina-
ción, con funciones y objetivos acordes a la articulación del 
sistema y mecanismos de financiamiento específicos para este 
propósito, sobre la base de las universidades estatales, centros 
de investigación estatales, CFTs e institutos formativos y técni-
cos de las FFAA. Junto con ello, proponemos la creación de una 
Red de Institutos Estatales de Investigación y Desarrollo, para 
fomentar el desarrollo en áreas estratégicas asociadas al desa-
rrollo nacional/regional y de un sistema nacional de redes de 
información de investigación y desarrollo tecnológico, con la 
idea de favorecer la colaboración, interoperabilidad, acceso 
abierto y carácter público de los conocimientos. 

confiere robustez, identidad, autonomía y proyección a la socie-
dad. Por eso, afirmamos que el desarrollo y bienestar de un 
pueblo se relaciona con la sofisticación y la fidelidad con que 
estos representan las aspiraciones y necesidades del país en su 
conjunto. 

La transformación virtuosa, inclusiva y sustentable del mundo, a 
través de la tecnología que asegure la dignidad y felicidad de las 
personas, requiere alinear el cultivo de la investigación y la pro-
ducción de conocimientos con los problemas de las personas, 
los intereses del país y la protección del medio ambiente. 
Recuperar la soberanía del país para enfrentar los problemas, 
necesidades e intereses de nuestro pueblo, superando el 
modelo extractivista Neoliberal al conectar la creación de las 
más diversas formas de conocimientos con los procesos pro-
ductivos, los servicios, la cultura y la sociedad. Esto será posible 
incorporando el aporte de las y los jóvenes investigadores en 
condiciones dignas de trabajo, democratizando los espacios de 
generación de conocimiento y erradicando la segregación de 
género, clase, etnia y disciplinar. Nos proponemos desmontar 
los mecanismos que consolidan esta manera de producir cono-
cimientos, reemplazándolos por otros que generen conocimien-
tos abiertos, democráticos y comunes.

Una política sobre conocimientos es una política para determi-
nar dónde poner los esfuerzos principales en la producción y 
aprovechamiento de los conocimientos por parte de la socie-
dad. Las modalidades y procesos, a través de los cuales se reali-
za el reconocimiento y se determina el financiamiento a la crea-
ción y difusión de los conocimientos. Las instituciones más 
especializadas en el conocimiento, sus roles y las relaciones 
entre ellas y  la relación y coordinación de esas instituciones con 
ministerios e instituciones de administración territorial con 
instituciones relacionadas con la divulgación y utilización del 
conocimiento y organizaciones de la sociedad civil.

6. Creación del CIMM 2.0 (centro de investigación minera y 
metalúrgica). En contrapunto a lo sucedido en 2018 con la crea-
ción del programa nacional de minería, se debe impulsar nueva-
mente la creación del CIMM, dada la pérdida de competitividad 
de las operaciones de CODELCO, en tanto características de sus 
yacimientos y la necesidad de impulsar la innovación para los 
próximos años.
Este centro debe buscar e invertir para que el Estado esté a la 
vanguardia de la tecnología minera, creando, investigando e im-
plementando técnicas para disminuir emisiones, optimizar la 
energía y el uso de agua. 

7. Se creará la institucionalidad que estudie los proyectos, 
evalúe inversiones y fiscalice fundiciones y refinerías actuales (y 
futuras), coordinando los esfuerzos públicos y privados, siempre 
privilegiando el interés nacional y el de sus comunidades. Esta 
institucionalidad, junto con promover el desarrollo de proyectos e 
inversiones, deberá articularse con el sistema de evaluación am-
biental, con las autoridades medioambientales regionales, de 
salud, pero principalmente con las comunidades locales.

Ciencia y Tecnología

El Conocimiento se refiere a la creación intelectual que le da sen-
tido, valor, relevancia y calidad al mundo que habitamos. En un 
sentido práctico, los Conocimientos tienen el potencial de mejo-
rar las condiciones de vida de la humanidad. Toda actividad 
humana, en las artes, las ciencias, en la tecnología y el trabajo 
produce conocimiento.
 
Por su naturaleza diversa y colectiva, los conocimientos son patri-
monio de la humanidad y deben ser compartidos y puestos a 
disposición de todos y todas, sin distinción de género, clase, etnia, 
religión u origen geográfico. El conocimiento formal e informal 

tanto los países sigan a sus ventajas comparativas, o sea, lo que 
pueden producir relativamente más barato. Así, en un mundo 
con completa libertad de comercio, todos los países ganarían. 

El problema de este postulado radica en el hecho de que su 
validez aplica solo para aquellos países que no han alcanzado el 
nivel de desarrollo de las economías capitalistas más avanzadas, 
toda vez que estas aplicaron en su momento, políticas industria-
les protegidas para ostentar la riqueza que hoy exhiben y que 
además “prohíben” al mundo no desarrollado estas trayectorias 
de crecimiento gracias a un sistema multilateral asimétrico y 
controlado por sus intereses. 

Lineamientos de políticas 
para el nuevo modelo de desarrollo 

1. Financiamiento para el desarrollo: hacia una 
Banca Nacional de Desarrollo:

 Crearemos un Banco Nacional de Desarrollo para el finan-
ciamiento de una política industrial y tecnológica activas. Para 
cambiar nuestro modelo de desarrollo es indispensable un sis-
tema financiero que movilice recursos hacia nuevos sectores 
productivos. El sistema financiero chileno, de enfoque cortopla-
cista y averso al riesgo que implica innovar, no entrega los ins-
trumentos financieros necesarios para perseguir este cambio 
estructural. Es fundamental entonces que el Estado vuelva a ser 
un actor relevante en el financiamiento productivo de nuestro 
país, apoyando el desarrollo de nuevas tecnologías e iniciativas 
productivas que los privados hasta ahora no han estado dis-
puestos a financiar.

 Aplicaremos instrumentos de financiamiento para la ex-
pansión de la base productiva. La política de financiamiento 
para el desarrollo en Chile, desde la llegada del Neoliberalismo, 
ha estado basada en el principio de “Estado Facilitador”, que en 

Las fuentes de esta disfuncionalidad económica radican en unas 
instituciones productivas carentes de coordinación y diseño 
estratégico, insuficientes recursos para invertir en I+D, infraes-
tructura y logística para el desarrollo y desarticulación sectorial y 
territorial de la producción. Un elemento adicional radica en las 
formas de inserción internacional de la economía chilena en la 
globalización, caracterizada por acuerdos comerciales que limi-
tan los espacios de políticas productivas e industriales internas.

Nuestro propósito es cambiar el actual patrón de crecimiento 
por un nuevo modelo de desarrollo que avance hacia una eco-
nomía del conocimiento, diversifique la matriz productiva, au-
mente el contenido tecnológico de nuestra producción y mejore 
la distribución de la riqueza, integrando a todos las y los actores 
sociales y en armonía con la sustentabilidad ambiental. 

Crecer será uno de nuestros primeros esfuerzos y pondremos 
en el centro del nuevo modelo productivo una nueva política 
industrial sustentable ambientalmente. La industrialización ha 
sido un proceso de cambio estructural fundamental de la matriz 
productiva por las que han atravesado todas las sociedades del 
mundo. Ello ha supuesto pasar de estructuras primarias basadas 
en la extracción de bienes y recursos dotados por la naturaleza, 
sin mayor agregación de valor o elaboración, a actividades pro-
ductivas más sofisticadas basadas en la transformación de ma-
terias básicas en manufacturas que portan un alto contenido de 
conocimiento, innovación y desarrollo (I+D). Ello permite elevar 
la productividad de la economía, acelerando la tasa de creci-
miento y, verbigracia de arreglos sociales y políticos amplios, 
disponer de recursos fiscales suficientes para redistribuir de-
mocráticamente los frutos del proceso de crecimiento.

Uno de los postulados principales de las políticas económicas 
Neoliberales es la neutralidad sectorial de la producción, es 
decir, qué tipo de bienes y servicios producir no es relevante, en 

Una Nueva Estrategia 
de Desarrollo para un Chile 
Productivo, Inclusivo 
y Sustentable

Chile requiere un nuevo modelo de desarrollo. La forma de organi-
zación de la actividad económica vigente ha generado una grave 
disfuncionalidad que afecta de manera significativa la calidad de 
vida de quienes habitan el territorio nacional. 

Las crecientes y abismales desigualdades, caracterizadas por una 
masa salarial deprimida y un alto nivel de endeudamiento de los 
hogares, un preocupante desamparo del medio ambiente y de sus 
comunidades, son las resultantes del modelo económico vigente. 

La problemática que enfrentamos radica en la escasa diversifica-
ción que presenta nuestra matriz productiva, su bajo contenido 
tecnológico y el sesgo que el Neoliberalismo le imprime, posibili-
tando la concentración de la riqueza a manos de sectores rentis-
tas de naturaleza extractivista y financieristas, en desmedro de las 
y los trabajadores y sectores de emprendimientos innovadores y 
de menor escala. 

En suma, tenemos una economía que crece poco y de manera 
volátil y con baja productividad, pues incorpora escasa tecnolo
gía en el proceso productivo y reparte inequitativamente sus
frutos.

- Implementación de incentivos a la exportación de produc-
tos de mayor valor agregado en sectores con potencial innova-
dor y estratégicos.

- Atracción de nuevas tecnologías negociando acuerdos de 
transferencia tecnológica con inversionistas extranjeros a 
cambio de ventajas para su operación en Chile, en el marco de 
acuerdos estratégicos con empresas del Estado.

- Revisión de los fondos concursables de ProChile, de tal 
forma de dirigir gradualmente los recursos de promoción hacia 
sectores innovadores y hacia pequeñas y medianas empresas.

·    Revisión de los Tratados de Libre Comercio suscritos por 
Chile con el fin de corregir los aspectos que limitan el espacio 
de políticas productivas e industriales nacionales
 
-     Renegociar con nuestros socios y socias, los acuerdos que 
incluyan el recurso a tribunales arbitrales ad-hoc en disputas 
inversionista – Estado. 

-    Promover la creación de una Corte Multilateral de Inversiones.

 
·    Promoción de la integración económica y comercial en Amé-
rica Latina para una inserción virtuosa en Cadenas Globales y 
Regionales de Valor

- Avanzar en la integración económica y comercial latinoa-
mericana para facilitar la formación de cadenas regionales de 
valor (CRV). Incentivaremos la realización de acuerdos estratégi-
cos entre empresas de la región y los encadenamientos produc-
tivos.

- Incentivar la inserción de Pymes en CGV y CRV, en espe-
cial aquellas que producen manufacturas y las lideradas por 
mujeres, de tal forma de contribuir al aumento del empleo y a la 
disminución de la brecha de género en Chile.

· Sistema Multilateral

- Trabajaremos para fortalecer el sistema multilateral de 
comercio, golpeado por la guerra comercial entre EE.UU. y 
China, y su incapacidad para resolver disputas entre estados, 
dado el vacío en el Órgano de Apelación de la OMC. Un país 
pequeño, como Chile, requiere la existencia de reglas claras que 
otorguen certidumbre y no dependan de los intereses transito-
rios de las grandes potencias o del recurso al proteccionismo 
ante el vacío legal existente.

- Por lo mismo, fomentaremos el trabajo con coaliciones de 
países con similares intereses en políticas de desarrollo, y en 
particular con los países latinoamericanos, de tal forma de 
sumar fuerzas para negociar de mejor forma con países desa-
rrollados que llegaron a sus niveles, utilizando políticas que 
ahora prohíben o pretenden prohibir a los países en desarrollo. 
Buscaremos la transición hacia un “nuevo orden económico 
internacional” que amplíe el espacio de políticas de desarrollo 
permitidas.

- Buscaremos la reactivación del sistema de solución de 
diferencias de la OMC, sin embargo, si EE.UU sigue bloqueando 
la renovación de los miembros del Órgano de Apelación, busca-
remos la ampliación del “Multiparty Interim Appeal Arbitration 
Arrangement”, al que hoy suscriben 24 de los 164 miembros de 
la OMC.

3. Innovación tecnológica y 
conocimiento para la diversificación productiva:

El desarrollo productivo de una sociedad requiere de múltiples 
factores para su consecución. Entre ellos el trabajo, el capital e 
insumos intermedios de distinta naturaleza. Un elemento central 
es la técnica de producción que define cómo se combinan los 
factores para obtener la mayor producción posible. Esta acción 

de incrementar la productividad mediante el perfeccionamiento 
de la técnica se conoce como progreso o cambio tecnológico. El 
progreso técnico está determinado por la capacidad de innovar 
que tenga una sociedad.

Los países necesitan disponer de un sistema de innovación que 
absorba e incorpore los avances generados en el campo del 
conocimiento y la cultura. Es decir, el incremento de los acervos 
de conocimiento científico y de cultura resultan ser una condi-
ción basal para la innovación tecnológica, mediante la cual es 
posible acrecentar la cantidad, calidad, diversidad y sofistica-
ción de lo producido, aprovechando las externalidades que 
tienen esos acervos en tanto bienes colectivos.

Todas las naciones que han alcanzado el desarrollo, han incorpo-
rado progreso tecnológico basado en innovación y conocimien-
to. La política industrial que siguieron ha sido eficaz en tanto 
esos países entienden que la transformación productiva debe 
orientarse hacia actividades con potencial de absorber un 
mayor contenido de innovación y desarrollo (I+D) y ciencia y 
tecnología (CyT). 

La propuesta de modelo de desarrollo que se propone requiere 
el marco de una coordinación estratégica que determine la 
misión de la política industrial y productiva e incorpore una 
nueva política nacional de tecnología y vonocimiento (NPNTC) 
que persiga los siguientes objetivos:

·    Fortalecer la institucionalidad en materia de innovación y 
conocimiento:

- Revisar integralmente el diseño actual del SNI, en vistas a 
optimizar su composición institucional. Revisar la articulación 
interministerial y agencial (MINECO-CORFO, Ministerios de la 

Ciencia y las Culturas, CONICYT, Universidades y Centros de 
Investigación).

- Diseñar una estrategia de formación de capacidades tecno-
lógicas, en términos de acervos de conocimientos y recursos hu-
manos, mejorando la eficacia y eficiencia de los instrumentos a 
disposición.

- Ampliar, actualizar y desagregar las bases de datos estadísti-
cos sobre actividades de I+D y CyT. Repositorios ad-hoc como los 
de RICYT, OCDE, Banco Mundial y UNESCO muestran series con 
un alto número de missing values y categorías que no se presen-
tan en el caso de Chile. Esta es una política no solo para difundir el 
estado del arte sino también como instrumentos informacionales 
que orienten la implementación de la NPNTC. 

- Generar una articulación con los niveles descentralizados de 
gobierno para potenciar la NPNTC en los niveles regionales, pro-
vinciales y territoriales.

- Crear institutos interdisciplinarios que relacionen la NPNTC 
con sectores específicos de actividad productiva (minerías, fores-
tal, agroindustrias, industrias bioquímicas y de salud, mares, indus-
trias digitales, etc.).

·    Financiamiento para el desarrollo de la innovación y el conoci-
miento:

- Facilitaremos, mediante los mecanismos más eficaces, efi-
cientes y transparentes, la captación de recursos desde la BND, las 
regalías orientadas a la apropiación nacional de las rentas genera-
das por nuestros recursos naturales, reinversión de una parte de 
los fondos soberanos, ajustes presupuestarios para aumentar ca-
pacidad de ejecución y alianzas internacionales adecuadamente 
negociadas.

·    Optimizar los resultados 
en materia de innovación y conocimiento:

Los esfuerzos que realicemos para aumentar la eficacia del SNI y 
la disposición de recursos financieros suficientes, junto con la 
coordinación sectorial mediante la NPNTC deberán verse refle-
jados, al final de nuestro gobierno, en el avance hacia las 
siguientes metas en materia de indicadores de I+D y C&T:

- Aumentar el coeficiente de inversión en I+D hacia un valor 
incluido en intervalo que va del 1% al 1.5% del PIB. Este valor 
triplicaría en el mínimo al coeficiente actual y lo quintuplicaría 
en el máximo, posicionando a Chile en los niveles de Brasil y 
Portugal. Es una política cara que requiere planificación, en tér-
minos de identificar los sectores clave y fuentes múltiples de 
financiamiento (Royalty, reinversiones desde los fondos sobera-
nos, subsidios directos y créditos de la Banca Nacional de Desa-
rrollo (CORFO), aumentos en la capacidad de gasto por parte de 
DIPRES (actualmente 3% del presupuesto nacional) y financia-
miento adicional en base a alianzas estratégicas internacionales 
en materia de transferencia tecnológica.

- Aumentar la masa crítica de profesionales especializados 
en investigación científica y tecnológica. En concreto, se propo-
ne duplicar el número de investigadores por millón de habitan-
tes, llevando en 2026 la actual masa crítica a 854 investigadores 
por millón de habitantes. 

- Proponemos invertir planificadamente en la formación de 
nuevos y nuevas profesionales, restringir y recuperar la “fuga de 
cerebros” e integrar investigadoras e investigadores científicos 
extranjeros de alta especialización. 

- Cerrar la brecha de género, aumentando la presencia de 
mujeres en este sector laboral. El resultado esperado debiera 
ser una distribución mujer/hombre que se mueva en los rangos 
40%-60% a 50%-50%. El aumento de la tasa de participación en 
este segmento laboral deberá ser apoyado por el Sistema Nacio-
nal de Cuidados.

4.  Políticas sectoriales:

En el contexto de las políticas de planificación basadas en los 
pilares de coordinación y articulación productiva, contemplare-
mos y privilegiaremos el desarrollo de un conjunto de sectores 
misión, es decir, promoción de sectores industriales esenciales 
para la soberanía y seguridad nacional.

·    Infraestructura y logística: Insumo de reactivación y genera-
ción de capacidades productivas complementarias para el 
fomento productivo y re industrializante.

    Industria farmacéutica y cuidados de la salud: Generar capa-
cidades tecnológicas y productivas para abaratar el acceso a los 
medicamentos e insumos para el cuidado de la salud.

    Industria metalmecánica: Para la generación de un núcleo de 
productos de bienes de capital, para distintas industrias con 
énfasis en el equipamiento médico.

    Conectividad e industria digital: Se trata de un sector que 
contribuye al fortalecimiento de la demanda intermedia, optimi-
zando los procesos productivos y de la demanda final, en tanto 
generador de contenidos informacionales y culturales de con-
sumo masivo.

    Transición energética sustentable: Optimizar la producción y 
consumo de bienes finales con eficiencia energética y uso de 
tecnologías sustentables desde la generación local. Las tecnolo-
gías de energía verde deben verse como una oportunidad clara 
para la acumulación tecnológica del país.

    Reciclaje, conversión de materiales y servicios para la econo-
mía circular: La transición energética es solo un pilar de la tran-
sición verde que debe acoger nuestro país en la construcción 
de un nuevo modelo de desarrollo. La desmaterialización de la 
economía es también un objetivo central que proponemos.

    Economía de las culturas: Sector que impulsará el acceso, 
goce y creación cultural autónoma, con un entramado de oficios 
múltiples que pueden generar un elevado grado de empleabili-
dad.

·    Minería y recursos naturales: Es necesario definir un nuevo 
rol económico de los recursos naturales, proponemos pasar de 
la mera extracción a un uso eficiente de las rentas propias del 
sector, que incluya el límite medioambiental y permita la sofisti-
cación manufacturera sectorial.

·    Sistema nacional de cuidados: El nuevo modelo debe diseñar-
se para cerrar brecha de desigualdad, por lo mismo, la formaliza-
ción del trabajo doméstico y de cuidados desde su concepción 
colectiva, fuera de la esfera privada de la familia, es el primer 
paso para que las mujeres se integren a los procesos de desa-
rrollo y convergencia productiva.

Energía

La nueva estrategia de desarrollo a la que aspiramos debe poner 
en su centro la provisión inclusiva y sustentable de los recursos 
energéticos. El sector de actividades de producción, distribu-
ción y uso de energías ha estado alejado durante mucho tiempo 
de la ciudadanía, pero en los últimos años esto ha ido dando un 
vuelco. 

El año 2020 se inscribieron más de 1.500 instalaciones al alero 
de la generación distribuida, la ciudadanía es cada vez más par-
tícipe del mundo energético en distintos niveles de decisión. 
Cada vez entendemos mejor las implicancias ecosistémicas de 
la adopción de ciertas formas de desarrollo, sin embargo, aún 
existe una brecha importante que cubrir.

El cambio climático es una realidad, y debemos afrontarlo como 
base del escenario que enfrentará Chile las próximas décadas. 
Nuestro país, en el acuerdo de París el año 2017 se comprometió 
a una reducción de un 30% de la intensidad de emisiones de GEI 
(gases efecto invernadero) al año 2030 (C02 por unidad de pro-
ducto interno bruto, PIB). 

Dado que el sector energía es responsable globalmente del 77% 
de las emisiones, el principal enfoque debe estar en ese sector. 
Los cambios del sector energético y su desarrollo deben tener 
una visión integral ecosocial, que además de comprometerse 
con la mitigación, debe contemplar la dignidad humana, desde 
la democracia y participación hasta acabar con la pobreza y 
vulnerabilidad energética, que tenga también como principio 
director el medio ambiente, con la valoración de los ecosistemas 
nacionales y su relación con la sociedad.
 

En este sentido, las decisiones territoriales relacionadas con el 
mundo energético deben ir en beneficio de quienes habitan 
esos territorios y, por lo tanto, deben ser parte fundamental de 
las decisiones que se tomen. Las propuestas programáticas 
están enfocadas en esos 3 ejes: Democracia energética; enfren-
tar el cambio climático como país, y desde los territorios; devol-
ver la dignidad a nuestro pueblo desde la energía.

Propuestas programáticas:

1. El año 2020, el 35% de la generación bruta de nuestra 
matriz eléctrica (27.2 GWh) fue en base a carbón. Nuestro com-
promiso es acelerar la transición energética, abandonando pau-
latinamente el consumo de combustibles fósiles en el país para 
cumplir con nuestros compromisos internacionales.

2. La ciudadanía quiere ser parte de las decisiones territoria-
les y aunque la ley de equidad tarifaria equipara los costos de 

los territorios en donde existe generación, es necesario crear un 
programa de “Generación energética compartida”, que fomente 
la valoración socioterritorial en la ponderación de proyectos 
energéticos, incluyendo la participación de las comunidades 
tanto las decisiones como en los beneficios.

3. Proponemos impulsar proyectos de Hidrógeno Verde en el 
país, con reglamentos claros y regulación, que vengan acompa-
ñados de beneficios territoriales, para que las utilidades y exter-
nalidades positivas de este nuevo tipo de combustible, tengan 
una repercusión real en la dignidad de las personas. 

4. Impulsaremos y aceleraremos el desarrollo de redes de 
calefacción distrital basadas en energías renovables en diferen-
tes zonas del país.

5. Uno de los principales problemas de las viviendas en nues-
tro país, es que no cumplen con los estándares de eficiencia 
energética, lo que genera altos costos de calefacción, además 
de importantes impactos en pobreza energética. Para eso, im-
pulsaremos el plan “Viviendas dignas”, aumentando el presu-
puesto para reacondicionamiento térmico y eficiencia energéti-
ca para las familias más vulnerables del país.

Minería para Chile

Desde el punto de vista de los ingresos económicos, nuestro 
país ha sido fuertemente dependiente de la actividad minera, y 
especialmente del cobre. 

Casi un 50% de nuestros ingresos por exportaciones están rela-
cionados con la mineria, y Chile concentra un 30% de las reser-
vas mundiales de cobre, además de porcentajes significativos 
de otros minerales como el litio, el cobalto, el renio y las tierras 
raras, varios de los cuales son considerados estratégicos recur-
sos para las adaptaciones tecnológicas que permiten enfrentar 
el cambio climático.

Sobre la base del desarrollo de energías renovables no conven-
cionales, la electromovilidad y otras aplicaciones, la demanda 
mundial por estos recursos será creciente y presenta una gran 
oportunidad para desarrollar un nuevo tipo de minería, no limi-
tada al actual modelo exportador sin valor agregado.

Por lo tanto, creemos que una minería “polimetálica” juega un 
rol central en el impulso de nuevo modelo de desarrollo, que 
considere incentivos a un mayor valor agregado, a la creación de 
ciencia y tecnología, la diversificación y complejidad productiva, 
y que supere la lógica extractivista. Sin embargo, ninguna activi-
dad minera será viable y sostenible si no es capaz de cambiar 
profundamente su relación con la naturaleza y las comunidades.

Propuestas programáticas:

1. Fortalecer las empresas del Estado, a través de la capitali-
zación de CODELCO que le permita desarrollar su plan estraté-
gico y la eliminación efectiva e inmediata de la ley aún vigente 
que lo grava con el 10% de sus ventas. Por su parte, se aumenta-
rá el presupuesto de Enami para que desarrolle sus funciones de 
fomento de la pequeña y mediana minería a cargo de ese presu-
puesto, y no a costa de sus recursos de operación.

2. Diseñar e implementar una nueva ley de concesiones que 
considere mayor transparencia en los contratos que se realicen, 

y una institucionalidad que permita un eficaz control de estos. 
Proponemos eliminar la figura de la concesión plena, transfor-
mándola en una concesión temporal, sujeta a pago de Royalty y 
cumplimientos ambientales.
El Estado tendrá la prioridad de explotar directamente los pro-
yectos mineros de la minería metálica y no metálica, del cobre, 
del litio, y de otras sustancias mineras declaradas de interés 
estratégico nacional. Sus objetivos serán: Capturar la renta 
minera, proteger el medio ambiente natural y entorno, industria-
lizar la cadena de valor minera y promover el desarrollo local 
sustentable.

3. Definir incentivos y asignar recursos para promover la 
agregación de valor y los usos del cobre, la innovación y el desa-
rrollo científico y tecnológico que contribuyan a la sostenibili-
dad de sus procesos. Hoy en día la multiplicidad de usos del 
cobre es ampliamente conocida y sus productos demandados 
en el mundo entero. Como lo hacen todos los países desarrolla-
dos, invertir en ciencia y tecnología aplicada al desarrollo de una 
industria que le permita al país abastecer los mercados de los 
productos finales y capturar todo el valor que se genera a partir 
de nuestro recurso natural.

4. Implementar integralmente las recomendaciones de la 
comisión presidencial del litio, realizada durante el gobierno de 
la presidenta Bachelet, y generar las condiciones para la explo-
ración y el desarrollo de proyectos de tierras raras y polimetáli-
cos en general. En Este sentido, proponemos poner énfasis:

· Gestión sustentable del recurso basada en asegurar las 
funciones ecológicas de los sistemas naturales existentes en los 
salares, incluyendo aspectos sociales, económicos y ambientales.

· Finalizar el contrato de SQM con el salar de atacama, así 
como revisar los contratos de explotación con Albermale.

· Utilizar la inversión aprobada de 15 MM USD de CODELCO 
para la exploración del salar de Maricunga para proyectar su 
explotación durante el periodo de gobierno.

· Creación de una empresa nacional del litio, con alcance en 
la exploración, explotación y desarrollo tecnológico de este 
recurso.

· Cambiar el paradigma en la relación de los proyectos pro-
ductivos y comunidades, incorporando el concepto de valor 
compartido como forma de relacionarse con el territorio.

· Generar estrategia y desarrollo del litio con vinculación 
directa con las universidades del Consejo de Rectores.

· Considerar el levantamiento del potencial polimetálico 
desarrollado por la CORFO, a través de Chile polimetálico, dando 
un carácter estratégico a estos recursos, los cuales han sido 
declarados por EE.UU y China como primordiales para el desa-
rrollo de la nanotecnología.  

5. Articular la actividad minera y energética, con el fin de 
promover sinergías con proyectos de infraestructura (ferrocarri-
lles, puertos, desaladoras) y otros que contribuyan al mejor 
ordenamiento territorial, la defensa nacional y la calidad de vida 
de las comunidades.

Cada proyecto de la gran minería inyecta una cantidad enorme 
de recursos en otros rubros de la economía, de los cuales se 
abastece. La generación de encadenamientos productivos y el 
desarrollo de la industria nacional, pueden permitir que la inver-
sión minera potencie los polos de desarrollo tanto a nivel local 
como en los diversos rubros de la industria que hacen posible la 
construcción y operación de proyectos mineros.
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la práctica otorga al mercado la conducción de la política del 
desarrollo productivo, restringiendo al Estado solo a viabilizar la 
actividad privada. Esto se ha traducido en instrumentos de 
financiamiento estatales que solo se han dedicado a corregir 
“fallas de mercado”.

 Modernizaremos la institucionalidad micro y meso econó-
mica para financiar de manera eficiente y eficaz la transforma-
ción productiva del país. Los desafíos actuales, en materia de 
financiamiento para el desarrollo de nuestro país, implican solu-
cionar todos estos problemas, a través de una institucionalidad 
moderna que coordine todas las políticas de financiamiento 
estatal, con la independencia que permita implementar políticas 
de largo plazo, y con un enfoque de financiamiento donde el 
estado apueste por la innovación y financie pacientemente ini-
ciativas que permitan el cambio estructural de nuestra matriz 
productiva a una más moderna, justa y sostenible.

2. Política comercial:

La política comercial durante las últimas 4 décadas se ha carac-
terizado por la apertura comercial casi completa de nuestro país. 
Se trataba de generar crecimiento a través de las exportaciones 
de bienes y servicios, para lo que se abrieron mercados externos 
mediante acuerdos comerciales multilaterales, plurilaterales y 
bilaterales. En contrapartida, se desmantelaron las barreras de 
acceso a los mercados chilenos para las importaciones y la 
inversión extranjera. En concreto se proponen las siguientes 
políticas.

     Una política comercial en apoyo a la política industrial, incen-
tivando las exportaciones de sectores productivos capaces de 
generar dinámicas de aprendizaje que permitan la generación de 
capacidades tecnológicas, productivas y organizacionales



tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 

163



tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 

164



tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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tos de relacionamiento temprano y espacios de diálogo entre 
los proponentes de proyectos o actividades y las comunidades 
en el territorio. 

4. Un capítulo ambiental en la Defensoría del Pueblo: Promo-
ver el respeto, la protección y garantía de los derechos socio 
ambientales de las personas y comunidades, y contribuir en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos socio ambientales que 
se encuentran a la fecha abiertos y latentes en el país. 

5. Catastrar todos los relaves mineros sin señalización: Ac-
tualmente se desconoce la cantidad real de depósitos de relaves 
mineros que existe en Chile y su impacto sobre el medio am-
biente y la salud de las personas, porque muchas de estos 
fueron generados cuando no existía normativa adecuada Por lo 
tanto, impulsaremos la localización de estos y estudiaremos su 
composición y estado, para estimar sus impactos para el medio 
ambiente y la salud de las personas.

fiscalizar e implementar políticas que promuevan el desarrollo 
sostenible, junto al disfrute de derechos fundamentales y de 
manera armónica. 

Esto redunda en la incapacidad estatal de prevenir y resolver dis-
putas entre los actores territoriales y proponentes por el acceso y 
uso a los recursos naturales, así como por los impactos ambienta-
les derivados de la contaminación, principalmente de los sectores 
Energía (38%), Minería (28%) y Pesca y Acuicultura (4%). 

Elementos comunes de cada uno de estos conflictos son la de-
bilidad normativa nacional, la demanda del derecho a la partici-
pación y a la información y la denuncia de la precariedad de los 
procesos de participación ciudadana, además de la extrema 
asimetría de poder que existe entre los actores involucrados. 

Propuestas programáticas:

1. Terminar con las zonas de sacrificio: Proponemos fortale-
cer la normativa y la fiscalización, incentivando el recambio de 
tecnologías, reduciendo o deteniendo las actividades de las 
industrias contaminantes y amortiguando los efectos socioeco-
nómicos resultantes en la población. 

2 Protección de los glaciares: Desarrollaremos instrumentos 
para fortalecer la protección, el estudio y manejo para la conser-
vación de los más de 1.800 glaciares que existen en nuestro país. 
Proponemos la prohibición de las actividades que atenten o 
amenacen la sostenibilidad los glaciales.

3. Rediseñar los procesos de evaluación del SEIA: Se deben
mejorar los mecanismos de participación y consulta, brindando 
apoyo técnico a las comunidades e incorporando procedimien-

6. Rediseño del Fondo de Promoción de Exportaciones y 
revisión de otras transferencias directas, orientando los recur-
sos hacia pequeñas y medianas empresas silvoagropecuarias, 
favoreciendo iniciativas, proyectos y emprendimientos de agri-
cultura familiar, el enfoque agroecológico, de diversificación y 
de género, incluyendo rubros tales como la agroforestería, el 
manejo, la recolección y la venta de productos forestales no 
madereros, en un marco de respeto a la identidad cultural local 
y territorial, y la protección y valoración de los recursos locales.

7. Generación de políticas públicas integradas para incenti-
var la producción nacional de alimentos en los principales 
rubros y proteger las semillas (y otros componentes reproducti-
vos) de uso tradicional.

8. Generación de legislación, normativa y regulaciones que 
favorezcan la alimentación saludable, favoreciendo el consumo 
de alimentos provenientes de la agricultura agroecológica espe-
cialmente en establecimientos educacionales y otros organis-
mos públicos como mecanismo para enfrentar las consecuen-
cias que está generando la malnutrición en la población nacio-
nal.

Conflictos socio ambientales 
y zonas de sacrificio 

Los conflictos socio ambientales en Chile se han multiplicado 
rápidamente en la última década, y según el INDH existen al 
menos 116 casos distribuidos en la zona norte, la zona central y 
las Regiones del Biobío y la Araucanía, de los cuales la mayoría 
involucra territorios indígenas. Estos conflictos resultan mayori-
tariamente de la incapacidad actual del Estado para regular, 

2. Protección, fortalecimiento y desarrollo de la agricultura 
familiar campesina, especialmente jóvenes, mujeres y pueblos 
originarios. Proponemos incluir la promoción de la agricultura y 
alimentación saludable y sustentable, como condición indispen-
sable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones de personas en todos los niveles de nues-
tro país y la creación de un Fondo público de tierras y aguas 
para un programa de asignación a la agricultura familiar campe-
sina.

3 Desarrollo y diversificación del mercado nacional de 
alimentos, con énfasis en los circuitos cortos y la creación de un 
nuevo modelo de poderes públicos y cooperativos de compra, 
con la promoción de diversas formas de organización agrope-
cuaria: cooperativa, comunitaria, asociativa, social y solidaria, 
creando las capacidades institucionales para ello.

4. Potenciar las sinergias entre los actores de cadenas con 
sistemas diversificados, combinando diferentes formas de co-
mercialización, apostando por la sostenibilidad e inclusión 
desde la producción al consumo y reforzar y apoyar a la partici-
pación de las comunidades rurales en el mercado interno de la 
alimentación, garantizando el acceso.

5. Establecimiento de condiciones mínimas universales: 
Inclusión social, respeto a la diferencia y reconocimiento de los 
límites de la naturaleza en cada etapa: producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución, comercialización, consumo 
responsable y gestión de residuos. Proponemos regular justa 
distribución de beneficios para los productores primarios y 
protección de la agricultura familiar campesina de prácticas 
injustas al comercio, como la transferencia de riesgos, condicio-
nes contractuales y crediticias abusivas, entre otros.

des de acceder a una alimentación saludable y de calidad, indis-
pensable para el pleno desarrollo de las potencialidades de las 
nuevas generaciones. La inseguridad alimentaria afecta al 15,6% 
de la población en Chile (FAO, 2020) y podría aumentar por la 
crisis sanitaria y económica, que afecta principalmente a los 
segmentos más vulnerables: niños y niñas, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, migrantes, población desempleada, de 
bajos ingresos y población de áreas rurales.

La fuente principal de alimentos de la humanidad no es la agri-
cultura intensiva o industrial, sino los cerca de 570 millones de 
pequeños agricultores y agricultoras, quienes usan, en prome-
dio, menos de dos hectáreas de superficie por unidad, represen-
tan entre un 12% y un 20% de la tierra agrícola mundial y produ-
cen entre el 60% y 70% de los alimentos del planeta.

La crisis actual nos obliga a dejar atrás las obsoletas políticas 
convencionales de desarrollo del sector silvo agropecuario y a 
pensar en un nuevo modelo de desarrollo, que acabe con el cre-
cimiento ilimitado de la producción orientada a la exportación, 
la inseguridad alimentaria local, el daño ecológico de la agricul-
tura intensiva, el aumento de los precios de los productos loca-
les, la explotación laboral y la consagración de desigualdades 
estructurales de carácter social, económico, de género y de 
acceso a los recursos naturales en el mundo rural. La agricultura 
familiar campesina e indígena juegan un papel critico para la 
mantención y reproducción de la vida, por lo que debe ser prio-
rizada y apoyada a través de la Constitución, las leyes y la políti-
ca pública.

Propuestas programáticas:

1. Crear mecanismos de gobernanza participativos e inclusi-
vos con todos las y los actores del sistema agroalimentario (pú-
blicos: agricultura, economía, salud, educación; privados; socia-
les y comunitarios).

Por un Sistema 
Agroalimentario 
Nacional Sostenible

Como resultado del proceso de contrarreforma agraria iniciada 
en Chile, tras el golpe de Estado cívico militar de septiembre de 
1973, hoy predominan en el sector poderosos imperios agro-ex-
portadores, agroalimentarios y silvícolas, basados en un modelo 
extractivista y orientados a la exportación, despiadado y con-
centrado, que excluye de las cadenas productivas y circuitos de 
comercialización a las y los pequeños productores agrícolas 
primarios, imponiendo y controlando la transformación agro y 
silvo industrial y el comercio, con serias consecuencias para las 
y los campesinos y otros trabajadores y trabajadoras de las 
zonas rurales, sus comunidades, su calidad de vida y el medio 
ambiente rural.

A través de la aplicación sistemática de políticas económicas 
Neoliberales, que se benefician de la concentración y control 
absoluto de los mercados, la desregulación, la colusión y fijación 
de precios de insumos y productos, así como el progresivo des-
mantelamiento del cooperativismo campesino, solidario y pro-
ductivo, se ha destruido de modo sistemático la agricultura 
familiar campesina, condenando a la pobreza a la inmensa ma-
yoría de pequeños productores, desintegrando sus familias y 
obligándolos a abandonar sus tierras y migrar del sector rural 
hacia los centros urbanos, en la búsqueda de oportunidades de 
un trabajo asalariado básico.

Este modelo castiga al país en su conjunto, pues no solo reper-
cute en la población rural, sino que también limita las posibilida-

2. Nueva Ley de Pesca y Acuicultura que termine con la larga 
historia de corrupción, cohecho, sobreexplotación y daño am-
biental que ha caracterizado a la administración y uso de los 
recursos naturales marinos en Chile y que ha beneficiado enor-
memente a un pequeño sector de nuestra sociedad en desme-
dro de la gran mayoría. Esta nueva Ley de Pesca debe mejorar 
las capacidades jurídicas y administrativas para asegurar el uso 
justo, equitativo y sustentable de los recursos marinos, además 
de fortalecer la protección y conservación de la biodiversidad y 
su adaptación al cambio climático.

3. Nueva Ley de Administración y Uso de la Zona Costera, con 
el objetivo de articular los distintos instrumentos de planifica-
ción territorial que hoy existen e incorporar nuevos enfoques y 
conceptos que fortalezcan la capacidad del Estado para respon-
der a los desafíos de gobernanza, conservación y adaptación de 
los ecosistemas y comunas costeras al cambio climático, mejo-
rando el ordenamiento territorial, la  administración y asignación 
de las concesiones y destinaciones, según criterios de desarro-
llo integral y de disminución de los niveles de conflictividad 
entre los distintos actores.

4. Crear la Agencia Nacional del Mar para desarrollar y admi-
nistrar el sistema de observación del océano y predicción de los 
cambios y sus efectos sobre los ecosistemas marinos, las comu-
nidades y el resto del territorio nacional, fomentando la investi-
gación, la transferencia de tecnología, la educación y el manejo 
sustentable del mar y sus recursos, bienes y servicios. 

nuestro país regulando —entre otros— la temperatura atmosfé-
rica y los patrones de vientos y lluvias. El Mar de Chile es tam-
bién una importante fuente de biodiversidad, que alberga enor-
mes poblaciones de peces y aves marinas, además de inverte-
brados, mamíferos de todo tipo y grandes floraciones y bosques 
submarinos de algas, que producen incluso más oxígeno que la 
selva amazónica. 

Sin embargo, la ciencia ha sido clara en señalar y advertir a 
todos los gobiernos y autoridades que, de no cambiar el actual 
régimen de mala administración del mar y sus espacios, de so-
breexplotación de los recursos marinos y de prevención de de-
sastres naturales, se está poniendo en riesgo la integridad de las 
comunidades costeras, la capacidad de resiliencia de los ecosis-
temas marinos y con esto, la posibilidad de adaptarnos adecua-
damente al cambio climático.

Por lo tanto, con el propósito de asegurar el bienestar actual y 
futuro de las chilenas y chilenos, se debe llevar adelante una 
agenda de cambios legales, institucionales y normativos, que 
permitan al Estado mejorar su articulación y capacidad para 
enfrentar los actuales desafíos de gobernanza del océano y la 
zona costera; movilizar inversión para fomentar la investigación 
y desarrollo cultural y tecnológico en torno al mar, sus recursos, 
bienes y servicios; y además controlar las principales amenazas 
a la biodiversidad marina.
 

Propuestas programáticas:

1. Crear el Ministerio del Mar, para asesorar y colaborar con el 
diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación 
de las políticas, planes y programas destinados a regular y admi-
nistrar la actividad pesquera y la acuicultura, la investigación, la 
planificación, administración, zonificación y desarrollo integrado 
de la zona oceánica, costera y lacustre del país y el otorgamien-
to de las concesiones marítimas y acuícolas.

6. Subsidiar la inversión en obras de riego solamente a la 
Agricultura Familiar Campesina, para mejorar su eficiencia en el 
uso del agua, incorporando criterios ambientales en la evalua-
ción de los proyectos agrícolas.

7. Priorizar soluciones basadas en la naturaleza e infraestruc-
tura verde para mejorar la cantidad, calidad y seguridad de los 
recursos hídricos en los territorios con alto déficit hídrico, con 
participación vinculante de las comunidades afectadas.

8. Implementar un sistema de medición y control instantáneo 
del agua extraída de fuentes superficiales y subterráneas, para 
el resguardo del cumplimiento de los caudales ecológicos esta-
blecidos.

Mar y Océanos Sustentables 
para el Futuro del país

Chile tiene una costa de 6.435 km de longitud y ejerce sobera-
nía sobre un área del Océano Pacífico de 3.681.989 km², que 
llamamos Mar Chileno y que forma parte fundamental de la his-
toria y desarrollo de nuestro país. Hoy existen 100 comunas 
costeras y 2 insulares, que concentran el 25% de la población 
nacional y donde funcionan 25 puertos, 10 estatales y 15 priva-
dos, responsables de movilizar más del 90% de las exportacio-
nes e importaciones nacionales.

También contamos con 467 caletas de pesca, que proveen 
alimentos para consumo humano y dan sustento a casi 92.000 
mujeres y hombres. Además de su importancia cultural y econó-
mica, el océano también juega un rol fundamental en el clima de 

Esto, deberá establecerse por ley, con porcentajes fijos de parti-
cipación representativos de las y os usuarios, las comunidades 
locales y servicios del Estado, con representatividad que legiti-
me la instancia, a través de mecanismo de elección democrática 
por periodos fijos, sujeto a remoción y reelección y una estruc-
tura orgánica básica regulada y complementaria flexible, que 
permita adaptación a distintas realidades locales cambiantes, 
con un número máximo de integrantes que no obstaculice su 
operatividad. 

Además, proponemos crear organismos o secretarías técnicas 
locales a nivel de cuenca que brinden el apoyo técnico requeri-
do para el funcionamiento de los consejos o comités de cuenca 
y de las organizaciones de usuarios de aguas, apoyando los pro-
cesos de toma de decisiones y la ejecución y monitoreo de los 
acuerdos adoptados.

2. Proponemos crear un sistema nacional, integrado y unifi-
cado de información completa, validada y actualizada sobre los 
recursos hídricos del país, de manera de tomar decisiones infor-
madas de gestión en cada cuenca.

3. Requerimos aumentar las capacidades del Estado para la 
fiscalización y sanciones en materia de recursos hídricos.

4. Planificación de las intervenciones de los distintos actores 
en la cuenca a través de la elaboración participativa de instru-
mentos plurianuales vinculantes de planificación integrada del 
recurso hídrico a nivel de cuencas y subcuencas, con objetivos 
y metas claras, orientando y coordinando las distintas interven-
ciones en armonía con el ciclo hidrológico.

5. Acelerar, ampliar y financiar la implementación de sistemas 
de Agua Potable Rural en las comunidades deficitarias, en espe-
cial en el secano costero interior y precordillerano del país.

Esta situación es muy preocupante, considerando las grandes 
diferencias entre el volumen anual disponible en las cuencas 
para ser otorgado como derechos de aguas y lo que estará real-
mente disponible para mantener los distintos usos. Es decir, la 
poca agua que está y estará disponible hoy y mañana, respecti-
vamente, ya se encuentra en propiedad privada y no existen 
garantías de que su uso será destinado al consumo humano 
directo.

Ante la urgencia de atender y revertir esta situación de vulnera-
bilidad, proponemos impulsar una agenda de cambios legales, 
institucionales, administrativos y de desarrollo de infraestructu-
ra para:

         Hacer efectivo el principio del agua como un Bien Nacional        
    de Uso Público.

 Democratizar el derecho a su acceso.

 Fomentar su conservación y consumo racional.

          Estimular y generar condiciones medioambientalmente   
 sustentables para su uso, distribución y almacenamiento. 

Propuestas programáticas:

1. Proponemos la creación de una Agencia Nacional del Agua, 
de carácter técnico y autónomo, que unifique y dirija las compe-
tencias del Estado en materia de aguas, bajo un enfoque de go-
bernanza democrática y participativa. También, la creación de 
consejos o comités de cuenca como institucionalidad formal 
permanente a nivel de cuenca, que constituyan una instancia 
representativa y vinculante de participación, deliberación y coor-
dinación entre los usuarios representados por las organizaciones 
de usuarios de aguas, los servicios públicos y otros actores priva-
dos y comunitarios que inciden o se ven beneficiados/perjudica-
dos por la gestión de las aguas dentro de su territorio. 

Derecho al Agua 

El sistema actual de asignación del agua en Chile está diseñado 
como un mercado donde se transan derechos de aguas, que no 
solo está mal regulado, sino además no responde a ningún crite-
rio científico de disponibilidad del recurso para su distribución, 
provocando un enorme impacto ambiental, social y económico, 
que recae principalmente en los sectores más vulnerables de 
nuestra sociedad.
 

Según datos del INE (2017), en Chile Central se desarrolla el 75% 
de la actividad agrícola del país y se concentra el 74% de la po-
blación total nacional. Más aún, según el MOP (2012) esta macro-
zona es también responsable del 73% de los usos de agua con-
suntivos del país y actualmente enfrenta una sequía extraordi-
naria, que se ha acentuado en los últimos años y se ha caracteri-
zado por larga e ininterrumpida secuencia de años (2010-2016) 
donde el registro de temperatura ha llegado a máximos históri-
cos y la lluvia no ha alcanzado a superar el promedio histórico 
de precipitaciones.

Una de las causas de la escasez de agua en las cuencas de cap-
tación de Chile Central es la acumulación especulativa de agua. 
Existe una gran cantidad de agua que no se ha utilizado, pero 
que ha sido asignada como derecho de aprovechamiento. En un 
intento por regular el acaparamiento de agua y reducir la esca-
sez del recurso en Chile Central, el Congreso promulgó en 2005 
la N° Ley 20.017 para modificar el Código de Aguas, exigiendo el 
pago de patentes por el no uso de los derechos de aprovecha-
miento de aguas. Hasta la fecha, el problema no se ha resuelto, 
principalmente debido al hecho de que aquellas áreas con 
mayor demanda de agua son también las áreas donde los dere-
chos de aguas tienen un precio de mercado más alto que las 
patentes, lo que fomenta la acumulación.

6. Presentar una indicación sustitutiva al proyecto de ley que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del Estado, 
con el objetivo de asegurar que las condiciones laborales y pre-
supuestarias del nuevo servicio sean adecuadas y coherentes al 
objetivo de mejorar la protección de la biodiversidad a nivel 
nacional. 

7. Triplicar la dotación de funcionarios y funcionarias de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA), en la perspectiva 
de mejorar sustancialmente la capacidad de monitoreo, fiscali-
zación y cumplimiento de la normativa ambiental.

8. Actualizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y 
ampliar su ámbito de aplicación, promoviendo que toda política 
o plan normativo de alcance general, que tiene incidencia o 
efectos medioambientales, sea sometido a evaluación. Además, 
proponemos radicar en las municipalidades o en los gobiernos 
regionales, la elaboración con cargo a los proyectos sometidos a 
Evaluación Ambiental, la Línea Base Medio Ambiental y el EIA, 
para asegurar una real participación ciudadana en los mismos, 
evitando que el interesado se transforme en juez y parte del 
proceso.

9. Mejorar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), con la idea de promover la incorporación de estándares 
internacionales de derechos humanos para las evaluaciones, 
estableciendo procedimientos de relacionamiento temprano y 
diálogo entre los proponentes de los proyectos y las comunida-
des. Proponemos mejorar el actual procedimiento de participa-
ción ciudadana, ampliarlo a todas las  etapas de evaluación y 
disminuir las asimetrías de información y brechas.

Propuestas Programáticas:

1. Firmar y ratificar el Acuerdo de Escazú, para fortalecer el 
acceso a la información, la participación pública y la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

2. Incorporar el principio precautorio a la Ley General de 
Bases del Medio Ambiente. Para adoptar medidas protectoras 
ante sospechas fundadas de que ciertos proyectos, productos 
y/o tecnologías generan un riesgo grave para la salud pública o 
el medio ambiente.

3. Crear el Instituto Nacional Medioambiental, para generar 
información de referencia y estudios de líneas de base para la 
formulación de diagnósticos y evaluaciones del estado del 
medio ambiente y la integridad ecológica de los ecosistemas 
terrestres y marinos. Y así prescindir del Consejo y Comité de 
Ministros para la Sustentabilidad con miras a terminar con la 
prevalencia de los intereses políticos y económicos por sobre 
los criterios técnicos y científicos de la evaluación de los pro-
yectos y los actos administrativos que contengan normas de 
carácter ambiental. 

4. Modificar la composición de los Consejos Consultivos del 
Medio Ambiente, para incorporar a los pueblos indígenas como 
integrantes permanentes, y democratizar la elección de los con-
sejeros y consejeras. 

5. Eliminar las Entidades Técnicas de Conformidad Ambien-
tal, para terminar con la externalización de los servicios de fisca-
lización ambiental otorgando al Estado la potestad plena de 
dicha función, en la Superintendencia del Medio Ambiente.

Protección y Conservación 
de Nuestra Naturaleza

El complejo contexto ambiental actual de nuestro país y los 
escenarios climáticos que se avecinan hacen imperativa y 
urgente la necesidad de modificar y fortalecer nuestra institu-
cionalidad medioambiental para dotarla de mejores herramien-
tas y mayor autonomía e independencia de las decisiones políti-
cas de corto plazo.

 
La gran dispersión actual de atribuciones en materias de diseño, 
elaboración, e implementación de la política pública ambiental 
también dificulta la fiscalización del cumplimiento de los instru-
mentos normativos y evidencia la falta de articulación entre los 
servicios del Estado en materias ambientales, sociales y econó-
micas.

El rediseño de la institucionalidad ambiental requiere también 
mejorar los mecanismos y procesos de participación, otorgán-
dole más poder a las comunidades y los territorios en el diseño y 
formulación de las políticas y en la toma de decisiones, elimina-
do los enclaves de intervención política en los procesos de eva-
luación ambiental de los proyectos y normas.  
Se trata, entonces, de la elaboración e implementación de una 
reforma fundamental al Estado para acompañar el proyecto de 
desarrollo sostenible que proponemos, cuyo centro debe estar 
en el bienestar de la población y el resguardo de los equilibrios 
ecológicos de la naturaleza y no en la medida de las necesidades 
del crecimiento económico. 
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También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

Un nuevo 
Estado Social 
y Democrático

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 

190

Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 
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Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 

anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 

Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 
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anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 

Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 
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anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 



También proponemos trabajar con los victimarios y sus contex-
tos sociales en programas de rehabilitación.

14. Se reformará el trabajo en seguridad ciudadana generada 
en los espacios municipales para que la elaboración de la políti-
ca pública en seguridad y el control de la misma, nazca de la 
comunidad como principal agente de la política criminal y en 
relación directa con las instituciones vinculadas al control de la 
inseguridad.

Refundación de las Policías

La acción policial ha venido experimentando un deterioro de su 
capacidad de controlar el crimen organizado y de vincularse ade-
cuadamente con las comunidades en cada territorio para mante-
ner y fortalecer la seguridad de las ciudadanas y ciudadanos.
 

Carabineros de Chile, en particular, ha sido objeto de actos de 
corrupción de sus mandos a gran escala, ha incorporado prácti-
cas de engaño al Ministerio Público y ha realizado montajes de 
inteligencia inadmisibles. Ha sido conducido por el gobierno a 
una acción de la represión del derecho a manifestarse con 
graves violaciones a los derechos humanos que se han acentua-
do a partir de la revuelta social de 2019.  

Por ello, el rol de Carabineros de Chile deberá ser reformulado 
integralmente para ponerlo al servicio de las y los ciudadanos y 
de la cautela de sus derechos. Las policías serán parte de la pro-
tección de la comunidad bajo subordinación a la autoridad civil 
y al Ministerio Público en las tareas de investigación y persecu-
ción del delito. 

ción de estas otras sustancias deberá hacerse en expendios habi-
litados y bajo empadronamiento, con seguimiento de los consu-
midores por los establecimientos de salud primaria y la eventual 
derivación a establecimientos de rehabilitación en los casos 
agudos de dependencia de las drogas. 

4. El SENAME deberá refundarse a la luz de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes obligatorios para el Estado chileno, 
con carácter estatal y civil, bajo el sentido de otorgar herramien-
tas que disminuyan la exclusión y la vulnerabilidad selectiva 
ante el sistema penal. Su función será la protección y no el casti-
go, siendo la permanencia de internación la última opción favo-
reciendo redes de apoyos comunitarias.

5. Gendarmería debe cumplir solo con el rol de seguridad 
intra carcelario, desmilitarizando su formación, formándoles en 
el respeto irrestricto de los DD.HH y alejándoles absolutamente 
del rol de rehabilitación.

6. Se creará un órgano civil multidisciplinario y público en-
cargado del trabajo intra carcelario tanto de la rehabilitación 
como de los informes para tribunales en el cumplimiento pro-
gresivo de la pena. 

7. Se creará un “patronato de liberados” como institución 
civil de acompañamiento post egreso o egreso progresivo de 
los centros penitenciarios en post de la reinserción. Todo de la 
mano de los nuevos Tribunales de Ejecución Penal.

8. Se proveerán los medios para que la eficacia y eficiencia 
policial y de la fiscalía aumente en materia e persecución del 
crimen organizado (en especial los delitos de narcotráfico, 
lavado de dinero y tráfico de seres humanos), aumentando la 

Propuestas programáticas:

1. La prevención del delito estará basada en un enfoque inte-
gral y multidimensional. Sus pilares serán el pleno respeto de los 
derechos humanos, la perspectiva de género y una construc-
ción social de familia que actúe frente a los hechos de violencia 
e incivilidades.

 
2. La prevención del delito respetará las diversidades e inicia-
tivas locales. Tendrá el soporte del conjunto de medidas sociales 
contenidas en el programa y en especial de los programas loca-
les de apoyo a la infancia sujeta a riesgos, de socialización de 
cuidados, de inserción en el empleo y de las políticas de ingreso 
básico.

3.  Para dar un fuerte golpe al tráfico de drogas y culminar con 
la persecución de usuarios y la grave vulneración de DDHH que 
ésta genera, se legalizarán las tres vías de acceso al Cannabis, 
tanto para el uso medicinal como para el uso adulto; el cultivo 
personal, los cultivos colectivos y el expendio controlado. Esto 
permitirá redestinar los inmensos recursos públicos hoy malgas-
tados en la criminalización de usuarios (70 % de detenciones por 
ley 20.000) y aumentar la eficacia de los órganos persecutores.
Se aumentará la eficiencia de la investigación policial, ya que al 
día de hoy casi el 90% de las detenciones por ley 20.000 son por 
fragancia, según la SubSecretaría de Prevención del Delito.

    Se impulsará un proyecto de ley de reparación a la víctimas de 
la  Ley 20.000.

    Se fomentará la producción nacional de Cannabis y de Cáñamo 
Industrial.

    Se debatirá respecto a las drogas sintéticas bajo empadrona-
miento y control directo de calidad y cantidad. La comercializa-

contra el medio ambiente y el patrimonio, corrupción). Su ex-
pansión se origina en las condiciones socioeconómicas y la 
exclusión, en la naturaleza del narcotráfico y en el deficiente 
funcionamiento de las policías y de la justicia, como en la selec-
tividad penal e impunidad de los delitos de cuello blanco, todo 
perpetuado en cárceles de miseria y ausencia estatal post 
egreso. Al mismo tiempo, se vive una situación de autonomiza-
ción policial en materia de uso de recursos y de represión que 
requerirá una refundación institucional de envergadura. 

Debe producirse un cambio hacia un enfoque de seguridad 
humana y con perspectiva de género, entendiendo el problema 
de la seguridad como un todo interrelacionado que debe poner 
en el centro a la ciudadanía. El acceso a la justicia y el trabajo de 
las policías es una acción dentro de muchas para lograr res-
puestas efectivas frente a la delincuencia y para enfrentar la 
percepción de inseguridad.
 

Los objetivos que presidirán un nuevo enfoque serán lograr la 
Libertad del Miedo, que implica proteger a las personas de las 
amenazas directas a su seguridad y a su integridad física y las 
diversas formas de violencia, así como de las acciones de unos 
grupos contra otros y de las acciones de personas contra otras 
personas; lograr la libertad de la necesidad o de la miseria, es 
decir, proteger a las personas de manera que puedan satisfacer 
sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económi-
cos, sociales y ambientales relacionados con su vida; y, final-
mente, lograr la libertad para vivir con dignidad, es decir, el em-
poderamiento de las personas para librarse de la violencia, la 
discriminación y la exclusión.

persona a quienes se les hayan transgredido sus Derechos Hu-
manos desde el aparato estatal. 

La Defensoría del Pueblo será un órgano con autonomía de 
rango constitucional, que acogerá las quejas de los administra-
dos, en relación al funcionamiento de la Administración del 
Estado y la prestación de servicios públicos que conlleven la 
lesión de derechos fundamentales.

Formulará recomendaciones a la administración y propondrá 
iniciativas de ley para contribuir al control ciudadano y social de 
los gobernantes y de la administración del Estado. A su vez, esta 
Defensoría fortalecerá la protección de los DD.HH, ampliando la 
facultad de actuar ante organismos jurisdiccionales frente a 
cualquier acción u omisión del Estado que viole o amenace de-
rechos humanos en el sentido más amplio.

La Defensoría del pueblo trabajará por la dignidad de las perso-
nas y la justicia en la comunidad, resolviendo problemas y pro-
poniendo cambios en la estructura de funcionamiento de las 
instituciones, lo que influye de manera significativa en las rela-
ciones sociales del país. 

Una Seguridad Ciudadana 
con un enfoque de 
Seguridad Humana

La sociedad chilena enfrenta diversos problemas no resueltos 
de seguridad comunitaria en la diversa gama de delitos (crimen 
organizado y lavado de dinero, tráficos ilícitos, delitos violentos, 
delitos sexuales, violencia intrafamiliar, delitos económicos, 

nivel de Ministros, ministras, Subsecretarios y Subsecretarias y 
jefaturas de algunos servicios principales. Las y los ministros y 
otros directivos deben mantener  solo equipos de apoyo de 
confianza de pocos miembros. Los sueldos de las y los ministros 
no serán  superiores a 12 veces el salario mínimo.

2. Se fortalecerá la carrera funcionaria, disminuyendo los 
niveles jerárquicos. La selección de los miembros de cuerpos de 
directivos públicos se hará por áreas de  especialidad (infraes-
tructura, prestación de servicios sociales, de administración 
financiera) y el Servicio Civil evaluará su desempeño. Los cargos 
de planta y contrata serán llenados por concursos periódicos de 
oposición anónimos para seleccionar a las personas que cum-
plen requisitos habilitantes de  formación idónea bajo los princi-
pios de profesionalismo, integridad, paridad de género y respe-
to de la diversidad. Esto se aplicará en las plantas de administra-
tivos, técnicos y  profesionales, con movilidad horizontal entre 
las plantas de los diversos servicios de ámbitos similares. El 
sistema de calificaciones individuales incluirá indicadores obje-
tivos y se combinará con calificaciones por equipos de trabajo 
en función de las metas a cumplir, reformando el sistema de 
Programas de Mejoramiento de la Gestión. 

3. Se establecerá la obligación para el ejecutivo de una justi-
ficación detallada, cada año, en la ley de presupuestos de los 
cargos a contrata que superen el 20% de la planta, de  modo que 
la norma del Estatuto Administrativo se  aplique como regla 
general. Se eliminarán los honorarios como modalidad contrac-
tual permanente en la administración. 

Una Defensoría del Pueblo
Proponemos se establezca una Defensoría del Pueblo que tenga 
funciones de contraloría de los DD.HH y que sea un órgano de 
actuación rápida y eficiente a favor de personas o grupos de 

llamar a referéndum será reunir las firmas de un 30% de las y los 
votantes de la elección del representante que busca revocarse, 
con un plazo máximo de nueve meses desde que se inicia el 
proceso.

7. Se establecerá el plebiscito de materias de ley: El Presi-
dente de la República, a propuesta del gobierno o a propuesta 
de la mayoría de los miembros de la Cámara de Diputados, 
podrá someter a plebiscito cualquier proyecto de ley que verse 
sobre la organización de los poderes públicos, sobre reformas 
relativas a la política económica, social y ambiental y a los servi-
cios públicos, o que proponga la ratificación de un tratado inter-
nacional.

Una Función Pública 
de Nuevo Tipo

La ciudadanía reclama el buen uso de los recursos públicos ante 
el avance del clientelismo y la desprofesionalización de la fun-
ción pública, junto a actos de corrupción en diversos órganos 
del Estado. 

Estos recursos deben ser objeto de un control adecuado del 
gasto. A la vez, las personas encargadas de llevarlo a cabo deben 
ser seleccionadas y promovidas por sus méritos y desempeño, 
quedando el rol de las autoridades políticas remitido a las altas 
jefaturas responsable del cumplimiento de los compromisos 
adquiridos con la ciudadanía.

Propuestas programáticas:

1. Se disminuirán los cargos de  exclusiva confianza hasta el 

60% y los mecanismos de selección, evaluación y promoción 
tendrán enfoque de género.

3. Cualquier órgano de elección popular será paritario, no 
pudiendo un sexo superar el 50% de sus integrantes o, cuando 
el órgano sea impar, por el 50% más un integrante. Ningún sexo 
podrá superar el 50% del total de las candidaturas que compo-
nen las listas en disputa. Donde exista un número impar de can-
didaturas, la diferencia entre sexos no podrá ser superior a un 
integrante.

4. Se consagrará la iniciativa popular de ley. Se otorgará un 
poder de iniciativa legislativa directa a la ciudadanía sobre un 
asunto específico, con el requisito reunir las firmas de un 15% de 
los votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un 
plazo máximo de nueve meses de recolección. La iniciativa 
tomará la forma de un proyecto de ley a ser sometido a plebisci-
to. Si el proyecto de ley es rechazado, no podrá presentarse otro 
proyecto sobre el tema en un plazo de dos años.

5. Se establecerá el referéndum revocatorio de normas. Se 
podrá someter a votación popular leyes o actos administrativos 
recientemente adoptados, para permitir a la ciudadanía oponer-
se a ellas si se reúnen las firmas de un 15% de los de las y los 
votantes de la elección parlamentaria más reciente, con un plazo 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigencia de la 
norma.

6. Se establecerá el referéndum revocatorio de autoridades: 
Se podrá revocar el mandato a un o una representante elegida 
mediante votación universal, sometiendo a votación popular su 
continuidad. Aplicará para alcaldes y alcaldesas, gobernadores y 
gobernadoras, presidentes y presidentas. El requisito para 

agenda–. Los mecanismos de democracia directa permiten 
diluir aquellos monopolios. Con ello, la ciudadanía tiene una 
posición distinta respecto de sus representantes: la sola amena-
za de utilizar el poder, que originariamente les pertenece, 
genera incentivos positivos en el diálogo democrático. Las pro-
puestas que siguen se plantean para ser enviadas como proyec-
tos de ley antes de que entre en vigencia la nueva Constitución.

El Estado chileno debe ser paritario. La paridad en todos los 
órganos del Estado repara una discriminación histórica hacia las 
mujeres, corrige la sobrerrepresentación de los hombres en el 
mismo, redistribuye el poder y genera una transformación en la 
creación y formulación de nuevas y mejores políticas públicas, 
en la administración de la justicia y en la distribución del poder 
político. Además, favorece la incorporación de las mujeres al 
trabajo formal, avanzando en su participación plena y efectiva 
en la vida social y en la igualdad de oportunidades de liderazgo 
en la vida pública. 

Propuestas programáticas:

1. El nuevo gobierno establecerá la paridad de la participa-
ción de mujeres en los cargos designados, incluyendo el gabi-
nete de gobierno y los consejos y comisiones. 

2. Una ley consagrará que para el año 2030 ningún sexo 
podrá superar el 60% en los primeros niveles jerárquicos de las 
instituciones dentro del poder ejecutivo central, regional y local. 
En todo organismo público colegiado, ningún sexo podrá supe-
rar el 50%, en caso de ser compuesto por un numero par, o de 
50% más una persona, en caso de ser impar, incluyendo el poder 
judicial. En el caso de organismos que tienen integración perió-
dica, toda futura nominación deberá observar el principio de 
paridad para transitar a la paridad plena de sus integrantes. Al 
año 2030 todo organismo público tendrá una planta de trabaja-
doras y trabajadores en la que ningún sexo podrá superar el 

9. Se reformará el sistema de compras públicas para hacerlo 
más ágil y transparente, obligando a organismos autónomos no 
incorporados actualmente a hacerlo e incluyendo los procesos 
de contratación de obra pública del MOP y el MINVU.

10. Se potenciará la autonomía y capacidad de la Contraloría 
General de la República y otros organismos que fiscalizan el uso 
de los recursos públicos.

11. Se establecerán organismos ciudadanos de control, elegi-
dos entre organizaciones de la sociedad civil y por sorteo entre 
voluntarios y voluntarias.

12. Se aumentará el control por consejos ciudadanos de las 
licitaciones de servicios locales y regionales y su transparencia 
y se hhará efectivo el rol de los Consejos de la Sociedad Civil en 
cada ministerio y servicio.

13. Se reforzará la fiscalización del cumplimiento de normas 
con un cuerpo central de fiscalización gubernamental.

Una Democracia 
Paritaria y Participativa

Las últimas dos grandes crisis políticas en Chile se han resuelto 
mediante mecanismos de democracia directa: los plebiscitos de 
1988 y de 2020. En ellos, la ciudadanía decide, sin intermediarios, 
sobre un asunto particular, a través del voto universal. Por el 
contrario, nuestra legislación actual mantiene un doble mono-
polio: solo los representantes electos están legitimados para 
decidir sobre un asunto –poder de decisión– y solo ellas y ellos 
pueden introducir un tema en el proceso legislativo –poder de 

2. Se ampliarán los mecanismos públicos y anónimos de de-
nuncia.

3. Se disminuirá en un 50% los límites de gasto electoral (a 
0,0075 UF por elector), se mantendrá el aporte público por voto 
(con aporte de base a desafiantes) y se restringirá la publicidad 
en la vía pública y en las radios (con solo una franja como la de la 
TV).

4. Se acotará el aporte personal al 10% del límite de gasto y se 
bajará de 1.000 UF  a 100 UF el aporte máximo de personas natu-
rales a las campañas.

5. La vulneración de la ley implicará la invalidación de la elec-
ción a cualquier cargo de elección popular.

6. Se reforzará la ley de lobby para la identificación detallada 
de la identidad y representación de intereses de quienes se 
vinculan con autoridades y su eventual aporte previo a campa-
ñas electorales o a partidos. 

7. Se establecerá en cinco años el plazo de prohibición para 
que ex funcionarios y funcionarias opten a un empleo en em-
presas reguladas, con multas elevadas al empleador, y multa y 
pérdida de derecho a sufragio del ex funcionaria o funcionario 
involucrado, en el marco de una reforma del régimen de recluta-
miento y formación de reguladores públicos que asegure su 
profesionalismo y ausencia de conflictos de interés.

8. Se establecerá la inhabilidad de cinco años en caso de 
proveniencia de empresas reguladas para ocupar cargos en 
órganos con potestades regulatorias.

proceso de elaboración y evaluación periódica de las políticas y 
programas públicos, junto al rol que cabe al Parlamento en la 
aprobación y control del presupuesto. 

Agenda Corrupción cero

En Chile hay corrupción y esta es creciente, institucionalizada y 
poco reconocida, lo que aumenta la desconfianza en las institu-
ciones, mientras debilita la gobernanza colectiva. 

La corrupción se produce cuando existen funcionarios y funcio-
narias que tienen gran poder de decisión, con alta discrecionali-
dad en la toma de decisiones y con alta opacidad en la revisión 
de esas decisiones, lo que redunda en el abuso de poder para el 
beneficio propio. La corrupción se puede entender como un 
amplio conjunto de prácticas que van más allá del mero sobor-
no, sino que también incluyen el cohecho, la malversación de 
recursos públicos, el tráfico de influencias o las faltas a la probi-
dad y la austeridad.

En los gobiernos recientes han recaído numerosas sospechas de 
corrupción en sus distintos niveles, decisiones que por acción u 
omisión benefician determinados negocios ligados a quienes 
toman decisiones. Nuestro compromiso es seguir un estricto 
apego a la más alta probidad en la acción gubernamental. 

Propuestas programáticas:
1. Se proveerán los medios para ampliar la persecución, 
incluyendo establecer la figura de la delación compensada, de 
los delitos de fraude al Fisco, la negociación incompatible, el 
cohecho, la violación de secretos, el soborno, la malversación y 
la prevaricación.

Nos comprometemos a conformar las normas, reglamentos y 
mecanismos que guíen a los representantes electos y electas 
del pueblo y a las y los funcionarios que ejercen la actividad de 
gobierno, para ejercer una profunda rendición de cuentas. Se 
debe garantizar acceso expedito a la fundamentación de las 
decisiones de gobierno y a la ejecución del gasto público en 
forma desagregada. Así mismo, cualquier irregularidad debe ser 
investigada de manera eficiente y denunciada de manera 
segura. 

Propuesta programática:

1. Proponemos un funcionamiento gubernamental que 
define metas de mediano y largo plazo, a partir de los objetivos 
planteados, cuantificando y movilizando los recursos disponi-
bles, su capacidad de uso al mínimo costo y los recursos adicio-
nales que se requieran en un horizonte temporal de 4 y 8 años. 
Las metas Incluirán indicadores específicos de logro periódico 
de resultados finales para el gasto público del gobierno central, 
en un proceso de elaboración de políticas y su traducción en 
programas públicos debidamente financiados e integrados al 
proceso presupuestario anual. Los objetivos de corto, mediano y 
largo plazo y sus indicadores asociados se presentarán (con 
inclusión sistemática de su dimensión de género) como parte 
del proyecto de Ley de Presupuestos, dado que los gastos públi-
cos deben estar al servicio de esos objetivos y no ser un fin en sí 
mismos.

2. Promoveremos una gestión pública y la elaboración del 
presupuesto nacional con finalidades declaradas, lo que deberá 
hacerse con una nueva regla fiscal contracíclica, con metas de 
equilibrio presupuestario estructural hacia el final del gobierno 
en 2026 y con cuentas de inversión plurianual.

3. Se debe hacer efectivo el rol de los Consejos de la Socie-
dad Civil en cada ministerio y servicio, para que sean parte del 

Estado debe cerrarse en el nuevo ciclo político que nace con la 
nueva Constitución. Se debe unir las funciones hoy dispersas 
para que las políticas prioritarias ordenen el quehacer del 
Estado, disminuyendo y fusionando ministerios y creando otros 
en áreas no cubiertas para que la administración y los órganos 
públicos se adecuen a los nuevos desafíos del país.

Propuesta programática:

1. Proponemos crear nuevos ministerios y fundir otros, con el 
objetivo de mejorar la capacidad de dar soluciones sistémicas a 
las problemáticas sociales, económicas, culturales y medioam-
bientales que enfrenta el país. Iniciaremos un diálogo social 
entre el Estado, la ciudadanía y las comunidades que se verán 
beneficiadas con este reordenamiento estatal.

Estado Transparente 
con rendición de cuentas

La gestión gubernamental enunciará con claridad sus objetivos 
principales para que el control y rendición de cuentas a las insti-
tuciones democráticas y sociales sean efectivas. Nos propone-
mos avanzar sustancialmente hacia el bienestar equitativo y 
sostenible de la comunidad sobre la base de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948. Queremos lograr que 
toda persona acceda “a un nivel de vida adecuado que le asegu-
re, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios y a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad”, lo que debe obtenerse en condiciones 
de resiliencia de los ecosistemas. 

Esto requiere que el Estado sea activo en la actividad económi-
ca, guíe los procesos de transformación productiva por medio 
de la inversión pública y un fuerte sistema de investigación y 
desarrollo tecnológico; garantice la distribución de la riqueza de 
manera justa entre todos y todas; tenga entre sus objetivos ga-
rantizar el trabajo decente; oriente sus políticas públicas hacia 
el pleno empleo; garantice  un respeto irrestricto de los dere-
chos humanos y de los derechos sociales, económicos, cultura-
les y ambientales; fomente la participación activa y consciente 
de las y los ciudadanos en la resolución de los problemas socia-
les; garantice los derechos individuales civiles y políticos y ase-
gure el respeto de cada persona independientemente de su 
origen étnico, de su género, edad, nacionalidad u orientación 
sexual.

Un Estado más Cercano

La administración del Estado debe funcionar con estrictas 
reglas de austeridad, pues se debe a las y los ciudadanos y no a 
sí misma. Con el paso del tiempo, la multiplicación de organis-
mos pierde su justificación inicial, sin que se revise la pertinen-
cia de su mantención. Por ello, cabe simplificar la actual estruc-
tura funcional de ministerios, evitar duplicaciones y aumentar 
su eficiencia y eficacia.

El Estado ha ido construyendo en el tiempo soluciones departa-
mentalizadas de la política pública, lo que ha ido conformando 
una superestructura de gobierno desconectada de la base 
social, dando paso a políticas que no están suficientemente 
integradas y coordinadas y con baja capacidad de hacer efecti-
va la consecución de transformaciones sociales. Este Estado se 
hace lejano para la población y no logra con su acción un efecto 
visible sobre la superación de los principales problemas que 
aquejan a nuestro pueblo. Esta brecha entre la ciudadanía y el 

El funcionamiento del Estado en Chile tiene graves déficits de-
mocráticos y de pertinencia de sus políticas, de eficacia (cober-
tura de necesidades públicas) y de eficiencia (el mejor uso posi-
ble de los recursos disponibles), así como de centralización ad-
ministrativa y política de las decisiones y de ausencia de servi-
cio expedito a las y los ciudadanos. 

Sin perjuicio de las nuevas definiciones constitucionales, desde 
marzo de 2022 el gobierno iniciará una amplia reforma del 
Estado en la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción, 
la paridad, la participación ciudadana,  la modernización de la 
función pública, la seguridad y la justicia, la descentralización y 
la democracia económica y social.

La pandemia provocada por el COVID-19 ha vuelto a elevar el 
rol del Estado en las sociedades. Los países que mejor la han 
enfrentado han sido aquellos en que las políticas públicas de 
resguardo de la vida se han apoyado en un Estado fuerte. La 
crisis sanitaria golpeó más a aquellos que, producto de la 
crisis económica del año 2008, optaron por reducir el Estado y 
aumentar la participación de los privados en la provisión de 
los bienes públicos. 

En este sentido, necesitamos un Estado que profundice la de-
mocracia dentro de la sociedad chilena y supere la democracia 
parcialmente representativa que hoy se ha hecho insuficiente. 
La revuelta social parte por esta desconexión entre el gobierno 
y el pueblo, que implicó que millones de personas hayan sido 
abandonadas por el Estado Neoliberal. 

Propuestas programáticas:

1. Reforma a Carabineros de Chile y su sujeción a la autori-
dad civil en materias operativas y administrativas. La protección 
de la comunidad será el eje del trabajo de las policías.

2. Reemplazo de las unidades actuales de control del orden 
público por personal formado y comprometido con el respeto a 
los derechos humanos, al derecho de manifestación y a la pri-
macía de la resolución no violenta de los conflictos. 

3. Los nuevos Delegados de Gobierno en regiones y provin-
cias asumirán la tarea de supervigilar de manera efectiva la 
acción policial en su planificación operativa, la que estará subor-
dinada en su ejecución a los responsables municipales de segu-
ridad, que dependerán técnicamente del Ministerio del Interior 
y administrativamente de los Municipios. 

4. El Ministerio del Interior autorizará los presupuestos y la 
ejecución de gastos por parte de las policías, sin perjuicio de su 
control de legalidad por la Contraloría General de la República. 
Los mandos policiales mantendrán una estricta conducta de 
austeridad propia de la naturaleza del servicio a la comunidad.

5. Carabineros de Chile se orientará a ser una policía de 
proximidad con la comunidad. Las buenas prácticas serán reco-
gidas y extendidas en su diversidad. Se organizará en todo el 
territorio un sistema de comunicación policial con la comunidad 
a escala de barrio, regido por un plan anual discutido pública-
mente con los interlocutores locales, el que deberá ser respon-
sabilidad de la o el Delegado de Gobierno, de las y los goberna-
dores y de las y los alcaldes y sus concejos, junto a las diversas 
instancias de organización comunitaria y vecinal. 

6. El personal policial será seleccionado sin discriminación, 
con igualdad de género, asegurando una formación adecuada 
bajo dirección civil en un solo escalafón. Será objeto de una 
evaluación periódica consistente con los valores de protección 
a la comunidad.

7. El éxito de su función será evaluada como cualquier otra 
política pública, en base a recursos otorgados y objetivos obte-
nidos.

8. Se trasladarán las funciones de investigación a PDI, dándo-
le presencia nacional tal como lo tiene Carabineros, con las he-
rramientas técnico y científicas para dicha labor, dejando a Ca-
rabineros la labor preventiva del delito sin que los fiscales 
puedan determinar cuál utilizar, a no ser que se den delitos co-
metidos por las fuerzas que ameriten recurrir a una u otra.

9. Se centralizarán para el servicio de asistencia a la justicia 
un servicio nacional forense bajo la dirección del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

10. Creación de un defensor civil interno, autónomo de la ins-
titución, que vele por la probidad de Carabineros y actué ante 
violaciones a los DD.HH de la cual funcionarios y funcionarias 
puedan ser víctimas de parte de sus superiores.

11. Los mandos serán personalmente responsables -con su 
destitución inmediata en caso de incumplimiento- de toda co-
bertura de delitos, de malas prácticas y de violencia contra la 
ciudadanía. 

Una Reforma 
al Sistema de Justicia

El sistema de administración de justicia se ha visto cuestionado 
por su sesgo clasista, por su lentitud y por la incapacidad de 
hacer frente a las demandas ciudadanas de castigo del delito. Por 
eso, proponemos modificar la orgánica del Poder Judicial para 
hacerla más eficiente y dotarla de una mayor independencia de 
los otros poderes del Estado. 
Es también indispensable avanzar en reformas sustantivas en los 
distintos cuerpos normativos que regulan el actuar de las y los 
ciudadanos y lograr un acceso más equitativo y expedito a la 
justicia.

Propuestas programáticas:

1. Se proveerán los medios para fortalecer las diligencias en 
las causas de violaciones a los derechos humanos.

2. Se mejorará sustancialmente el recurso de amparo y el 
recurso de protección. 

3. Se establecerá un amplio plan de capacitación continua de 
los miembros del sistema institucional de justicia en materia de 
derechos humanos, con un rol más relevante en la materia del 
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

4. Se creará, luego de una amplia concertación con los acto-
res involucrados, un Consejo Nacional de la Magistratura y del 
Ministerio Público que tenga como facultad el nombramiento de 
jueces y fiscales, así como ejercer funciones correccionales 

sobre éstos. Estará conformado mayoritariamente por juezas y 
jueces elegidos de manera democrática por todos sus pares del 
país. Este Consejo estará a cargo del nombramiento de jueces, 
juezas, ministros y ministas; y también del Fiscal Nacional y fis-
cales regionales. El Consejo deberá ejercer las facultades co-
rrectivas de fiscales y jueces, las que actualmente recaen en la 
Corte Suprema, lo que menoscaba la imparcialidad de las y los 
jueces de menor jerarquía al momento de tomar sus decisiones.

5. Se proveerán más medios para una dotación de personal 
estable adicional en la Corporación de Asistencia Judicial.

6. Se aumentará la transparencia para acercar las decisiones 
judiciales a la ciudadanía, las que serán publicitadas con un más 
fácil acceso al público, junto a una generalización de las audien-
cias públicas.

7. Se derogará la Ley de Seguridad Interior del Estado para 
que los tipos penales que allí se establecen dejen de ser invoca-
dos en el contexto de manifestaciones sociales que en nada 
atentan con la seguridad del país. Deben redefinirse los tipos 
penales para terminar con la arbitrariedad de su aplicación.

8. La tipificación de delitos abordará de manera transversal el 
componente de género para evitar que los tribunales fallen sin 
considerarlo.

9. Se reformará la legislación tributaria estableciendo condi-
ciones objetivas de punibilidad, en las que el SII debe denunciar 
y/o querellarse obligatoriamente para evitar de esta manera la 
arbitrariedad en la decisión, sin perjuicio de su rol de maximiza-
ción de la recaudación. Actualmente, esto se encuentra regula-
do en un oficio circular de la misma entidad, que no tiene rango 
legal y que, por lo tanto, puede ser modificado por la autoridad 
de turno. Se deben incluir los delitos tributarios dentro del catá-

logo de delitos por lo que responden las personas jurídicas (los 
delitos y no las faltas administrativas).

10. Se reformará la tarea de Gendarmería de Chile mediante el 
establecimiento de normas de ejecución de pena y la creación 
de un sistema de defensores y jueces de ejecución de pena. La 
nueva normativa reflejará los estándares internacionales para el 
tratamiento de las y los reclusos por parte de Gendarmería de 
Chile.

11. Se establecerán Tribunales de Ejecución Penal con jueces, 
fiscales y defensores de ejecución. La nueva normativa reflejará 
los estándares internacionales para el trato de las y los reclusos. 
Y tendrán el control y ejecución del cumplimiento progresivo de 
la pena, los planes de rehabilitación, reinserción y la protección 
de los DD.HH de los y las internas. Dándole vital centro de im-
portancia a la víctima como el principal ofendido.

12. Se tipificarán los delitos medio ambientales y se los inclui-
rá en los delitos por los que pueden ser sancionadas las perso-
nas jurídicas.

 
13. Se modificará la exclusividad de la acción penal por el 
delito de colusión del Fiscal Nacional Económico. No se justifica 
que en las condiciones actuales no pueda ser el Ministerio Pú-
blico directamente quien esté encargado de la investigación de 
la arista penal. Se debe incluir este delito dentro de aquellos por 
lo que responde penalmente la persona jurídica.

14. Se reconocerá los elementos comunitarios de la adminis-
tración de justicia de los pueblos indígenas.

15. Una ley simplificará los trámites que se realizan en notarías, 
conservadores de bienes raíces y archivos judiciales. Se estable-
cerá tarifas apropiadas para abaratar costos y potenciará el uso 
de herramientas como las firmas electrónicas avanzadas, pro-
pendiendo a la eliminación del papel como único mecanismo de 
dar fe de las actuaciones involucradas. 

16. Se avanzará en la reforma procesal civil. El sistema de justi-
cia civil se hará más asequible y con mecanismos que tiendan a 
la pronta solución de los conflictos. 

17. Se establecerá en materia penal el juicio por jurado para 
fortalecer el sistema acusatorio adversarial con real participa-
ción y legitimidad ciudadana, haciendo que los ciudadanos juz-
guen a sus pares, democratizando la justicia, mejorando su cali-
dad y su acceso. 

Una redefinición de las 
Competencias Territoriales 
para la Descentralización

En Chile se han consolidado administraciones de nivel regional 
-con la elección de gobernadores como un nuevo hito- y comu-
nal, pero las funciones y atribuciones que la ley les encomienda 
son escasas y muchas son compartidas con el nivel central, 
mientras sus presupuestos son limitados, configurándose una 
autonomía parcial e híbrida. 

Hay tareas de los Estados democráticos que tienen su espacio 
en la Nación y solo en la Nación: la garantía de libertades y dere-

chos fundamentales de las y los ciudadanos, la creación de con-
diciones de equidad, la política económica y social, la política 
exterior, la política migratoria, la defensa, el orden público y el 
sistema de justicia,  no pueden existir en una región o comuna y 
en otras no, en función de la diversidad local. 

Con territorios tan desiguales como los existentes en Chile, una 
dispersión del poder estatal haría imposible toda redistribución 
para garantizar derechos sociales universales. No quedaría nada 
del pacto social democrático si se permitiera una autonomía 
local absoluta que permitiera autorizar, por ejemplo, el no cobro 
de impuestos en una comuna. Pero el ejecutivo podría cumplir 
mejor su rol de impulso de la cohesión nacional y social sobre 
bases democráticas y ser más eficiente y eficaz en la medida en 
que, además de ejercer su función normativa (establecer las 
leyes junto al parlamento y dictar reglamentos) y resolutiva 
sobre las grandes orientaciones de la política nacional, se orga-
nice en cuerpos más pequeños, más flexibles, más especializa-
dos en el impulso y coordinación de las diversas funciones pú-
blicas. 

Las jurisdicciones descentralizadas deben proveer todos los ser-
vicios públicos que no requieran serlo por órganos centrales, en 
tanto lo hagan en condiciones similares en todo el territorio, pues 
no puede haber distintas clases de ciudadanos y distintos grados 
de garantía de derechos según se viva en uno u otro lugar.

 

En un modelo de Estado unitario altamente descentralizado (el 
modelo federal tiene grandes méritos democráticos, pero es de 
difícil aplicación en las condiciones chilenas), la defensa nacio-
nal, las relaciones exteriores, el sistema de justicia, la regulación 
macroeconómica y del empleo, la seguridad social y los siste-
mas de transferencia social, son funciones estatales que no 

pueden ser descentralizadas, aunque deben incorporar los im-
pactos territoriales que producen por acción o por omisión. 
Tampoco puede serlo la inversión pública de “interés nacional”, 
es decir, la que por su naturaleza afecta al conjunto de la activi-
dad económica nacional (grandes rutas, puertos, aeropuertos),  
pero la mayor parte de las otras funciones públicas pueden y 
deben ser descentralizadas a gobiernos regionales y municipios.
Las transferencias gubernamentales hacia regiones y munici-
pios  se justifican en tres situaciones: 

1. Por existencia de “desbordes interjusrisdiccionales”, es 
decir, efectos más allá del territorio local en los beneficios de la 
prestación local.

2. Por disparidad de las capacidades fiscales, especialmente 
el valor de la propiedad del suelo.

3. Por disparidad de los costos unitarios de prestar servicios, 
especialmente en la áreas rurales o periféricas. La meta hacia 
2030 debe ser que un tercio de la ejecución presupuestaria sea 
de carácter nacional, un tercio de carácter regional y un tercio 
de carácter comunal.

Propuestas programáticas:

1. Proponemos una ley para que los gobiernos regionales 
sean el principal agente de planificación del desarrollo y uso del 
territorio urbano y rural y de diversas funciones de planificación 
territorial, incluidos los planes reguladores comunales y regio-
nales y del Borde Costero, para aumentar la capacidad de 
reconfigurar el uso del territorio hacia una mayor integración 
física, productiva y social y de avance a la proximidad en el 
acceso a servicios.

2. Los gobiernos regionales serán dotados de un rol de coor-

dinación de la inversión pública territorial, compatibilizando la 
inversión propia, la inversión sectorial de asignación regional y 
la inversión en regiones de interés nacional, mediante su pro-
yección plurianual, a través de los convenios de programación, 
hoy poco utilizados. Toda la inversión asociada a territorios 
específicos será traspasada para decisión regional, mientras la 
inversión nacional en regiones será objeto de consulta.

3. Se fortalecerán los convenios de programación multianua-
les de inversión entre el gobierno central y los gobiernos regio-
nales. 

4. Se transferirá a los gobiernos regionales, desde el nivel 
central, las funciones de coordinación en materia de desarrollo 
urbano y vivienda, de transporte (no tiene sentido que el Tran-
santiago sea manejado por el gobierno central, por ejemplo), de 
fomento productivo y de medio ambiente, sin perjuicio de facul-
tades normativas de carácter nacional y de las funciones y atri-
buciones municipales.

5. Se transferirán a los gobiernos regionales los servicios de 
salud desde el nivel central, sin perjuicio de mantener la salud 
primaria como una responsabilidad municipal.

6. Se transferirán a los gobiernos regionales la educación 
municipal y los actuales servicios locales en los niveles primario 
y secundario, cuyas identidades y características son mayor-
mente de ese nivel antes que nacionales.

7. Se redefinirá el Fondo Nacional de Desarrollo Regional para 
reforzar su capacidad de compensación territorial, centrando 
sus criterios de distribución en variables de sub-equipamiento 
en infraestructuras sociales y productivas, de menor tasa 

estructural de empleo (masculina y femenina) y de mayor pre-
valencia de pobreza.

8. Se incorporará en una nueva ley de rentas regionales un 
3% de regalía sobre las ventas mineras, con un 30% del produci-
do anual que recaiga directamente en la región y el 70% restante 
en un Fondo de Compensación de Desarrollo Productivo Regio-
nal, junto con fortalecer los ingresos propios de los gobiernos 
regionales con fines de desarrollo productivo, tecnológico y 
formación de capacidades humanas. 

9. Proponemos transferir a los municipios, como función 
exclusiva, las tareas de gestión urbana (ejecución y control de 
las normas de uso del suelo, regulación del transporte, recolec-
ción y tratamiento de desperdicios, alumbrado público, manten-
ción de áreas verdes y espacios recreativos, cuidado de ecosis-
temas locales), la salud primaria, las tareas de cuidado y la pro-
moción de la producción y el empleo local, sin perjuicio de los 
roles normativos regionales y nacionales.

10. Se transformará el Fondo Común Municipal (FCM) en un 
mecanismo de compensación de la diferencia de ingresos pro-
pios permanentes entre comunas. El SII tendrá la facultad de 
fijar la base de cobro y de recaudar los permisos de circulación 
y la patente industrial y comercial, como ya ocurre con el Im-
puesto Territorial. Se establecerá un mecanismo de compensa-
ción por diferencias de situación de pobreza y ruralidad. Este 
mecanismo corregirá el hecho de que el gasto municipal por 
habitante presenta grandes diferencias entre las de mayores y 
menores ingresos. El ingreso por habitante de la comuna de 
más ingresos es ocho veces mayor a la de menos ingresos.

11. El FCM asignará dos dotaciones presupuestarias a ser 
distribuidas según el número de habitantes de cada comuna. La 

primera será una dotación de funcionamiento, que represente 
un 70% del total de la recaudación, destinada a solventar los 
gastos en personal y en servicios continuos de responsabilidad 
municipal (iluminación de calles, recolección de basura, man-
tención de áreas verdes, actividades comunitarias) o parcial-
mente municipal (apoyo a la movilidad, a la salud primaria, a la 
educación pre-escolar y escolar, a la formación continua, a la 
cultura y al acceso a la vivienda). La segunda, será una dotación 
de inversión, que represente un 30% del total de la recaudación. 
Esta dotación debe corregirse en la distribución comunal por un 
factor de subinversión previa (medida, entre otros indicadores, 
por el diferencial en los metros cuadrados de áreas verdes por 
habitante y en los metros cuadrados construidos por persona 
que habita el hogar). La transición hacia el nuevo sistema se 
hará sin que ningún municipio pierda ingresos propios perma-
nentes, financiada inicialmente con el fin del tope de la patente 
industrial y comercial. 

12. Se dotará de una mayor autonomía a los municipios en la 
aplicación de tasas tributarias en materia de Impuesto Territo-
rial, además de la patente industrial y comercial y el permiso de 
circulación, por sobre la tasa nacional, cuyo producido sea de 
exclusivo beneficio de cada municipio.
 

Nuevas Instituciones para la 
Democracia Económica

La lógica de la acumulación ilimitada de capital privado que 
actualmente prevalece, crea concentración económica en gran 
escala, reproduce desigualdades, permite apropiarse del trabajo 
de terceros y de los recursos naturales sin compensación equi-

valente y, además, depreda el medioambiente. La alternativa a 
esa lógica es una transformación que dé paso a una democracia 
económica en el contexto de un nuevo Estado democrático y 
social.

El nuevo orden público económico, a partir de las nuevas defini-
ciones constitucionales, deberá desarrollar diversas formas de 
democracia económica. En una democracia económica los 
agentes productivos son plurales y actúan sujetos a normas 
públicas democráticamente establecidas, evaluadas y controla-
das. La iniciativa económica y la propiedad están protegidas 
pero se deben a una función social. El subsuelo, el mar, el agua, 
el espectro radioeléctrico son bienes nacionales y su uso puede 
ser estatal o concesionado temporalmente en condiciones de 
respeto del interés público. La asignación de recursos combina 
modalidades centralizadas y descentralizadas con precios de 
mercado y con precios regulados (salarios mínimos, tasas de 
interés, rangos de tipo de cambio, tarifas de monopolios natura-
les). 

La democracia económica es una alternativa a la economía des-
regulada de mercado en la cual la actividad de producción y 
satisfacción de necesidades está orientada a la maximización de 
la rentabilidad del capital y a su acumulación ilimitada, indepen-
dientemente de sus resultados distributivos y ambientales. 
La democracia económica crea las condiciones institucionales 
para orientar la conducta de los agentes económicos hacia la 
maximización de la innovación, el dinamismo y la generación de 
empleos creativos y equitativamente remunerados en procesos 
de producción circulares, descarbonizados y resilientes. 

Propuestas programáticas:

1. Se creará un Consejo Económico, Social y Ambiental, que 
reunirá a representantes de la sociedad civil para emitir opinión 
previa al envío de proyectos de ley. Elaborará y presentará 

coordinación policial internacional, y los delitos violentos (parri-
cidio, homicidio simple y calificado, infanticidio, secuestro, sus-
tracción de menores, lesiones, robos calificados, robos con vio-
lencia o intimidación, robos en lugar habitado y robos en lugar 
no habitado). 

9. Los delitos sexuales y la violencia de género serán perse-
guidos de manera drástica, junto a acciones sistemáticas de 
reparación de las personas víctimas de violencia de género (mu-
jeres y diversidades). Junto a las medidas que aseguren a la 
mujer una mayor autonomía económica, se ampliará la cobertu-
ra de casas de acogida en situaciones de urgencia y un acceso a 
la vivienda con renta abordable para evitar la repetición de las 
violencias de género y contra la infancia.

10. Se proveerán los medios para que los delitos económicos, 
contra el medio ambiente y el patrimonio sean objeto de una 
persecución más activa de la Fiscalía Nacional Económica, la 
Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio de Impues-
tos Internos, el Servicio Nacional de Aduana y el Consejo de 
Defensa del Estado.

11. Se reforzará el sistema de control de la posesión de armas, 
la que se restringirá drásticamente con programas de entrega 
voluntaria y remunerada y un endurecimiento de los requisitos 
de adquisición.

12. Se establecerán planes territoriales de recuperación de las 
zonas de prevalencia aguda del delito.

13. Las víctimas de los delitos serán objeto de atención siste-
mática y especializada, con una mayor coordinación entre el 
gobierno central, los municipios y la comunidad organizada. 
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anualmente un informe sobre la situación socioeconómica, 
laboral y ambiental de la Nación. 

2. Se ampliará las funciones del Banco Central, el que se 
regirá por un directorio que exprese a los distintos actores eco-
nómicos y sociales y se coordinará con la autoridad guberna-
mental para que la política monetaria sea parte de una política 
económica de desarrollo con sus componentes fiscales, de 
ingresos, cambiarios, de fomento productivo y de lucha contra 
el cambio climático.

3. Se reformará el Sistema de Administración de Empresas 
Públicas. Este sistema -dirigido por un Consejo plural- guiará al 
sector de empresas públicas en las áreas estratégicas de capta-
ción de rentas, innovación y creación de valor público. Un fondo 
de participaciones públicas permitirá bajo responsabilidad de 
este Consejo dar impulsos productivos a actividades priorita-
rias. 

4. Se reformará la ley de cooperativas y ampliará su ámbito a 
la regulación de un sector de economía social (cooperativo y 
asociativo) de carácter solidario, sin fines de lucro o con fines 
mixtos. Este sector incluirá entidades de apoyo al cuidado de 
niños, niñas y personas dependientes y de apoyo a la inserción 
en el empleo.

5. Se reformará la ley de competencia y ampliará el rol pre-
ventivo del Tribunal de la Libre Competencia y asegurará su 
independencia para que el sector de economía privada se des-
envuelva en mercados competitivos y con respeto de las 
normas que protegen a las y los trabajadores, a las y los consu-
midores y al medio ambiente para transitar a una economía 
circular sostenible y diversificada basada en el trabajo decente.

  Invitación amplia a debatir, criticar, 
  modificar y completar nuestros sueños.

    Este es un documento para iniciar un amplio trabajo de con-
versación social entre todas, todos y todes, como tales las 
bases programáticas buscan abrir los espacios de conversa-
ción y por ningún motivo se presentan como un programa de 
gobierno definitivo, es así que deben ser modificadas por las 
conversaciones de la ciudadanía, de manera amplia y vinculan-
te,  donde lo principal es encontrar la manera de construir un 
Chile despierto, multicultural, digno, soberano, decente, pluri-
nacional, diverso y feminista y sin ningún tipo de exclusión.

   Como candidato presidencial mi compromiso es hacer escu-
chando, es decir, escuchar profundamente a la ciudadanía, 
para después encabezar un gobierno que realice los sueños 
colectivos que nos han traído a este desafío. Un gobierno que 
debe crear una relación más cercana con su pueblo, que des-
privatice los derechos sociales, que proteja el medioambiente, 
que  elimine el patriarcado, que otorgue un trabajo decente, 
que busque crecer económicamente con igualdad e inclusión.

    Hoy vemos que correr el cerco de lo posible es una realidad y 
que las transformaciones que nuestro país requiere, es solo 
cosa de voluntad política. Desde Recoleta lo demostramos y 
ahora lo haremos por Chile. Vivimos un momento histórico, 
quizá único, estamos frente al despertar más hermoso de Chile 
y nos erigimos con fuerza y dignidad ante los abusos y las 
injusticias de un modelo económico y social que ha perdurado 
por más de 30 años.

Llegó el tiempo de nosotros y nosotras, estamos comenzando 
un trayecto de transformaciones para que la dignidad -de 
verdad- se haga costumbre.

 6. Se reformarán las normas de funcionamiento de la empresa 
para que, adicionalmente a la negociación de las condiciones 
salariales y de trabajo por ramas entre empleadores y trabajado-
res organizados en sindicatos, se establezca que las empresas, a 
partir de 50 personas, deberán tener una representación de éstos 
en sus directorios. En caso de generación de utilidades después 
de impuestos, las y los trabajadores deberán recibir una gratifica-
ción anual no incorporada al salario, que será mayor en caso de 
distribución de dividendos por sobre el mínimo legal.

7. Se reformarán las normas de tarifas reguladas de los servi-
cios básicos para que reflejen el mínimo costo de producción y 
reposición y dejen de tener rentabilidades privadas excesivas a 
costa del consumidor, que alimentan la concentración económi-
ca y retrasan la difusión tecnológica. Esos servicios deberán 
volver a una gestión estatal si las regulaciones efectivas no son 
posibles o implican subsidios a privados de alto costo sin sufi-
ciente calidad y profundidad de la prestación a los usuarios. 


